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1) TEXTO DE LA CITACION - Léase. 
“Montevideo, 12 de junio de 2007. (Selee:) 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria mañana miércoles 13 dejunio, ala hora 16,a 
fin considerar el siguiente 


ORDENDEL DIA 


- Informes de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción referidos a la solicitud de desafuero promovida 
al señor Senador Juan Justo Amaro. (Artículo 114 de 
la Constitución de la República). 

Carp. N* 778/07 - Rep. N*479/07 


Santiago González Barboni 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Alfie, Amaro, 
Antía, Antognazza, Baráibar, Bentancor, Breccia, Castro, 
Couriel, Da Rosa, Dalmás, Gallinal, Heber, Korzeniak, 
Lapaz, Larrañaga, Long, Lorier, Michelini, Moreira, 
Oliver, Penadés, Percovich, Romero, Sanguinetti, Saravia, 
Topolansky, Vaillant y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Cid, 
Fernández Huidobro, Lara Gilene y Ríos. 


3) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 14 minutos) 


- Dese cuenta de una solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Cid solicita licencia por el día de la 
fecha”. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 13 de junio de 2007. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al señor Presi- 
dente se me conceda licencia por el día de la fecha por 
razones personales y se convoque al suplente correspon- 
diente. 


Sin otro particular, agradezco la atención que dispense 
a la presente y hago llegar a usted y por su intermedio al 
Cuerpo mi más alta consideración. 


Alberto Cid. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17en20. Afirmativa. 


Se invita a ingresar a Sala al señor Milton Antognazza, 
quien ya ha prestado el juramento de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Gallinal solicita licencia del 3 al 15 
de julio del corriente año”. 


- Léase. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 13 de junio de 2007. 


Sr. Presidente del Senado 
de la República 

Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


En virtud de la invitación que se me realizara por el 
Estado de Israel para visitar dicha Nación, del 6 al 14 de julio 
del corriente año, solicito licencia al Cuerpo a partir del 
martes 3 de julio y hasta el día 15 del mismo mes. 


Solicito se convoque a mi suplente. 


Saluda al Sr. Presidente con su consideración de siem- 
pre, 


Dr. Francisco Gallinal. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-19en20. Afirmativa. 


4) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo que el 
señor Carlos Mazzulo ha presentado nota de desistimiento 
informando que, por esta única vez, no acepta la convoca- 
toria de la que ha sido objeto, por lo que oportunamente será 
convocado el señor Romeo Pérez Antón. 


5) PSICOLOGO JORGE LUIS FERRANDO GUTIE- 
RREZ. SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJE- 
CUTIVO PARA DESIGNARLO DIRECTOR DEL 
INSTITUTO NACIONAL DEL NIÑO Y ADOLES- 
CENTE DEL URUGUAY (INAU) 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA XAVIER.- Mientras se conforma esta sesión, 
que está un poco bulliciosa, solicitamos al Cuerpo si tiene 
a bien votar, con carácter urgente, el tratamiento de la venia 
para el integrante del Directorio del INAUÚ, que ha sido 
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postergado en más de una sesión. Se ha repartido el currí- 
culum de quien está propuesto y, en ese sentido, presenta- 
mos moción para que se vote como urgente y se considere 
de inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la urgencia solici- 
tada por la señora Senadora Xavier. 


(Se vota:) 
- 20en 22. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia fue votada: 
“Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos rela- 
cionado con la solicitud de venia del Poder Ejecutivo, a 
efectos de designar como Director del Instituto Nacional 
del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) al psicó- 
logo Jorge Luis Ferrando Gutiérrez. (Carp. N* 812/07 - Rep. 
N* 457/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 812/07 
Rep. N* 457/07 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 2 de mayo de 2007. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores: 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros 
tiene el honor de dirigirse aese Cuerpo, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 187 de la Constitución de la 
República y artículo 3? de la Ley N* 15.977 de 14 de setiem- 
bre de 1988, alos efectos de solicitar la venia para designar 
en el Directorio del Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay, en calidad de Director al Psic. Jorge Luis Ferrando 
Gutiérrez. 


Los antecedentes con las condiciones personales fun- 
cionales y técnicas de la precitada persona se adjunta al 
presente Mensaje. 
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El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor Il. ACTIVIDAD PROFESIONAL 


consideración. 


RODOLFO NIN NOVOA, Vicepresi- 
dente de la República en ejercicio de la 
Presidencia; Jorge Lepra, Mariano 
Arana, Eduardo Bonomi, Víctor Rossi, 
Héctor Lescano, María Julia Muñoz, 
Marina Arismendi, Reinaldo Gargano, 
Daysi Tourné, Jorge Brovetto, José 
Mujica, Danilo Astori, Azucena 
Berrutti. 


CURRICULUMVITAE 


Nombre: Jorge Luis Ferrando Gutiérrez. 
Fecha de nacimiento: 7 de diciembre de 1955. 
Nacionalidad: uruguayo. 

Dirección: Miguel Barreiro 3264 ap. 1001. 
Teléfono: 708 29 93 

Correo electrónico: jofe Omontevideo.com.uy 
Estado civil: casado. 


Profesión: Psicólogo. 


IL ESTUDIOS CURSADOS 


- POST-GRADO 


Diploma de Recursos Humanos (2000 - 2002) en la 
Universidad ORT - Uruguay 


- GRADO 


Licenciado en Psicología (2002) Universidad de la 
República - título otorgado por competencia notoria. 


Psicólogo (1976-80) en el Instituto de Psicología del 
Uruguay. 


- OTROSESTUDIOS 


Psicología Social y Técnica Operativa de Grupo 
(1983-87) en el Centro Pichón Riviere (CIFA). 


Análisis Institucional, con el Psic. Joaquín Rodríguez 
en el TAIGO (1992-93). 


Psicodrama, con el Psic. Bernardo Galli (1994-98) 


Rol del Psicólogo en el ámbito empresarial, con 
Psic. Carolina Moll en MARKA (1998). 


1) EMAUS, Asociación Civil (1974-85). 


Proyecto de promoción de clasificadores de basura (1974- 
1980) Atención Psicológica en la Policlínica EMAUS de 
Aparicio Saravia y Trápani (1981-1984), Departamento 
de Organización y Capacitación Popular (1984-1985); 
Responsable del Departamento a cargo de varios pro- 
gramas sociales, entre ellos MOVIDE (Movimiento pro- 
Vida Decorosa), PLEMUU (Plenario de Mujeres del Uru- 
guay), Coordinadora de Policlínicas Barriales, Programa 
“Cardijn” Secretario (1975-79) y posteriormente Pre- 
sidente (1981-85) de la Junta Directiva, durante dos 
períodos en cada cargo, Delegado a numerosos encuen- 
tros regionales; Argentina (1974), Montevideo (1976), 
Chile (1977), Chile (1981), Perú (1983). 


2) ATENCION PSICOLOGICA INDIVIDUAL (1981-86) 


Psicoterapia individual a adolescentes y jóvenes Entre- 
vistas de orientación, individuales y de pareja. 


3) COLEGIO SAN FRANCISCO DE ASIS (1981-83) 


Orientación Vocacional. Entrevistas de orientación a 
adolescentes. Talleres de información para docentes. 


4) PROGRAMA CARDIJN (1983-85) 


Fundador del Programa (en representación de Emaús) e 
integrante del Equipo Responsable. Este Programa fue 
creado por cinco instituciones y estaba orientado a la crea- 
ción de fuentes de trabajo para personas desocupadas. 


5) UNIDAD TECNICA PARA LA REINSERCION LA 
BORAL (1985-87) 


Coordinador General e integrante de la Comisión Res- 
ponsable del Programa, creado para evaluar, financiar, 
asesorar y capacitar emprendimientos productivos a 
partir de proyectos presentados prioritariamente por 
uruguayos desexiliados y ex - presos políticos. 


6) CENTRO DEFORMACION EN EDUCACION ESPE- 
CIALIZADA - C.F.E.E. (1986-90) 


Integrante del Equipo Docente (1986-89) y miembro del 
Equipo Central de Formación (1989-90), teniendo a su 
cargo la realización de cursos y talleres para educadores 
del INAME y de ONGs que trabajan con niños y adoles- 
centes de sectores populares. 


7) RESIDENCIA UNIVERSITARIA “FRANCISCANUM” 
(1987-92) 


Proyectos de promoción social (1987-91); Asesor de 
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diversos proyectos impulsados por estudiantes del In- 
terior que vivían en dicha Residencia. Se desarrollaron 
en Fray Marcos, Paysandú, y en los barrios Sur y Aparicio 
Saravia de Montevideo. Realización y coordinación de 
cursos y talleres para los participantes, relacionados 
con educación popular, marginalidad y trabajo con gru- 
pos. 


S) INSTITUTO DE PSICOLOGIA DELA UNIVERSI- 
DAD DE LA REPUBLICA -I.P.U.R. (1988-91) 


Investigación sobre el trabajo de los Psicólogos con 
poblaciones marginadas: Coordinador de la investiga- 
ción llevada adelante por un grupo de estudiantes (que 
empezaron en segundo año), en el marco de la Cátedra de 
Psicología Diferencial, a cargo del Psic. Víctor Giorgi. 


9) PROGRAMA DEEDUCACION POPULAR - P.E.P. 
(1988-98) 


Fundador e integrante del Equipo Técnico responsa- 
ble de impulsar diversas tareas de investigación, aseso- 
ramiento y formación de grupos e instituciones que 
trabajan en el área social y educativa. Se pueden desta- 
car: 


- Cursos Interdisciplinario de Educación Popular 
(desde 1989 hasta 1998); coordinación con Clara 
Netto (Profesora y Socioanalista) de los grupos de 
primer año, utilizando diversas técnicas grupales 
(grupo operativo, psicodrama, talleres, dinámicas de 
grupo); docente en los temas de Educación Popular, 
Organizaciones e Instituciones, Pobreza y 
Marginalidad, Rol del Educador Popular. 


- Investigación participativa en Piedras Blancas 
(1989-90), coordinador de la investigación llevada a 
cabo por vecinos vinculados a la Pquia. San Lorenzo 
de dicho barrio. 


- Asesoramiento institucional al Centro de Atención 
Primaria de Salud “Las Villas” - C.A.P.S. (1990-91); 
coordinación del proceso de autodiagnóstico lleva- 
do adelante por el Equipo Técnico y los Agentes 
Comunitarios, elaboración del diseño, coordinación 
de reuniones, análisis, elaboración de conflictos, 
apoyo a la planificación y evaluación del trabajo. 


- Asesoramiento al Programa de Organización Comu- 
nitaria (PROCOM), Sarandí del Yí (1992-95); co- 
ordinación de reuniones y formación del equipo res- 
ponsable del programa, integrado por un Médico, 
una Asistente Social, una Maestra, y tres Agentes 
Comunitarios. 


- Seminario “Marginaciones en el Uruguay” (1992); 
Organizador y coordinador del mismo, autor de una 
ponencia, y preparación para su posterior publica- 
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ción (“Uruguay marginado. Voces y reflexiones so- 
bre una realidad oculta”, Ed. Trilce, 1995). 


10. OBSERVATORIO DEL SUR - OBSUR (1990-95) 


Responsable del Area de Educación Popular, edición de 
fichas con material de lectura, organización de encuen- 
tros y talleres sobre E. Popular, investigación sobre la 
presencia cristiana en experiencias de promoción popu- 
lar y Políticas Sociales. Publicaciones. 


11. EQUIPOS CONSULTORES (1990-94) 


Contratos para la realización de estudios motivacionales 
en COFAC, estudio sobre expectativas de capacitación 
de micro y pequeños empresarios, evaluación del traba- 
jo promocional de la ACJ en Polanco del Yi. 


12. COMISION “PAZ Y BIEN” (1992-93) 


Asesoramiento de proyectos: San Antonio (hogar para 
ancianos de la calle); Santa Clara (refugio para mujeres). 
Capitanes de la Arena (hogar para niños en situación de 
calle), Paulina Arellano (centro abierto para niñas en 
situación de calle). 


13. ASESORIA INSTITUCIONAL (1987 a la fecha). 


- Diagnóstico y asesoramiento institucional en el Ser- 
vicio Paz y Justicia (1987-91). 


- Evaluación de los programas sociales de la Parro- 
quia, El Bolsón (Río Negro - Argentina) (1988). 


- Observación externa en el Encuentro del Cono Sur 
del Movimiento Familiar Cristiano (12 al 16/V11/1989). 


- Diagnóstico y análisis institucional de la Institución 
Teresiana (en Uruguay y Argentina), institución re- 
ligiosa que tiene a su cargo varios colegios, residen- 
cias universitarias, y proyectos de promoción social 
(1991-94). 


- Análisis y evolución del Servicio Jurídico de Caritas 
- Reconquista (Argentina) (1992-93). 


- Jornada institucional con INCUPO (Reconquista-Ar- 
gentina) (1993). 


- Jornada institucional con el Centro Cooperativista 
Uruguayo (1 y 2/X/1993). 


- Asesoramiento y sistematización de la experiencia de 
los Asistentes Sociales de la Organización San Vi- 
cente (1993). 
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Evaluación del proceso realizado por la cooperativa 
de viviendas COVICRUZ, de la Cruz de Carrasco 
(1993). 


Diagnóstico y análisis institucional de IMAGENES, 
productora de video (1994). 


Sistematización de experiencias y diagnóstico 
institucional de las Misioneras Franciscanas del 
Verbo Encarnado (1994). 


Coordinador de la sistematización de Juventud para 
Cristo sobre los programas de educación y trabajo. 
Elaboración del documento que posteriormente fue- 
ra publicado en formado de revista (1996). 


“Trabajo en equipo”. Jornada de formación para todo 
el equipo docente del Colegio Santa María (Herma- 
nos Maristas) (5 y 6/111/1998). 


Asesoramiento a la comisión directiva de la FIPAM, 
federación de hogares para niños y adolescentes de 
sectores populares (1999). 


Diagnóstico y análisis institucional de la Congrega- 
ción religiosa “Hijas de María Auxiliadora” (Herma- 
nas Salesianas) (1999-2000). 


Coordinador del seminario interno “Movimientos so- 
ciales y representación política” coorganizado por 
las ONGs de Argentina ACCION EDUCATIVA, CA- 
NOA, CENEPP, FEC, IDEP, INDESO, NUEVA TIE- 
RRA (7 a 9/1X/2000). 


Coordinador de la sistematización del grupo Claves 
que trabaja en formación de educadores y trato direc- 
to a niñas y niños víctimas de abuso sexual. Elabora- 
ción del documento que diera lugar a una publicación 
(001). 


Asesoramiento al equipo de dirección del Centro de 
Promoción y Dignidad Humana (CEPRODIH), 
sistematizando el marco teórico-referencial y 
metodológico, y elaborando un documento interno 
(2003). 


“Comunicación y relacionamiento interno” Jornada 
de Formación para todo el equipo de Primaria del 
Colegio Zorrilla de San Martín (Hnos. Maristas) (12, 
19 y 26/11/2003). 


“Caminos de inclusión”. Jornada de formación de 
equipos de colegios y comunidades barriales vincu- 
ladas a los Hermanos Maristas del Uruguay (1*/X/ 
2005). 


Coordinador del Encuentro Regional del “Programa 
MERCOSUR Social y Solidario” formado por ONGs 
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de Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay (3 
días, octubre 2005). 


- “Construyendo organizaciones solidarias” Curso de 
formación para COVIREUS (cooperativa de vivienda) 
en el marco del Centro Cooperativista Uruguayo 
(C.C.U.) (2005). 


14. COFAC Cooperativa de Ahorro y Crédito (1995 a 
2005) 


Adscripto a la Gerencia de Recursos Humanos (19953- 
98), siendo responsable de los programas de capacita- 
ción para funcionarios de la cooperativa. “Desde junio 
de 1998, Gerente de Recursos Humanos. Responsable de 
las políticas generales así como de todo lo relacionado 
con: Capacitación, Evaluación de desempeño. Organiza- 
ción del trabajo, Gestión del cambio organizacional, 
Comunicación interna, Procesos de selección, Aspec- 
tos disciplinarios, Jubilaciones y prejubilaciones, Rota- 
ción y traslado de personal, Relaciones laborales Cajas 
de auxilio, Liquidación de sueldos y demás aspectos de 
administración de recursos humanos, Programa de 
pasantías. Integrante del Equipo Gerencial encargado 
de laimplementación de las políticas generales (formado 
por el Gerente General y los gerentes de puestos estra- 
tégicos). Integrante del Comité de Dirección Estratégica 
del proyecto ARCO de renovación tecnológica. 
Relacionamiento con los dirigentes de la Cooperativa. 


15. ANEP - PROYECTO MECAFEP (1996-2000) 


Cursos de formación para docentes y directores de 
escuelas públicas sobre pobreza, escuela y comunidad. 
Curso de formación a distancia para maestros y maestras 
de todo el país: integrante del equipo coordinador, y 
responsable temático sobre pobreza. 


Equipo de selección de proyectos de escuelas. 


Asesoría al proyecto Escuelas de Tiempo Completo. 
Elaboración del documento “Niños en situación de po- 
breza y aprendizajes escolares” utilizado como material 
de estudio en formación docente. 


Selección de Asistentes Sociales, Psicólogos, y pasan- 
tes de Servicio Social, para el proyecto de Escuelas de 
Tiempo Completo. 


16. CONSEJO DE ENSEÑANZA SECUNDARIA (agos- 
to-diciembre 2005) 


Asesoramiento y elaboración del proyecto de Aulas 
Comunitarias orientado a adolescentes que no ingresan 
o que han abandonado el Ciclo Básico. 


17. INFAMILIA: PROGRAMA DE FORTALECIMIEN- 
TO INSTITUCIONAL DEL INSTITUTO DEL NIÑO 
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YEL ADOLESCENTE DEL URUGUAY (INAU) (ini- 
cio en octubre 2005) 


Consultor Coordinador Técnico del Programa para la 
implementación de un proceso de reestructura 
institucional de INAU que abarca los procesos de ges- 
tión, recursos humanos, mejora de procesos, cambio 
informático, Sistema de información para la Infancia, 
generación de indicadores para evaluar la calidad de los 
servicios. 


III. PUBLICACIONES 


- “Psicología del marginado” (con Psic. M. Marinoni) 
en “LOS MARGINADOS URUGUAYOS”, autores va- 
rios. Banda Oriental, 1984. 


- “Algunos mitos en relación con la marginalidad” 
(con Psic. M. Marinoni) en “PSICOLOGIA DEL MAR- 
GINADO”, autores varios, IPRU, 1985. 


- “PENSANDOENLA EDUCACION POPULAR”, Edi- 
torial Nordan, 1985 (primera edición), 1986 (segunda 
edición) y 1991 (tercera edición ampliada). Autoría 
propia. 


- “PARTICIPACION Y ORGANIZACIONES SOCIA- 
LES. TRES CASOS EN URUGUA Y (1983-1988)” Con 
Soc. María Bonino y Prof. Ariel Celiberti. Editorial 
EPPAL, 1990. 


- “Participación comunitaria” (con Psic. Victor Giorgi) 
en “PRIMER FORO URUGUAYO EN SALUD MEN- 
TAL COMUNITARIA”. Autores varios. Editorial 
Nordan, 1990. 


- “DEL DICHO AL HECHO HA Y UN GRAN TRECHO. 
Reflexiones sobre Educación Popular”. Editado por 
OBSUR, 1991. Autoría propia. 


- “Un psicólogo en la Educación Popular”, en “EL 
PSICOLOGO: ROLES, ESCENARIOS Y QUEHACE- 
RES”, autores varios. Roca Viva, 1991. 


- “CUANDOELENCUADRE NO CUADRA. El trabajo 
psicológico en la marginación”. Jorge Ferrando (coor- 
dinador), Ana Inés Alonsopérez, Claudia Fernández, 
Verónica Piay, Grissel Rivoir, Pilar Santacruz, Cecilia 
Suárez. Roca Viva, 1992. 


- “Hacia una pedagogía en la incertidumbre” en “SER 
CRISTIANOS EN EL SUR. Primer Seminario de diálo- 
go Africa - América Latina”. Autores varios. OBSUR, 
1992. 


- “PRESENCIA CRISTIANA ENLAS EXPERIENCIAS 
DEEDUCACION POPULAR”. Con Soc. María Bonino. 
OBSUR, 1994, 
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“INCLUIDOS Y EXCLUIDOS. Reflexiones sobre Po- 
líticas Sociales”. OBSUR, 1995. Autoría propia. Con 
artículos de José M. Busquets y Nelson Villarreal. 


- “URUGUAY MARGINADO. Voces y reflexiones so- 
bre una realidad oculta”. Coordinador de la publica- 
ción con A. Carámbula y A. Hein, y autor del artículo 
“Marginaciones y drapetomanía”. Trilce, 1995. 


Complementariamente escribí numerosos artículos en 
revistas nacionales y extranjeras, relacionados funda- 
mentalmente con temas de pobreza, marginalidad, edu- 
cación popular y políticas sociales. 


Varias de estas publicaciones son utilizadas como mate- 
rial de estudio en diversas carreras (fundamentalmente 
Psicología, Trabajo Social, IPA, Magisterio, Educador 
Social).” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora Senado- 
ra Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: muy breve- 
mente, quisiera informar que se trata de incorporar al Direc- 
torio del Instituto Nacional del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU) al psicólogo Jorge Luis Ferrando Gutiérrez, 
quien se ha especializado en asesoramiento al ámbito em- 
presarial e institucional. 


Del currículum que nos ha enviado el Poder Ejecutivo, 
rescato su especialidad en diagnóstico y análisis 
institucional, en gestión de cambio organizacional realiza- 
do en distintas instituciones y en los temas relativos a 
políticas sociales e inclusión social. Fue asesor del proyec- 
to de Mejoramiento de la Calidad de la Educación Primaria 
(MECAEP) entre los años 1996 y 2000. Asimismo, hizo la 
asesoría del proyecto de Escuelas de Tiempo Completo. 
Durante esta Administración también brindó un asesora- 
miento al Consejo de Enseñanza Secundaria y trabajó en la 
elaboración del Programa de Aulas Comunitarias (PAC), 
que -ciertamente- está resultando muy exitoso. Al mismo 
tiempo, ha sido Consultor Coordinador Técnico del Progra- 
ma INFAMILIA y se ha desempeñado como asesor en el 
proceso de reestructura institucional del INAU. También ha 
realizado una serie de publicaciones. 


De acuerdo con las características reseñadas, espera- 
mos que el Cuerpo apruebe su designación para una insti- 
tución que, realmente, está necesitando un Directorio inte- 
grado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar la venia solicitada. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que se postergue la vota- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la postergación de 
la votación. 


(Se vota:) 


- 19en 25. Afirmativa. 


6) SENADOR JUAN JUSTO AMARO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
único asunto del Orden del Día: “Informes de la Comisión 
de Constitución y Legislación referidos a la solicitud de 
desafuero promovida al señor Senador Juan Justo Amaro. 
(Artículo 114 de la Constitución de la República). (Carp. 
N* 778/07 - Rep. N*479/07). 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 778/07 
Rep. N* 479/07 


Suprema Corte Justicia 
Mensaje N* 22/2007 
Ref. 92/2007 


Montevideo, 30 de marzo del año 2007. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 


Tengo el honor de cursar a Ud. el presente, en autos 
caratulados: “JUZGADO LETRADO DE PRIMERA INS- 
TANCIA EN LO PENAL DE 17* TURNO EN AUTOS: “OSE 
DENUNCIA” FICHA 92-421/2005 - REMITEEXHORTO” a 
fin de remitirle Oficio N* 118 de fecha 23 de los corrientes y 
testimonio de ls autos Ficha N* 92-421/2005 en cuatro 
piezas, provenientes del Juzgado Letrado de Primera Ins- 
tancia en lo Penal de 17” Turno, a los efectos pertinentes. 


Reitero al Señor Presidente las seguridades de mi más 
alta consideración. 


Dra. Sara Bossio Reig 
Presidenta de la 
Suprema Corte de Justicia 


Dra. Martha B. Chao de Inchausti 
Secretaría Letrada de la 
Suprema Corte de Justicia. 
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JUZGADO LETRADO DE PRIMERA 
INSTANCIA EN LO PENAL DE 17”? TURNO 
Misiones 1469 ler. PISO 
Telefax 915.42.81 


Oficio N* 118 


Montevideo, 23 de marzo de 2007. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores. 
Sr. Rodolfo Nin Novoa. 


En los autos caratulados “OSE DENUNCIA” TUE 92- 
421/2005, se eleva a usted el presente a efectos de solicitar 
que se proceda por el Cuerpo que usted preside, al desafue- 
ro del Senador de la República Sr. JUAN JUSTO AMARO, 
(artículo 114 de la Constitución de la República). 


Motiva el presente petitorio, habilitar su comparecencia 
ante esta Sede, para prestar declaración al amparo de lo 
editado por el artículo 126 del Código del Proceso Penal y 
además resolver su situación procesal. 


Las actuaciones a que se hace referencia fueron inicia- 
das a partir de una denuncia del Ente Estatal y tras su 
instrucción, el Ministerio Público requirió el procesamiento 
y prisión del citado Legislador por un delito continuado de 
Fraude (Art. 160 del CP) y cuatro delitos de Abuso genérico 
de funciones en casos no previstos especialmente por la 
ley. (Art. 162 del CP), todos en reiteración real. 


Se adjunta el presente testimonio de las actuaciones 
señaladas, haciéndole saber que en esta Sede Judicial obra 
por separado prueba documental, la que permanece a dispo- 
sición para examinar y/o fotocopiar, a su costo. 


Saluda a Ud. atentamente. 
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PROPUESTA DE RESOLUCION DEL FRENTE AMPLIO 
J.K. 


Visto: el oficio N* 118 de 23 de marzo ppdo. por el cual 
el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 17” 
Turno solicita el desafuero del señor Senador Juan Justo 
Amaro. 


Resultando: I.- El mencionado Juzgado informa que el 
Ministerio Público ha solicitado el procesamiento y prisión 
del referido Senador por un delito continuado de Fraude 
(Art. 160 del Código Penal) y cuatro delitos de Abuso 
genérico de funciones en casos no previstos especialmente 
por la Ley (Art. 162 del Código Penal), todos en reiteración 
real. 


II.- El 3 de mayo ppdo. la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado oyó al Sr. Senador Amaro, quien 
expuso su punto de vista sobre el tema (Carpeta N* 778/2007 
- Dist. 1623/2007), asistido por dos abogados. 


Considerando: I.- La solicitud de desafuero de un Legis- 
lador se rige por el Art. 114 de la Constitución, que estable- 
ce: “Ningún Senador o Representante, desde el día de su 
elección hasta el de su cese, podrá ser acusado criminal- 
mente, ni aun por delitos comunes que no sean de los 
detallados en el artículo 93, sino ante surespectiva Cámara, 
la cual, por dos tercios de votos del total de sus componen- 
tes, resolverá si hay lugar a la formación de causa, y, en caso 
afirmativo, lo declarará suspendido en sus funciones y 
quedará a disposición del Tribunal competente”. 


II. En la doctrina y en la historia parlamentaria, este 
precepto ha dado lugar a varias discusiones. Sin embargo, 
las opiniones técnicas mayoritarias se han ido decantando, 
al punto de que este Senado, conforme a ellas, considera: 


a) que la expresión “acusado” debe entenderse en el 
sentido de “procesado” o incluso “indagado” y no 
con el alcance que las normas del proceso penal 
otorgan a la acusación como comienzo de la etapa 
final del juicio penal (el “plenario”); 


b) que los delitos comunes “que no sean los del Art. 93” 
no pueden ser la “violación de la constitución u otros 
delitos graves”, en cuyo caso el procedimiento co- 
rrecto sería el del juicio político (Art. 93, 102 y 103) 
y no éste del desafuero previsto en el Art. 114; 


c) que la declaración de que “hay lugar a la formación 
de causa” es un pronunciamiento del Senado por el 
cual considera que las irregularidades por las que se 
solicita el desafuero tienen fundamentos que, razo- 
nablemente estudiados, conducen a la convicción de 
que se justifica por lo menos una indagación por el 
Juzgado, quien decidirá si los hechos ameritan o no 
el procesamiento solicitado. 
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d) que esa declaración del Senado no tiene técnicamen- 
te naturaleza jurisdiccional, sino que, producida, 
conduce a la suspensión del Legislador en sus fun- 
ciones, a efectos de que sea el Juez en ejercicio -él 
sí- de sus competencias jurisdiccionales, pueda in- 
dagar y determinar si dicta o no el auto de procesa- 
miento y la continuación del respectivo proceso. 


TIT. - El Senado ha estudiado con prolijidad el voluminoso 
expediente motivante de este pedido de desafuero y ha 
quedado convencido de la posible existencia de irregulari- 
dades: en materia de pago de viáticos a Secretarios de 
Directores que se sostiene hacían tareas en el Interior, fuera 
de OSE, figurando simultáneamente en actuaciones en las 
Oficinas Centrales de la misma con cobros de horas extras; 
irregularidades en el uso de recursos para fines ajenos a sus 
actividades normales (Art. 190 de la Constitución), en me- 
dida que trascendía copiosamente las donaciones esporá- 
dicas humanitarias, tradicionales y admitidas en nuestro 
país; irregularidades en la distribución de publicidad o de 
obras con notorio favorecimiento para el Departamento al 
que pertenecía cada Director; en el caso, el Departamento 
de Florida. 


El análisis de todo este expediente, ha comprendido la 
lectura de actuaciones que refieren a varios directores y 
funcionarios de OSE, sin olvidar que la responsabilidad en 
esta materia es de carácter individual, por lo que todas las 
anomalías se han analizado estrictamente referidas a las 
actuaciones del Señor Senador en el período en que fue 
Presidente del Directorio de OSE (enero de 2001 a octubre 
de 2003). 


IV.- Del análisis de todas estas actuaciones, ha resulta- 
do razonablemente probado para este Senado: 


a) que la denuncia ante el Poder Judicial del actual 
Directorio de OSE no se inspiró en revanchismos 
políticos, sino en la constatación de irregularidades 
que podían y debían ser denunciadas y cuya inves- 
tigación fue iniciada y hecha por funcionarios de la 
anterior administración; 


b) que el Juzgado ha solicitado el desafuero sin que de 
modo alguno pueda advertirse ánimo directo o indi- 
recto del Magistrado de avasallar los fueros del 
Parlamento o la persecución del Senador con cual- 
quier otro fin espurio; 


c) que, porel contrario, los motivos invocados conven- 
cieron a este Cuerpo parlamentario, de que laindaga- 
ción es razonablemente procedente. 


V.- El otorgamiento del desafuero permitirá a la Justicia 
indagar adecuadamente y resolver dentro de sus competen- 
cias jurisdiccionales, lo que resulte de dicha indagación. 


Negar el desafuero -en cambio- supondría suspender 
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llamativamente las facultades indagatorias del Poder Judi- 
cial, considerando este Senado que no es justificativo 
suficiente la invocación de que, cuando termine el mandato 
del Legislador podrá entonces sí ser indagado. Aún siendo 
cierta dicha circunstancia, sería inexplicable una decisión 
parlamentaria que difiriese por más de dos años y medio las 
posibilidades de que el Poder Judicial indague y califique 
las conductas de un Legislador que considera irregulares, 
cuando en cambio está ya indagando y juzgando las con- 
ductas de otros directores y funcionarios que coexistieron 
con el Sr. Senador Amaro en la gestión de OSE. 


VI.- Las actitudes que han motivado el pedido de levan- 
tamiento de los fueros no son, por otra parte, de aquellas 
que consagran la irresponsabilidad sustantiva del Legisla- 
dor como ocurre cuando se le pretende enjuiciar civil o 
penalmente por sus votos u opiniones (Art. 12 de la Cons- 
titución). En esa hipótesis sí, el Senado negaría el desafuero 
como ya lo ha hecho en ocasiones anteriores. Pero en el 
presente caso la solicitud judicial no se basa en la irrespon- 
sabilidad por votos u opiniones de un Legislador, sino en 
la necesidad de indagar y calificar actitudes y conductas en 
el desempeño de su condición de Presidente del organismo 
OSE. 


VIT. - Sin perjuicio de concluir que es claramente correcto 
otorgar el desafuero solicitado, el Senado entiende oportu- 
no destacar que es generalizada la consideración personal 
que merece al Cuerpo el Señor Senador Juan Justo Amaro 
así como la convicción de que es un hombre de vida austera 
que quizás actuó de manera irregular como administrador de 
una empresa pública, probablemente inmerso en una cos- 
tumbre de conducción tolerante con las irregularidades, 
que por el bien del país debe cambiarse radicalmente por 
administraciones transparentes, celosas de la legalidad y 
muy rigurosas respecto de sus incumplimientos. 


La necesidad de este cambio ha sido avizorada por el 
Estado desde hace ya varios años, con motivo de episodios 
en su momento muy espectaculares. Así, el 23 de diciembre 
de 1998 se dictó la Ley N* 17.060 conocida como “De uso 
indebido del poder público”, o “Ley anti-corrupción”, en la 
cual además de varias otras medidas, se intensificaron las 
penas de delitos ya previstos en el Código Penal, ratificán- 
dose los textos de su tipificación (Art. 8?) que refieren a la 
concusión, cohecho, soborno, fraude, conjunción del inte- 
rés personal y del público, abuso de funciones en casos no 
previstos especialmente por la ley, revelación de secretos, 
etc. 


Y más recientemente el 20 de noviembre de 2006 nuestro 
Parlamento aprobó por Ley N* 18.056 la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción suscrita en diciem- 
bre de 2003, en cuyos artículos 16 a 23 se declara el deber 
de los Estados Partes de adoptar medidas legislativas para 
consagrar varios delitos: el soborno, el peculado, el tráfico 
de influencias, etc., y también el abuso de funciones (Art. 
19 de dicha Convención). 
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Esta referencia intenta exclusivamente ilustrar sobre la 
tendencia jurídica nacional e internacional en procura de 
administraciones transparentes. Desde luego que no pre- 
tende ni directa ni indirectamente manejar la existencia de 
tipificaciones para el caso en análisis, aspecto que está 
absolutamente fuera de las competencias del Senado. 


Atento: a las consideraciones expuestas, el Senado 
RESUELVE: 


Declarar que hay lugar a la formación de causa y en su 
mérito, suspender al Señor Senador Juan Justo Amaro en el 
ejercicio de sus funciones de acuerdo con el artículo 114 de 
la Constitución. 


Alberto Breccia, José Korzeniak, Ra- 
fael Michelini, Margarita Percovich, 
Eduardo Ríos. Senadores. 


FUNDAMENTACION DELOS SEÑORES SENADORES DEL 
PARTIDO NACIONAL MIEMBROS DELA COMISION DE 
CONSTITUCION Y LEGISLACION 


Visto: El oficio N” 118 del Juzgado Letrado de Primera 
Instancia en lo Penal de 17? Turno que solicita a esta Cámara 
el desafuero del Señor Senador Juan Justo Amaro. 


Resultando: Que se pide por parte del Ministerio Públi- 
co el procesamiento y prisión del Señor Senador Amaro por 
delito continuado de fraude (Art. 160 del Código Penal) y 
cuatro delitos de Abuso genérico de funciones en casos no 
previstos especialmente por Ley (Art. 162 del Código Penal) 
todos en reiteración real. 


Considerando: 


1) Que el instituto constitucional de la inmunidad par- 
lamentaria, capítulo específico de las garantías con- 
cernientes a los Parlamentarios, cubre dos aspec- 
tos sustanciales: a) la irresponsabilidad por las opi- 
niones expresadas y por los votos emitidos en las 
cámaras, y b) una especial tutela en materia penal 
(llamada inmunidad penal). La primera deriva del 
derecho inglés: artículo IX del Hill of Rights de 1688 
y fue establecida en Francia por decreto de 23 de 
junio de 1789, difundiéndose atodas las constitucio- 
nes modernas. La segunda, precisamente la inmuni- 
dad, es de origen francés y fue también adoptada por 
todos los sistemas constitucionales democráticos. 


2) En Uruguay, ya por ley de 21 de Marzo de 1827 se 
acoge el instituto, el que será adoptado por el artícu- 
lo 51 de la Constitución de 1830, manteniéndose con 
casi idéntica redacción por todas las constituciones 
posteriores. La actual regulación del artículo 114 de 
la Carta establece: “Ningún Senador o Representan- 
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3) 


4) 


5) 


6) 


te, desde el día de su elección hasta el de su cese, podrá 
ser acusado criminalmente, ni aún por delitos comunes 
que no sean de los detallados en el artículo 93, sino 
ante su respectiva Cámara, la cual, por dos tercios 
de votos del total de sus componentes, resolverá si 
hay lugar a la formación de causa y, en caso afirmativo, 
lo declarará suspendido en sus funciones y quedará 
a disposición del tribunal competente”. 


La exégesis del texto citado debe estar inspirada en 
la finalidad perseguida por el Constituyente al plas- 
mar la norma, que no es otro que preservar la integri- 
dad del Poder Legislativo de cualesquiera tipo de 
presión que interfiera con la labor parlamentaria, 
siendo irrenunciable e intransferible por el Legisla- 
dor en tanto que están asignados al Cuerpo; en una 
palabra como decía Justino Jiménez de Aréchaga, la 
finalidad es “garantir la independencia de las cá- 
maras legislativas”. (El Poder Legislativo, Montevi- 
deo, 1906, tomo 1,p. 288). 


Precisamente en este sentido se expresa la doctrina 
constitucionalista más recibida. V. Gr. Dice Paolo 
Biscaretti di Ruffia (Derecho Constitucional, Madrid 
1973, p. 383) que “Está claro, en fin, que la Cámara 
en su decisión, no debe sustituir al juez (contrastan- 
do la culpabilidad o no del imputado), sino que 
debe comprobar, con criterio exquisitamente polí- 
tico si tras la imputación no se oculta una persecu- 
ción contra el parlamentario y, de todos modos, si 
parece oportuno actuar el proceso o asumir la 


, 


provisión requerida”. 


En idéntico sentido se expresa la doctrina clásica 
uruguaya (Justino Jiménez de Aréchaga, “La Cons- 
titución Nacional”, tomo Il, pág. 261 “Los actos que 
se le atribuyen deben ser comunicados a la Cámara 
respectiva... La Cámara respectiva deberá tomar 
conocimiento de esta información... Pero no está 
obligada a pasar por ella. Por el contrario, como lo 
dejó sentado la Cámara de Senadores en el año 
1958, la Cámara tiene el derecho de conocer por si 
misma las circunstancias de hecho o los actos en los 
cuales haya intervenido el Legislador. Para tal efecto, 
podrá designar una Comisión que se encargue de 
investigarlos. La Cámara debe actuar con absoluta 
independencia, porque está defendiendo su propia 
integridad. De ningún modo puede aceptarse que ella 
esté obligada a considerar los hechos a través de la 
versión que le proporcione un funcionario dependien- 
te de otro Poder... Deberá acordarlo siempre que se 
funde en hechos de los que razonablemente derive la 
presunción de que el Legislador ha delinquido”. 


Precisamente, en ese sentido, surgen muchas dudas 
acerca de la seriedad de las imputaciones efectuadas. 
La Cámara advierte -de la lectura atenta de las actua- 
ciones presumariales- que efectivamente han existi- 
do severas irregularidades administrativas en la ges- 
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tión de OSE, pero de ahí a teñir dichas conductas con 
la ilicitud penal, con lo criminal, hay un abismo con- 
ceptual. Lo criminal requiere una ontología caracte- 
rística que no se configura en este caso sin forzar a 
extremos inadmisibles los elementos fácticos del 
expediente. 


En este último sentido el estudio atento de las actua- 
ciones administrativas y judiciales cumplidas, con 
relación a la imputación de fraude, nos permite con- 
cluir que no estuvo presente en la conducta del Señor 
Senador Amaro un proceder intencionalmente enga- 
ñoso, requisito indispensable para la adecuación 
típica de dicha figura delictiva. Como demostración 
de ello, basta mencionar la intervención en todo el 
proceso de adjudicación, liquidación y pago de los 
viáticos cuestionados, de una comisión especial- 
mente creada a tales efectos, la participación en todo 
el proceso de varios jerarcas de OSE y el conocimien- 
to y ausencia de observaciones por parte del Conta- 
dor Delegado del Tribunal de Cuentas de la Repúbli- 
ca, durante todo el tiempo en que el Senador se 
desempeñó como Presidente de OSE. 


Y prosiguiendo con los fundamentos e imputaciones 
de esta solicitud de desafuero, nos referiremos con 
la brevedad que imponen las circunstancias, a la 
controversial figura del abuso innominado de fun- 
ciones. Respecto a ello no creemos de recibo la 
imputación que formula la Fiscalía cuando pide el 
procesamiento del Senador Amaro por la autoría de 
cuatro delitos de abuso de funciones en casos no 
previstos expresamente por la ley. Tocante a dicho 
petitorio creemos del caso poner de manifiesto la más 
reciente jurisprudencia a la luz de lo que surge de los 
fundamentos de la sentencia 248 de 22 diciembre de 
2006, dictada por la Suprema Corte de Justicia, que 
requiere para la consumación de este delito, determi- 
nados elementos subjetivos y de hecho (ánimo o 
interés espurio y perjuicio material a la administra- 
ción) cuya presencia oexistencia no advertimos en el 
caso presente. 


Pero además, y aunque ello no sea vinculante, cree- 
mos oportuno recordar los antecedentes más recien- 
tes de este privilegio constitucional. Ello nos remite 
a pronunciamientos emanados de ambas cámaras y 
adoptados en el sentido de rechazar con votos los 
Legisladores de todas las colectividades políticas 
allírepresentadas, las solicitudes de desafuero plan- 
teadas. No creemos que por ello se les pueda acusar 
de exceso de tolerancia y menos aún de encubrir 
conductas dudosas, sino que dichos pronunciamien- 
tos constituyeron el ejercicio Nacional y ajustado a 
derecho de una facultad que la Constitución le otor- 
ga al Parlamento. 


10) Aquí esta en juego más que la persona de un Legis- 


lador, está en juego el respeto de la Cámara por los 


358-C.S. 


derechos y garantías de sus miembros. Está compro- 
metida la independencia del Poder Legislativo de las 
presiones que el actual proceso de “judicialización 
de la política” ha exacerbado. La Cámara no puede 
sentar el precedente de que basta un pedido formal 
de desafuero para proceder a concederlo sin tener en 
cuenta el contexto en el que surge, las consideracio- 
nes fácticas y jurídicas y las implicancias políticas 
del asunto. 


11) En este contexto pues, no procede que la Cámara 
conceda el desafuero a uno de sus miembros, que nos 
merece además una especial consideración por su 
trayectoria política y personal, criterio compartido 
por la propia Bancada de Gobierno, en tanto expresa- 
ra en esta Comisión su clara opinión en similar sen- 
tido. 


12) En síntesis y concluyendo, los Senadores firmantes 
entienden que el pedido de desafuero no se funda en 
hechos de los que razonablemente derive la presun- 
ción que el Legislador ha delinquido, por lo cual 
votarán en contrario a lo solicitado. 


Sergio Abreu, Francisco Gallinal, Car- 
los Moreira. Senadores. 
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ACTA N? 94 


En Montevideo, en veintinueve de mayo de dos mil siete, a 
la hora catorce y cuarenta minutos, se reúne la Comisión de 
Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores.___ 
Asisten sus miembros, la señora Senadora Margarita 
Percovich y los señores Senadores Sergio Abreu, Alberto 
Breccia, Francisco Gallinal, José Korzeniak, Rafael Michelini, 
Carlos Moreira, Eduardo Ríos y Julio M. Sanguinetti. ___ 
Concurre el señor Prosecretario de la Cámara de Senadores 
doctor Ernesto Lorenzo. 
Preside su titular, el señor Senador Francisco Gallinal. ___ 
Actúa en Secretaría la señora Josefina Reissig, Secretaria 
de la Comisión con la colaboración de la funcionaria Gloria 
Mederos. 


Se da cuenta de una Nota remitida por el Grupo de Madres 
de Infectados reclusos del COMCAR. Se reparte. 
ASUNTOS TRATADOS: 


- CARPETA N*”779/2007. EDIL ANTONIO DA COSTA. 
Acusación de la Junta Departamental de Rivera. El señor 
Presidente informa a los señores Senadores miembros que 
sería pertinente devolver el expediente a la referida Junta, 
a efectos que ésta realice el trámite correspondiente, diri- 
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giéndose como corresponde a la Presidencia del Cuerpo. 
Asir. Ser TESUEÍVE: 1020 oo e ti 
- INVITACION ALA SEÑORA MINISTRA DEL INTE- 
RIOR, DAISY TOURNE. El señor Presidente manifiesta a los 
señores Senadores miembros que el día 12 de junio próximo, 
ala hora 14, la señora Ministra concurrirá a esta Asesora. 
- CARPETAN?*778/2007. SENADOR JUANJUSTO AMA- 
RO. Solicitud de desafuero (artículo 114 de la Constitución 
de la República). Mensaje de la Suprema Corte de Justicia 
que adjunta Oficio N* 118 del Juzgado Letrado de 1ra. Instan- 
cia en lo Penal de 17* Turno. Distribuido N* 1574/2007. En 
consideración. Intervención del señor Senador José 
Korzeniak, quien procede a dar lectura a una propuesta de 
resolución en nombre de la Bancada del Frente Amplio. 
Exposición del señor Senador Julio M. Sanguinetti. El señor 
Presidente en nombre del Partido Nacional solicita un cuar- 
tointermedio hasta el día 5 de junio. Así se resuelve. _____ 
La Comisión pasa a cuarto intermedio a la hora dieciséis y 
cincuenta y cinco minutos el día 29 de mayo.__________ 
Vueltos a Sala, a la hora catorce y cincuenta minutos del día 
Ae GA 
El señor Senador Carlos Moreira en nombre de los señores 
Senadores del Partido Nacional miembros de la Comisión de 
Constitución y Legislación da lectura a un documento. ___ 
El señor Presidente pone a votación la solicitud de desafue- 
ro. Se vota: 5 en 9. Se pasa este asunto a consideración del 
Plenario. Se designa Miembro Informante, por la mayoría, al 
señor Senador José Korzeniak (Informe verbal); por la mino- 
ría, al señor Senador Julio M. Sanguinetti (Informe verbal). 
El señor Presidente informa que este tema se tratará en una 
sesión extraordinaria el próximo miércoles 13 dejunio.___ 
Finalizadas las intervenciones a la hora quince y diez se 
levanta la sesión. 
De lo actuado se procede a la toma versión taquigrá- 
fica, cuya copia dactilografiada luce en los Distribuidos 
Nos. 1696/2007 y 1697/2007, que forman parte integrante del 
ACTAS A e A A 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria. 


Francisco Gallinal 
Presidente 


Josefina Reissig 
Secretaria.” 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para una cuestión 
relativa al régimen de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA XAVIER.- En el entendido de que a partir de 
ahora comenzaremos a tratar el asunto para el cual fue 
convocada la sesión extraordinaria y dado que cuando se 
decidió citarla se consideró un orden de preferencia para 
que el tiempo de que dispone el señor Senador Amaro sea 
ilimitado, solicitamos al Cuerpo que los dos miembros infor- 
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mantes -si bien se preveía uno, la Comisión remitió dos 
informes- también dispongan de tiempo ilimitado. Además, 
más allá de que al votar la convocatoria de esta sesión 
extraordinaria no se definió el orden, nos parece que sería 
correcto que comenzara haciendo uso de la palabra el señor 
Senador Amaro y que luego los miembros informantes por 
su orden, mayoría y minoría, prosigan con el tratamiento del 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la aplicación de un 
régimen especial para los señores miembros informantes. 
Aclaro que, en el caso del señor Senador Amaro, ya fue 
votado en la sesión anterior. 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 


La Mesa se permite solicitar cortésmente el mayor silen- 
cio posible y recordar a los numerosos compatriotas que 
están en la Barra que no se permite exclamación de ningún 
tipo, así como también que esta sesión se va a regular por 
el Artículo 70 del Reglamento, de acuerdo con el cual, 
tratándose de una discusión única, cada orador tendrá un 
tiempo de veinte minutos por una única vez. 


Aclaradas estas circunstancias, tiene la palabra el señor 
Senador Amaro. 


SEÑOR AMARO.- Señor Presidente: hoy, después de 
recorrer un largo camino de más de dos años rodeado de mi 
familia y de mis amigos, llegamos a definir el tema que hoy 
nos convoca: “Tratamiento de desafuero del señor Senador 
Amaro”. 


Como se pueden imaginar los señores Senadores, tene- 
mos la inmensa satisfacción de enfrentar un hecho de esta 
naturaleza con la confianza que nos da la honradez de 
proceder en mi ya larga carrera política y con la fuerza que 
da la razón y la verdad, con relación atodos los asuntos que, 
de mi conducta, se han cuestionado. 


Soy solamente un hombre común llevado por su pueblo 
a estos honores y como, al parecer, hay gente que no me 
conoce, voy a comenzar explicando quién soy. Me llamo 
Juan Justo Amaro Corrado, soy oriental, casado con Ibras 
Zunino, domiciliado en Florida, en la calle Gallinal número 
500. Tengo tres hijos mayores de edad y cuatro nietos que, 
en realidad, son los que más sufren esta situación de 
injusticia y que entienden cada vez menos tanto el funcio- 
namiento del sistema político como las intrigas del poder, 
que han sometido a su abuelo al escarnio y a la difamación 
pública durante estos años. Nací en la Primera Sección 
Judicial de Florida el 14 de setiembre de 1930, en un hogar 
humilde, de personas trabajadoras. Mi padre era obrero 
ferroviario y militante batllista. Mi infancia, adolescencia y 
juventud transcurrieron como la de cualquier familia uru- 
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guaya típica de aquellos años. Los factores de mi vocación 
política tienen su origen en el propio grupo familiar y en la 
influencia del ejemplo de don Luis Batlle Berres. Mi padre 
nunca imponía ideas a nadie, porque la esencia de su 
pensamiento político era democrático, pero es obvio que el 
ejemplo paterno incidió en mi vocación. A la distancia, 
recuerdo y aprecio sus dimensiones de ser humano. Era el 
sostén de la familia. En lo laboral se desempeñaba como 
trabajador ferroviario. En la dictadura de Terra, por leer el 
diario “El Heraldo” en la plaza pública, fue preso y llevado, 
de su condición de conductor de AFE, a peón de cuadrilla. 
En su faceta ciudadana era un social demócrata militante 
con ideas batllistas en el sentido cabal del término. 


La influencia de Luis Batlle fue decisiva cuando, a 
principio de los años sesenta, me animó y apoyó para que 
fuera candidato al Concejo Departamental de Florida. Él fue 
maestro de muchos. ¿Qué le puedo decir al actual señor 
Senador Sanguinetti, ex Presidente de la República, de mi 
trayectoria política? Como saben los compañeros del Sena- 
do, tengo varias campañas políticas, algunas signadas por 
la victoria y otras no, pero siempre estuve feliz porque las 
circunstancias de perder o ganar una elección están indi- 
cando, en el fondo, que la democracia existe y funciona, 
asunto que debemos valorar especialmente. 


En 1945 ingresé a AFE y trabajé allí hasta 1962 -mi primer 
cargo fue de meritorio de estación alos 14 años; para poder 
hacer el liceo, tuve que trabajar- y me retiré como Jefe de 
Secretaría del Directorio de esa Administración. Paralela- 
mente, ejercía la actividad periodística de los semanarios 
“Principios” y “Progreso” de la ciudad de Florida. Entre 
1954 y 1963, tuve actividad gremial y social. Fui Secretario 
General de la Asociación de Funcionarios Públicos de Flo- 
rida y Presidente del Club Artigas. Mi primer cargo de 
gobierno fue el de Concejal Departamental de Florida, entre 
los años 1963 y 1965. Desde el 23 de diciembre de 1965 al 17 
de julio de 1967 fui Director de UTE y desde la citada fecha 
hasta 1970 me desempeñé como Director de ANCAP. Un año 
antes de las elecciones de 1971 renuncié para someter la 
gestión al veredicto popular. En ellas resulté electo Dipu- 
tado por Florida. Hice algunas suplencias en el Senado, 
hasta que la democracia cayó, víctima del golpe de Estado 
de 1973. ¡Qué fecha! Recién en 1982 reinicié oficialmente mis 
actividades, porque hasta ese momento estuve en calidad 
de proscrito en que actué, como tantos uruguayos, en la 
clandestinidad luchando por recuperar la libertad. 


En las elecciones internas de mi Partido Colorado fui 
electo Convencional Departamental y Nacional y en 1988 
tuve el mérito de haber sido designado, por mis pares del 
Comité Ejecutivo Nacional, como Secretario General, máxi- 
mo honor personal que siempre recuerdo. 


De 1984 a 1989 fui electo Diputado por Florida y de 1989 
a 1994 tuve la misma distinción. En 1994 fui electo Intenden- 
te Municipal de Florida para el período 1995-2000. En 1996 
fui elegido por mis pares Presidente del Congreso Nacional 
de Intendentes y tuve el honor de entregar la Presidencia al 
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doctor Jorge Larrañaga, actual Senador de la República y 
Presidente del Honorable Partido Nacional. En ese mismo 
año fui reconocido por el Gobierno de Chile con la Orden 
Bernardo O”Higgins, en el grado de Comendador, por los 
servicios prestados a la democracia chilena. 


El 16 de enero de 2001, propuesto por el Poder Ejecutivo 
y con venia del Senado, asumí como Presidente de OSE, 
ejerciendo funciones hasta el 28 de octubre de 2003. El 31 
de octubre de 2004 fui electo Senador de la República, cargo 
que hasta hoy desempeño. 


Durante la dictadura, lamentablemente varias veces fui 
detenido por la única causa de tener ideas democráticas, de 
pelear contra la dictadura. Fueron años muy amargos en 
todo sentido. Para ganarme la vida, y como único sostén de 
mi familia, junto a otros ex parlamentarios, como López 
Barrera, ex Intendente y ex Diputado por Rocha, y Víctor 
Cortazzo, concejal y Diputado por Durazno, -quienes en el 
momento de la dictadura se desempeñaban como Subsecre- 
tarios de Transporte y Obras Públicas y de Educación y 
Cultura, respectivamente-, instalamos un bar en el cruce de 
las calles Maldonado y Yí de la ciudad de Montevideo, 
donde trabajé como mozo, siendo socio en el 
emprendimiento. Esto fue posible en virtud de un crédito 
que nos concedió, sin más garantía que nuestra palabra, el 
escribano Washington Fernández Marín, hijo del gran cau- 
dillo blanco de Florida, “Pocho” Fernández. 


En lo que tiene que ver con mi gestión en OSE, en 
apretada síntesis diré que fue desarrollada bajo los mismos 
principios que me guiaron anivel personal. Lo que hicimos, 
básicamente, fue mejorar las condiciones de vida y salud de 
muchos uruguayos que estaban privados de los servicios 
de agua potable y saneamiento. 


Entre los años 2000 y 2004 se incrementó la extensión de 
las redes de agua potable en 1.309 kilómetros, llegando 
aproximadamente a 12.000 kilómetros en total. Quiere decir 
que, promedialmente, OSE construyó 332 kilómetros de red 
por año. En ese período, los servicios de OSE llegaron a 58 
localidades más en todo el Uruguay. Con esta inversión 
aumentó la cobertura, en beneficio de muchos uruguayos 
que hasta ese momento carecían del suministro de este vital 
elemento, registrándose un incremento de 63.739 conexio- 
nes nuevas. Con recursos provenientes de la propia Admi- 
nistración y mediante convenios con los municipios y ve- 
cinos, además de financiamiento externo, OSE logró en el 
mismo período un incremento de 553 kilómetros de red de 
saneamiento, totalizando para todo el país una extensión de 
más de 2.000 kilómetros de red de saneamiento y benefician- 
do con esta inversión a más de 50.000 vecinos. 


De manera que se puede afirmar que en el Uruguay 
actualmente existen 120 localidades con servicio de sanea- 
miento y que durante nuestra gestión, el número de co- 
nexiones de saneamiento aumentó en 16.568. 


Ahora bien, quienes están aquí presentes han visto cuál 
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ha sido mi actuación en la Cámara. He sido totalmente 
respetuoso y creo que no tengo enemigos. No vengo a pedir 
clemencia; entiéndanlo bien, no vengo a pedir eso y quiero 
que quien así lo crea necesario me trate con dureza, porque 
vengo a enfrentar esta jornada con la conciencia tranquila 
por mi conducta y por el deber cumplido. 


Estuve al frente de un Servicio Descentralizado que 
tenía un déficit importante en el momento en que asumí, 
antes de la crisis del 2002. Dicho déficit, proyectado al 31 de 
diciembre del primer año, ascendía a U$S 25:000.000; sin 
embargo, con el esfuerzo de todo el Directorio que integré, 
no sólo pudimos superarlo, sino que cerramos el año con un 
superávit de U$S 4:500.000. 


Se dijeron muchas cosas durante este tiempo, como por 
ejemplo, que la gran mayoría de los hombres políticos -y 
aquí lo somos- estábamos exclusivamente para poner gente 
en los organismos. Sin embargo, en los tres años que integré 
ese Directorio, bajó el número de funcionarios en nada más 
ni nada menos que 855. Creo que los comentarios sobran. 


Nunca pensé -juro que nunca lo pensé- que en esta etapa 
de mi vida me iba a enfrentar a una situación de persecución, 
hostigamiento e injusticia como la que me ha tocado vivir 
desde el año 2005 hasta el presente. Creí que los horrores 
de la persecución política en dictadura habían sido los 
últimos, pero veo que me equivoqué; lamentablemente, me 
equivoqué. 


Demostraré al Senado y a quien me quiera entender que 
soy una persona de bien, honrada, que no hizo nada malo, 
sino trabajar por el bien común, y que todo este asunto es 
nada más que un contubernio -y lo voy a demostrar con 
papeles, no con palabras- tramado maquiavélicamente con 
el propósito de despojar a un hombre honesto de su única 
riqueza: su buen nombre y su honor. 


Quiero agregar que junto a esta campaña de desprestigio 
que se ha hecho contra mi persona, también se dieron 
acontecimientos tan tristes como el que hace pocas sema- 
nas protagonizó el Diputado del Frente Amplio por el depar- 
tamento de Rivera, Julio Fernández. Él se sumó a la campaña 
de desprestigio hacia mi persona e incluso hacia mi familia. 
Siempre digo que quien tenga algún reparo conmigo, que lo 
tenga conmigo, porque mi familia corre por otro carril, como 
la de todos ustedes que para mí son respetables señores, y 
dijo este señor, a propósito de mi persona y de mi familia, 
que una empresa de construcción de mi propiedad y de mi 
familia había concretado una estafa en Rivera y que, por 
culpa de ella, no se habían podido culminar las obras del 
Liceo Departamental de esa ciudad. O sea que este Diputa- 
do del Frente Amplio por el departamento de Rivera no sólo 
nos hacía propietarios de una empresa de construcción que 
no tenemos -ni esa ni ninguna otra, porque nunca en la vida 
fui empresario; solamente fui uno más en un bar en el que 
trabajé de mozo-, sino que también nos sometió al escarnio 
público haciéndonos responsables de que una obra de una 
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institución de educación pública no se pudo concretar. 
Parece mentira, pero estas actitudes repudiables deberían 
ser condenadas por todos los parlamentarios, aunque se 
trate de la actitud de un colega, pues en verdad se ha 
conducido con una gran bajeza, haciendo una crítica absur- 
da hacia un Senador y su familia cuando es notorio que 
nunca un miembro de mi familia tuvo una empresa de cons- 
trucción de ningún tipo. 


Hecha esta presentación personal, en el momento en 
que, de acuerdo con trascendidos de prensa, la colectividad 
política de Gobierno ha decidido votar en bloque mi des- 
afuero -lo que lamento, ya que puedo asegurar que he sido 
sometido durante más de dos años a una persecución que 
no ha sabido de límite alguno-, igualmente quiero señalar mi 
reconocimiento a todos los integrantes del Senado de la 
República, quienes han tratado este tema con seriedad, 
ponderación y respeto por el ser humano que tienen aquí 
enfrente. Esa es la verdad; soy un agradecido del trato que 
he recibido durante este largo proceso. 


Desde hace dos años vengo siendo víctima de una 
campaña de desprestigio personal por el actual Directorio 
de OSE -no es secreto para nadie-, y especialmente por su 
Secretario General, quienes incluso han llegado a violar 
flagrantemente la Constitución de la República desde el 
momento en que fueron al departamento de Florida directa- 
mente a participar en la pasada campaña electoral -a un mes 
de tomar posesión del cargo-, denunciando el otorgamiento 
de publicidades durante el año 2004 a medios de ese depar- 
tamento, cuando en ese tiempo yo ya no era Director de OSE 
porque, como todos saben, había renunciado en octubre de 
2003. Increíble, pero cierto. Esto ocurrió en marzo de 2004 
y dio lugar, incluso, a que el Comité Ejecutivo Nacional del 
Partido Colorado hiciera una denuncia ante la propia Corte 
Electoral. 


En esta exposición voy a demostrar que los actuales 
Directores de OSE, cuyas venias voté en este Senado aun 
sin conocerlos, en el accionar de los dos primeros años de 
gestión han dejado en claro que, por sobre todas las cosas, 
no estaban preparados para ocupar tan altas responsabili- 
dades. Y no lo estaban porque en la vida hay que tener un 
sentido ético, y quien ocupa tan altas responsabilidades 
por lo menos no puede exponer al escarnio público a nadie, 
y menos a un ex Presidente y a un ex Director, el doctor 
Alberto Casas. Voy a dejar este tema por ahí porque debo 
tener lo que siempre he tenido en la vida, que es el sentido 
ético; los nombres y apellidos aquí no sirven. 


Para finalizar con mireconocimiento, quiero agradecer a 
los uruguayos, y especialmente a los floridenses quienes, 
sin priorizar intereses partidarios, han mantenido una línea 
de respeto por mi persona, lo que me ha marcado. Desde mi 
punto de vista, ese es un hecho fundamental, como también 
lo es el saber de límites cuando está en juego lo más sagrado 
para el ser humano, que es su honor. 


Entrando al tema en cuestión, puedo asegurar que en el 
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transcurso de mi exposición va a quedar bien en claro que, 
en la búsqueda del objetivo de manchar el honor de este 
ciudadano, no se ha sabido de restricción alguna. 


Comienzo denunciando que la tan publicitada solicitud 
de procesamiento hecha por el señor Fiscal -aquí sí doy 
nombre y apellido, porque a quien me falta el respeto 
también puedo faltarle el respeto- Fernández Dovat fue 
efectuada en la semana de Carnaval, y se llegó al colmo de 
que éste la pusiera en conocimiento de la prensa através del 
diario “El País” y del semanario “Búsqueda” antes de remi- 
tirla al Juzgado actuante. O sea que la prensa se enteró del 
hecho antes que el Juez competente y las personas 
involucradas lo que, a las claras, marca el preciso objetivo 
político que se venía buscando. 


También quiero poner en conocimiento de todos los 
miembros del Senado de la República que es pública y 
notoria la relación existente entre el Fiscal Fernández Dovat 
y el Secretario General de OSE, Daoiz Uriarte, relación que 
ha llevado a mantener un contacto permanente entre ambos 
funcionarios públicos durante este tiempo y a raíz del 
proceso judicial, lo que voy a demostrar con documentos, 
porque es un hecho sumamente grave. Si no hay documen- 
tos de por medio, yo no hablo. Podría hablar de muchas 
cosas más, pero como no las puedo documentar, las callo. 


Esta relación siempre estuvo en conocimiento de mu- 
chas personas. Hasta hace pocos días no teníamos ninguna 
prueba que lo demostrara rotundamente, pero llegó a nues- 
tro conocimiento un documento que deja bien clara la 
existencia de esa connivencia y de reiteradas conversacio- 
nes telefónicas entre ambas personas. El documento a que 
me refiero es una carta privada enviada por el Fiscal al 
Secretario General de OSE, la que pongo a disposición de 
todos los Senadores y que dice lo siguiente: “Personal. 
Montevideo, 24 de noviembre de 2005. 


Doctor Daoiz Uriarte. 
Secretario General de OSE: 


Atento a lo conversado telefónicamente con usted a fin 
de agilitar el expediente de la denuncia presentada por OSE 
ante el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 
17” Turno, solicita se sirva reunir la documentación que se 
detalla para remitir al citado Juzgado”. 


Acá, señores Senadores, está la carta, firmada por el 
señor Fiscal, con el Escudo Nacional y el membrete del 
Ministerio de Educación y Cultura, de la Fiscalía de Corte 
y Procuraduría General de la Nación, que además tiene 
algunas correcciones de parte de un funcionario de OSE que 
sé quién es. 


A veces a uno le cuesta dirigirse a otro Poder y no lo 
puede hacer si no como lo hicieron con mi desafuero, por 
intermedio de la Suprema Corte de Justicia. Así lo hizo el 
Senado al solicitar los antecedentes cuando no le remitieron 
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las pruebas; lo hizo por intermedio de la Suprema Corte de 
Justicia y, si no, también está el Juez de la causa. Pero 
sigamos adelante. 


Como dije, en esta carta queda bien clara la estrecha 
relación existente entre ambos personajes y la estrategia 
concienzudamente programada por estos en la causa judi- 
cial que me involucra. Ante este hecho pregunto al Senado 
si a su criterio entiende correcto que un Fiscal de la Repú- 
blica se dirija secretamente al denunciante por carta privada 
accediendo, como se desprende del documento, a agilizar el 
trámite judicial llevado contra mi persona. Ante esto me 
pregunto: ¿qué fue lo que conversaron en otras oportuni- 
dades? ¿Cuántas veces conversaron? ¿Fueron estas con- 
versaciones incorporadas a la causa? ¿Quedó constancia 
de ellas? ¿O estamos como en otros países de la región 
donde el Fiscal -y me refiero exclusivamente a este Fiscal- 
avisa o consulta al poder político de turno las decisiones 
que piensa tomar o, aún peor, las coordina? ¿No resultan 
estas conductas acaso pesquisas secretas expresamente 
prohibidas por la Constitución de la República en su artícu- 
lo 22? Nunca me imaginé que para un Fiscal Penal el nexo 
pudiera ser directamente el Secretario General de un orga- 
nismo, porque ese organismo, OSE, tiene Presidente, Vice- 
presidente y Director. Por lo tanto, es dirigido por autorida- 
des a las que este Senado les otorgó la venia lo que, al mismo 
tiempo, significa que ocupan sus puestos legalmente. Esto 
es muy grave, porque el señor Secretario General es un 
funcionario y nada más que un funcionario. 


Ante este requerimiento del Fiscal y el hecho de solicitar 
por su intermedio información o las pruebas que se reque- 
rirán, le pregunto al Cuerpo a quién se dirige la correspon- 
dencia que se remite al Senado. En el caso de este desafuero, 
la solicitud la hizo llegar la Suprema Corte de Justicia. Ese 
es un hecho de enorme gravedad que, junto con el dictamen 
del Fiscal, va a dejar absolutamente en claro que durante 
todo el procedimiento estas dos personas desarrollaron un 
trabajo coordinado, lo que se desprende de lo expresado en 
esta carta por el propio Fiscal. Esta estrategia se realizaba 
con la intención de agilizar el expediente, a lo que podría 
agregar: “y alcanzar el objetivo”. Repito, esta estrategia se 
realizaba con la intención de agilizar el expediente y a ello 
agrego: “y alcanzar el objetivo”. 


Sin duda, nuestro sistema penal ha sido estructurado 
conforme al principio inquisitivo y no al acusatorio, por lo 
que la dirección del proceso penal recae exclusivamente en 
el Juez, quien es el encargado de la instrucción de la inves- 
tigación y de dirigirse formalmente a otras autoridades. El 
Fiscal puede solicitar medidas, pero es claro que “solicitar” 
no es lo mismo que “disponer”. Vuelvo a decir: “solicitar” 
no es lo mismo que “disponer” u “ordenar”, o hacerlo por 
fuera de los procedimientos judiciales. 


En este caso el hecho es más grave aún, ya que el Fiscal 
realiza gestiones oficiosas. Debe recordarse que el reque- 
rimiento se caracterizó como personal, pues la carta se 
dirige al Secretario General de OSE, quien siempre ha de- 
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mostrado una brutal animosidad e incluso, en su fanatismo 
acusador, ha llegado a reclamar públicamente el castigo 
hacia este ciudadano y hacia el señor Representante Casas, 
en una actitud incalificable para un funcionario de esa 
condición pues, como dije antes, pide castigo para un 
miembro del Senado de la República y para un Representan- 
te Nacional por el departamento de San José. ¡No sé en qué 
país vivimos! 


Desde ya adelanto que queda a disposición de los 
señores Senadores la carta que el actual Secretario General 
de OSE hizo llegar ala prensa -toda la documentación de que 
dispongo quedará en la Presidencia y allí podrán encontrar 
toda la información-, en la que solicita el castigo de quien 
habla y del señor Representante Casas, reflejando una 
actitud de odio y encono, buscando ser juez y parte en el 
asunto que denunció y pretendió coordinar con el señor 
Fiscal. ¿Hasta cuándo se permitirá que ese funcionario de 
OSE siga presionando a los Poderes del Estado? ¿Hasta 
cuándo podremos seguir tolerando que un empleado públi- 
co realice comentarios políticos criticando a integrantes de 
un Poder del Estado? 


Antes de seguir adelante en mi exposición, quiero hacer 
justicia con el programa que dirige el señor Omar Gutiérrez 
en Canal 4, al que fueron invitados tres Vicepresidentes de 
este Gobierno: el de OSE, el de UTE y el de ANTEL. Lo 
primero que le preguntó el periodista al Vicepresidente de 
OSE fue: “¿Qué nos puede decir sobre el desafuero del 
señor Senador Amaro?”, a lo que contestó que no iba a abrir 
opinión porque el tema estaba en la Justicia y, por lo tanto, 
no hablaría al respecto. En mi opinión hizo lo correcto; sin 
embargo, a los tres o cuatro días se larga con todo en el 
diario “Últimas Noticias” y en un periódico más de la 
capital, cuyo nombre no recuerdo en este momento. 


En definitiva, entendemos que la denuncia que hoy se 
realiza configura un hecho de extrema gravedad porque, 
como se podrá observar, existe una confabulación calcula- 
da aefectos de dirigir la causa y darle rumbo intencional, lo 
que refleja claramente su propósito. A partir de esto anali- 
zaremos los pasos a seguir, según lo que nos recomienden 
nuestros asesores legales. 


La solicitud de procesamiento que hace el Fiscal sobre 
mi persona es por un delito de fraude y cuatro de abuso de 
funciones. Puedo asegurar a este Cuerpo que en ningún 
caso se configuró delito alguno y quienes voten mi des- 
afuero tendrán que reconocer que todos los integrantes de 
los actuales Directorios de Entes Autónomos y de Servicios 
Descentralizados están actuando de la misma manera, y a 
continuación lo vamos a demostrar. 


El primer delito tipificado a mi persona por el Fiscal es el 
de fraude y tiene relación con el pago de viáticos a secre- 
tarios. No es nada liviano. Quienes integramos este Cuerpo, 
por lo general, tenemos una amplia trayectoria pública y un 
profundo conocimiento de la Administración, por lo que va 
a ser muy simple de entender para todos. Se me acusa de 
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irregularidades en el cobro de viáticos por parte de tres de 
mis secretarios y, por esa razón, en mirazonamiento apelaré 
alaexperiencia y a la trayectoria en la función pública de los 
integrantes de este Cuerpo, sobre todo de aquellos que 
integraron Directorios de Entes Autónomos y de Servicios 
Descentralizados u ocuparon cargos en la Administración 
Pública. Probablemente tengan conocimiento de que un 
jerarca, como es el caso del Presidente de un organismo -en 
este caso, quien habla-, nunca autoriza un viático a un 
funcionario, nunca define qué tipo de viático se le pagará 
y, menos aún, si efectivamente le corresponde cobrarlo, ni 
tampoco es su función controlar si el viático está bien 
rendido. Al parecer, para el señor Fiscal mi tarea no era la de 
ser Presidente del organismo, sino la de contador público. 


Ahora bien, en este asunto es sabido que estas compe- 
tencias son exclusivamente de las unidades que intervienen 
en su tramitación, que son las encargadas de accionar y 
controlar el viático que corresponde a los funcionarios. En 
OSE, en dicho trámite participan diversas oficinas, entre las 
que se encuentran la Oficina de Planeamiento y Desarrollo, 
la Gerencia Financiero Contable, la Oficina de Liquidación 
de Haberes -Sección Viáticos-, el Departamento de Recur- 
sos Humanos y los contadores del Tribunal de Cuentas. El 
tema viáticos es de exclusiva responsabilidad de las distin- 
tas reparticiones que mencioné, y esa tarea está dentro de 
sus competencias específicas. 


Respecto a esto, es totalmente clara la actuación del 
jerarca -en este caso, quien habla-, que lo que hace es 
destinar tareas y encomendar actividades, pero nunca au- 
torizar un viático y su monto, o controlar si está bien o mal 
rendido. Sinembargo, a criterio del Fiscal, el Presidente de 
OSE resultaba ser una especie de “Gran Hermano” que todo 
lo vigilaba, todo lo controlaba y todo lo sabía. 


Parece ser más claro aún. OSÉE es un organismo que 
cuenta con más de cuatro mil funcionarios, de los cuales 
cientos de ellos hacen viáticos diariamente, lo que hace 
imposible que el Presidente de OSE hubiera autorizado o 
controlado directamente este tema; para eso están las Uni- 
dades que tienen definidas las competencias, a los efectos 
de asignar, controlar y pagar los viáticos que les corres- 
ponden a cada uno de los funcionarios del organismo. 


Con relación específicamente a mi despacho, puedo decir 
que en el mismo se trabajaba desde las ocho de la mañana 
hasta las nueve de la noche y estaba integrado por diez 
secretarios, de los cuales siete no desempeñaban tareas por 
las que les correspondiera pago de viáticos. Su trabajo estaba 
destinado a atender la Secretaría del edificio central y sólo 
tres tenían como tarea acompañarme en giras por el interior 
del país, así como representarme en otras que voy a detallar. 


Quiero señalar que lo primero que se debe tener en 
cuenta es el carácter nacional de OSE, lo que hace imposible 
que el Presidente y los Directores puedan estar presentes 
en todos los compromisos que demanda la función. Sería 
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interminable si explicara cada asunto que motivaba el cobro 
de viáticos por parte de mis secretarios; por ello, como 
metodología de trabajo, elegí titular el porqué de los mismos 
y paso ahora a brindar los detalles. 


Mis secretarios viajaban al interior porque el organismo 
tenía un considerable atraso en el cronograma de obras 
pactado con el Banco Mundial, debido a la crisis del año 
2002. Concurrían para el control de avances de obra, por 
proyectos de planificación y ejecución, por convenios con 
Municipios y vecinos, y por obras en escuelas y con 
instituciones sociales sin fines de lucro. Además, iban 
previamente a preparar eventos de inauguración y acompa- 
ñaban la realización de las mismas. Por otro lado, se realiza- 
ban reuniones con autoridades departamentales y muchas 
otras actividades que hacían necesaria la presencia de 
representantes de la Presidencia en el interior. 


Asimismo, estos secretarios señalaron como testigos de 
sus misiones de trabajo, entre varios, a los Intendentes 
Vidalín y Vergara y yo podría agregar aquí a los actuales 
señores Senadores Moreira, Lapaz y Da Rosa, quienes me 
vieron trabajar a mí y también a mis secretarios en los 
distintos departamentos. Entre las tantas irregularidades 
en este trámite, quiero señalar que estas personas nunca 
fueron citadas en este asunto. Esto demuestra claramente 
la parcialidad con que se hizo la instrucción del sumario de 
OSE. Además de ello, mis secretarios presentaron testigos 
sobre los lugares donde se hospedaban en sus giras por el 
interior, y estas declaraciones las puse en conocimiento de 
los integrantes de la Comisión que trató este tema. Esto 
demuestra claramente que, sólo quien actúe con parcialidad 
puede señalar que no quedó demostrado que estos tres 
funcionarios de mi Secretaría concurrían al interior. 


Por otro lado, quiero señalar que dos de estos secreta- 
rios fueron destituidos por el actual Directorio de OSE, y el 
tercero no pudo serlo por presentar graves problemas de 
salud, causal que habilitó su jubilación por incapacidad 
física. Las funcionarias destituidas contaban con más de 
veintiocho años de servicio, de trayectoria en el organismo 
y su conducta era intachable. Inclusive, una de ellas fue 
secretaria de Curbelo en el gobierno de facto, luego de 
quien habla, después de Rodríguez Landoni, más adelante 
de Gurméndez y, por último, del actual Presidente. Inclusi- 
ve, es muy importante lo que el propio sumariante expresa 
en las conclusiones de su sumario, cuando dice que “no 
tiene dudas de que las funcionarias efectivamente salían al 
interior a cumplir sus funciones”, quedando esto totalmen- 
te claro. Entonces, o el Fiscal es un ignorante en la materia 
o que cada uno saque sus propias conclusiones. 


Como se podrá ver, he dejado claramente demostrada la 
forma en que en el organismo se hace el control de viáticos 
con relación a tareas encomendadas a mis secretarios, así 
como el reconocimiento del sumariante de que los funcio- 
narios iban al interior. Además, el reglamento de viáticos 
está a disposición de cualquiera que desee analizarlo. Todo 
esto demuestra que lo actuado se ajustaba a derecho. 
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También debo dejar absolutamente en claro que durante 
mi gestión ninguno de los tres funcionarios, que por sus 
tareas al interior percibían viáticos, cobraron una sola hora 
extra, así como tampoco en ningún caso cobraron los fines 
de semana -algo que también podrían haber hecho- traba- 
jando siempre, en dichas oportunidades, con la austeridad 
que les solicitábamos. 


En cuanto a la contención del gasto, puedo decir que 
nuestra política fue tan exitosa que, por ejemplo, en materia 
de viáticos durante el año 2000 se gastaron U$S 500.000. en 
el año 2001, U$S 450.000, y en el 2002 bajamos dramática- 
mente esos gastos a U$S 250.000, es decir a la mitad de lo 
que los tomamos. Estos datos dejan en claro que durante mi 
gestión se bajó el gasto de viático a la mitad -como ya dije- 
y, sobre todo, no existieron despilfarros, si es que eso se 
pretendía hacer creer a la población. 


Para finalizar con este tema quiero decir, una vez más y 
con especial énfasis, que durante mi gestión nunca firmé o 
controlé un viático y que en forma grosera e insólita se me 
tipifica un delito de fraude, cuando no tuve ninguna inter- 
vención en el tema. Es asombrosa la manera en que se 
caratuló de fraude este expediente y solamente un ignoran- 
te, un mal intencionado, puede tipificar este delito a un 
Presidente de una empresa que recaudaba más de 
US$ 130:000.000, caracterizándolo de infractor de la ley por 
el hecho de que tres secretarios que cobraban menos de 
$ 8.000 por mes, fueran a representar al Presidente en el 
interior. 


Ante todo esto, pregunto al Cuerpo si alguien puede 
creer que un Presidente de OSE comete un delito de fraude 
respecto de liquidaciones que no pagaba y no controlaba 
cuando, además, se dijo que solamente tres de los diez 
integrantes de mi Secretaría, eran quienes hacían tareas que 
ameritaban el pago de viáticos. 


Mis abogados me han dicho que el señor Fiscal tipificó 
este delito de fraude, porque después del caso “llarietti”, el 
delito de abuso de funciones para el caso de viáticos no 
camina más. Además, dejo en claro que cuando el Fiscal dice 
que una de mis secretarias cobraba viático el mismo día en 
que cobraba horas extras, falta a la verdad, ya que durante 
mi gestión la referida funcionaria nunca cobró horas extras. 
Recuerdo a todos que este Fiscal fue quien, en el año 2004, 
solicitó el procesamiento del entonces Director de Tránsito 
de la Intendencia Municipal de Montevideo, señor Felipe 
Martín, también por pago de viáticos. En ese tiempo, desde 
la izquierda se definía el fallo del Fiscal como un exceso 
brutal, algo con lo que yo estaba de acuerdo. 


El segundo delito tipificado por el Fiscal contra mi 
persona tiene que ver con la locomoción oficial y es el delito 
de abuso de funciones. En este caso, el Fiscal habla de 
responsabilidades como ordenadores primarios de gastos, 
algo que éramos por competencia. Sobre este aspecto, por 
lo tanto, sólo debo señalar que si se transforma a un 
ordenador primario de gastos en responsable del destino 
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que se da a las partidas aprobadas por el Directorio por ese 
concepto, vamos a llegar a situaciones tan insólitas como 
la de que, por ejemplo, un ordenador primario sea el respon- 
sable de una maniobra llevada adelante por un ordenador 
secundario de gastos con un taller mecánico en Bella Unión. 
Seguramente, si este es el concepto, nadie volverá a ocupar 
cargos ejecutivos en el Estado, o en el futuro veremos pasar 
por los Juzgados a todos los jerarcas que asuman respon- 
sabilidades públicas. 


También, el Fiscal, con una insólita mala intención, decía 
que los coches destinados a los Directores tenían injusti- 
ficados gastos de mantenimiento y que siempre iban al 
mismo taller. Pongo en conocimiento del Cuerpo que nunca 
usé el vehículo oficial que me correspondía y que solamente 
tuve a disposición de la Presidencia un vehículo marca 
Volkswagen Gol 1.8 dos puertas, matrícula 637 del año 1996, 
que era compartido con el entonces Secretario General del 
organismo. Las giras las hacíamos casi siempre en mi auto- 
móvil particular, sin haber usado nunca un solo vale de 
combustible. Repito que nunca usé un solo vale de combus- 
tible del organismo. 


Agrego que en algunas oportunidades, incluso, nos 
turnábamos con el Director Alberto Casas -quien aplicaba 
la misma política- para viajar juntos en el mismo vehículo; 
muchas veces utilizábamos el mío y otras el de su propiedad. 
Cuando en algunas oportunidades hacíamos uso de nues- 
tros autos particulares, el oficial quedaba a la orden de la 
Presidencia y trasladaba a mis Secretarios. De todo lo que 
estoy diciendo aquí va a quedar la documentación, también, 
de que recibí un vehículo que luego entregué. Se trataba de 
un Toyota Corolla que, como me parecía que en estas cosas 
no sólo hay que aparentar, sino también ser, lo pusimos en 
exhibición primero, durante un año, y posteriormente lo 
entregamos acompañado de una carta, que dice así: “Por 
orden verbal del señor Presidente y por intermedio, se le 
entrega a usted el vehículo oficial marca Toyota para ser 
dado de baja de la nómina de esta Presidencia, número de 
chapa 466, para ser depositado en su poder según medidas 
de reducción de coches oficiales tomadas por el Poder 
Ejecutivo. Por lo tanto, dejamos constancia de que el único 
vehículo oficial con que cuenta la Presidencia del organis- 
mo es el Volkswagen Gol, matrícula 637, del año 1996. 


Sin otro motivo, firman Winston Torres, Gerente del 
Departamento de Servicios Generales, y Rúben Colombo, 
Secretario de la Presidencia de OSE”. 


Decíamos que cuando en algunas oportunidades hacía- 
mos uso de nuestros autos particulares, el vehículo oficial 
que estaba a la orden del Presidente trasladaba a mis Secre- 
tarios. 


Respecto a que iban todos al mismo taller, quienes han 
tenido responsabilidades en cargos ejecutivos en la Admi- 
nistración Pública conocen que quien indica el taller al que 
debe ir un vehículo es el gerente competente en la materia, 
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no el Presidente. Reitero al respecto que el coche oficial 
Toyota que me correspondía usar, nunca fue utilizado por 
mí; estaba a la orden del Presidente, su uso era compartido 
con el Secretario General y prácticamente no tuvo roturas, 
salvo las lógicas de su simple utilización. 


Puedo asegurar que la precipitación con que han actua- 
do el Juez y el Fiscal ha sido tan grande que nunca llamaron 
a declarar al respecto a los choferes de los Directores 
quienes, en todo caso, eran los responsables de llevar a 
cada lugar los vehículos y podían, por ende, dejar en claro 
cada punto en cuestión. Sin embargo, algo tan lógico como 
eso, no se hizo. 


Como dato insólito, debemos agregar que las actuales 
autoridades de OSE continúan, aunque parezca increíble, 
mandando sus vehículos al mismo taller por el cual fuimos 
denunciados, lo que marca que los propios Directores que 
denuncian que se han pagado supuestos sobreprecios, no 
solamente no borraron del registro de proveedores del 
organismo al taller en cuestión, sino que hicieron todo lo 
contrario, esto es, continuaron enviándolos allí. 


Nos parece también de fundamental importancia las 
declaraciones del principal del taller “Puerta Grande”, ya 
que las denuncias de irregularidades respecto al presunto 
pago de sobreprecios quedan desvirtuadas cuando este 
tallerista deja en claro en sus declaraciones ante la sede 
penal, que el actual Presidente de OSE sigue mandando el 
vehículo de Presidencia a ese taller. Pregunto, entonces: si 
se comprobó el pago de sobreprecio, ¿cómo es posible que, 
de comprobarse tan grande irregularidad -es decir, que un 
taller facture con sobreprecio-, éste no haya sido eliminado 
de la lista de proveedores y que, además, se le siga utilizan- 
do? También es importante señalar que de sus declaracio- 
nes surge que este taller trabaja para OSÉE desde hace más 
de veinte años, lo que deja en claro que no trabajaba para 
el organismo debido a alguna relación personal con quien 
habla o con quienes lo acompañaron en su gestión. 


Ante la pregunta: “¿Usted recuerda cómo se dio su 
vinculación con OSE?”, el propietario del taller “Puerta 
Grande” contestó ante la sede penal -esto figura a fojas 327; 
está en el libraco-, lo siguiente: “Uno se inscribe en los 
organismos estatales como proveedor de servicios. Puede 
serconvocado a licitación o no. Yo era titular de la empresa 
en esa época, hace ya más de veinte años”. 


Como prueba de mis palabras he adjuntado, en carpeta 
que se entregó a cada Senador que me solicitó el material, 
una copia de la nota de entrega del vehículo oficial que me 
correspondía utilizar y no usé, como ejemplo de austeridad. 
Aclaro que voy a dejar en la Mesa estos documentos para 
que queden a disposición de los Senadores que los quieran 
ver. 


Vamos a ingresar ahora en el tercero y cuarto delito 
tipificado por el Fiscal contra mi persona, relacionado con 
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la construcción de la cancha de baby-fútbol y monumento 
al caballo: abuso de funciones. ¡Han tropeado con este 
caballo durante más de dos años y con una canchita de 
fútbol que era para los niños pobres de Sarandí Grande, para 
los niños de los cantegriles, para niños por los cuales 
tenemos que velar! ¡Por eso el Fiscal me tipifica un delito de 
abuso de funciones! Cuando ustedes escuchen lo que voy 
a leer sobre lo que está haciendo el actual Directorio y 
cuando tomen conocimiento de los argumentos, creo que 
nadie va a poder votar mi desafuero; creo que nadie 
concientemente puede votar esto, porque una cosa es la 
mentira y otra la verdad, y lo que voy a decir es verdad. Para 
ello, me bastaría con leer la nota de este Directorio; y no lo 
estoy inculpando. Aclaro que vengo por lo ridículo, porque 
no sé cómo quien acusa ante la Justicia, después va a 
ayudar -a propósito, me felicito y felicito al Directorio por 
ello, porque es sensible- a un club deportivo y social de 
baby-fútbol. Ahora, si uno no mostrara la resolución, es de 
no creer. Acá el tema es que había que matar a Amaro. Dice 
así: “Montevideo, 14 de diciembre de 2006. VISTO: estos 
antecedentes en los que la Comisión Directiva del Club 
Social y Deportivo Sauce, ha presentado nota ante esta 
Administración solicitando en calidad de comodato, mate- 
riales en desuso.- RESULTANDO - I: que el Grupo de 
Trabajo designado por R/D N* 584/05 de fecha 4/V/05, en- 
cargado de analizar e informar respecto de las solicitudes de 
cesión de materiales en desuso que se formulan a O.S.E., ha 
adoptado determinado orden de análisis respecto de los 
distintos requerimientos, atendiendo al criterio de necesi- 
dad socioeconómica de los peticionantes” -que encuentro 
perfecto- “por lo que ha analizado la solicitud mencionada 
en el VISTO, puesto que se trata de una Institución sin fines 
de lucro”, etcétera. ¿Y yo qué hice? ¿Y Casas qué hizo? ¿Y 
Granucci qué hizo? Atender, como dice el artículo 3” de la 
Carta Orgánica, a las instituciones -porque es un organismo 
social, no industrial ni comercial- “sin fines de lucro, que 
fomenta la mejor calidad de vida para los niños y niñas de 
la zona de Villa del Cerro a través del baby fútbol y en la 
actualidad se encuentra abocada a realizar mejoras en el 
predio deportivo y sede social”. 


Yo lo hice en una propiedad de OSE donde hay una 
planta de depuración que se inauguró en nuestro Directorio 
y que tuvo un costo de U$S 1:400.000. Entre la planta y la 
carretera 57, que une Sarandí con Flores, hay 400 metros de 
campo chivero, lleno de chircas, como está ahora. Yo lo 
transformé en un parque con una cancha de baby fútbol, 
unas hamaquitas hechas por un herrero de OSE, de apellido 
Berazategui. El “Paco” Invernizzi, que hizo el piso del Par- 
que Central y cuida el Estadio Centenario, se enteró de que 
se iba a hacer una cancha alos chiquilines y como sabía que 
es el barrio más carenciado que tiene Sarandí, me dijo: 
“Juan, yo te trabajo gratis; yo por los niños trabajo gratis”. 
Y allá fue el “Paco” y organizó, planificó e hizo un piso igual 
al del Parque Central, y todo el mundo tenía que ver con el 
piso de aquella canchita de baby fútbol, que no funciona 
desde hace dos años. Desde que está este Directorio se le 
puso candado y se liquidó el tema. 


¿Cómo se hizo eso? La cabaña “El Grillo”, de “Pepe” 
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Gurgitano -conocido de muchos de ustedes- está a seis- 
cientos metros y dio las semillas, el sembrado y puso a sus 
funcionarios. ¿Y cómo se hizo? El ex Presidente de la Liga 
de Fútbol de Sarandí, un mecánico que tiene un solo peón 
para que lo acompañe y una motoniveladora vieja, dijo: “Yo 
para el fútbol no cobro nada”, e hizo 14 horas de nivelado 
del terreno, y no digo lo que puse yo ni lo que pusieron 
otros, porque me da vergiienza decirlo. Uno fue Intendente 
dos veces y aquí hay varios -no solamente los tres que 
nombré-, como el doctor Larrañaga, que también fue Inten- 
dente, y el señor Senador Antía, que también lo fue. Las 
obras departamentales no sólo se hacen con el esfuerzo y 
el dinero del Estado, sino que se hacen siempre con la 
contribución del vecino. Este es un nuevo Gobierno y tal 
vez no tenga la culpa. El Presidente de la República ha 
demostrado que lleva alos niños a jugar al baby fútbol a la 
Residencia Suárez, lo que creo que está muy bien. 


Me parece que estos dos señores, como no salen de 
Montevideo, seguramente no se enteraron dónde está la 
planta de Sarandí Grande ni la cancha de fútbol, porque de 
lo contrario tengo la seguridad de que no la iban a tener en 
el estado desastroso en que se encuentra actualmente y que 
no la puedan disfrutar nuestros queridos niños. Porque a 
estos niños que les damos discursos cuando están en la 
tribuna, después, en los hechos, cuando somos gobernan- 
tes, ¿qué les damos? Discursos, no; les tenemos que dar 
hechos. Esa es la desgracia y las culpas que he come- 
tido. 


Por otra parte, resulta que se ha constatado en OSE que 
existe desuso de material. Se me acusa porque dicen que di 
-más tarde se van a dar cuenta que no di nada- diez bolsas 
de Pórtland por el monumento al Caballo. Dice: “CONSIDE- 
RANDO: que como resultado del análisis se entiende per- 
tinente en la ocasión, colaborar con dicha Comisión me- 
diante la entrega de materiales solicitados haciendo saber 
que los mismos fueron considerados por la Unidad de 
Arquitectura y Mantenimiento Edilicio como chatarra, ya 
que proviene de la reforma realizada en la Unidad de Labo- 
ratorio” -está bien- “y, por tanto, no cuenta con el número 
de activo fijo a fin de que el mismo pueda llevar a cabo 
distintas mejoras”. 


Estamos totalmente de acuerdo en que el Club Social y 
Deportivo Sauce se beneficie, pero estamos totalmente en 
desacuerdo en que quien culpa ante la Justicia a un ciuda- 
dano, no pueda cometer la misma falta; pero ojalá que me 
sigan juzgando por estas causas de ayudar a los niños de 
mi país y me siguen ensuciando moralmente. Estuvieron dos 
años trotando en el caballo, pero se olvidaron de que el 
caballo es nuestro y de que a caballo se hizo la Patria; se 
olvidaron de los campos de Sarandí y de que al grito de 
“Sable en mano y carabina a la espalda”, de Lavalleja, el 
caballo y el hombre lucharon juntos para darnos una patria 
libre e independiente como la que hoy gozamos, y ojalá que 
sea de por vida. ¡Y ahí estuvo el caballo! 


No quiero calificar y por lo tanto, voy a seguir adelante. 
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Estamos convencidos de que esta solicitud de procesa- 
miento que me hace el Fiscal pasa a la historia como uno de 
los mayores atropellos que se han hecho en el país contra 
la moral de un hombre público. El Fiscal señala que ambas 
obras están fuera de la competencia que tiene OSE al respec- 
to. 


Para no hacer perder el tiempo al Senado de la República 
en este tan ridículo como minúsculo caso, quiero recordar 
que ANCAP dona actualmente Pórtland a instituciones 
públicas y privadas en forma semanal. Por ejemplo, hace 
algunos meses donó Pórtland para hacer esculturas en el 
parque de Trinidad. Quien pasa o entra a Trinidad se en- 
cuentra con ello y me parece muy bien. Yo fui Director de 
ANCAP y doné Pórtland a troche y moche a instituciones 
deportivas y sociales, por lo que tendría que estar preso de 
por vida. No está en el Código Penal, pero si me agarra este 
Fiscal, me manda a la silla eléctrica -que, por suerte, en 
nuestro país no existe- o ala horca, como a Saddam Hussein. 
Es algo de terror. También pregunto, qué se puede pensar 
del Estadio del Cerro y de Luis Tróccoli, un querido amigo 
mío y de mi padre, para quien yo era prácticamente un hijo 
y todas las veces que venía a Montevideo me decía: 
“Juancito, ¿te llevo al Estadio? Pero antes vamos a conven- 
cer a algunos de los Directores para que nos den más 
Pórtland”. ¿Cuántas bolsas les habrán dado? ¿Cuatro mil? 
¿Quién va a decir que eso está mal? Si los que hacen algo por 
la sociedad no sienten al Estado a sus espaldas, ¿qué 
podrán hacer? Porque son héroes anónimos, son profesio- 
nales a los que no se les debería haber dado nada, aunque 
síse les dio. No hay que olvidar que los dirigentes de fútbol, 
de básquetbol, de voleibol del interior o, ni que hablar, de 
baby fútbol, son héroes anónimos que merecen el mayor de 
los respetos; ¡no se le puede faltar el respeto a la gente! 
Todos conocemos el caso de varios organismos del Estado 
que invirtieron varias decenas de miles de dólares en distin- 
tos eventos. Las empresas del Estado han auspiciado a 
corredores -y estoy hablando del momento actual- del de- 
porte automovilístico y a cantantes, así como a espectácu- 
los de carnaval. Todos sabemos que OSE y UTE, al igual que 
todas las demás empresas públicas, mantienen parques de 
vacaciones, complejos deportivos y colaboran con institu- 
ciones sociales sin fines de lucro, en forma insólita y con 
asombrosa irresponsabilidad. Tanto en la instrucción, en 
OSE, como en la Justicia, el Juez y el Fiscal omitieron 
solicitar declaración al escultor José Moreira. ¡Qué casua- 
lidad; al autor de la obra no se le pide declaración! ¿A quién 
se le pide? A los adulones de turno, que siempre existen 
pero que no tienen la culpa de actuar así, porque todos los 
que fuimos jerarcas de instituciones públicas sabemos que 
hay un montón de adulones que nos traen chismes; tal vez 
hayan dado con algunos de ellos. Por lo que ha mencionado 
el escultor, le hizo llegar al Juez una carta, en la que quedaba 
claro que, como dice Mujica, el tipo estaba “caliente”, 
“recaliente”, como estoy yo, y el Juez: “mutis por el foro”. 
Lo mismo sucedió con mis declaraciones, a las que no les 
dieron vista y ni siquiera las leyeron, aunque para eso 
también voy a dar una explicación. Al explicar la obra deja 
en claro que la pobre AFE donó un terreno -lo que no se ha 
dicho- en la mejor esquina de Sarandí Grande para su 
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realización, UTE aportó el dinero y OSE, el Pórtland, cola- 
borando luego de mi gestión con unas pocas horas de obra, 
siendo falso que se destinaran $ 67.000 de viático, ya que 
los funcionarios de la cuadrilla los cobraban por obras que 
serealizaban, en beneficio del organismo, en Sarandí Gran- 
de y en Durazno, y no en la escultura “El Caballo”. Los 
Senadores que me solicitaron información podrán ver en 
sus carpetas las resoluciones por las cuales el Directorio de 
OSE dona distintas cosas de su propiedad a instituciones 
sociales sin fines de lucro, incluso para apoyar a la cancha 
de baby fútbol, lo que ya comenté. Inclusive, a través de una 
resolución ANCAP apoyó con U$S 3.000 al Poder Legisla- 
tivo para la Fiesta del Candombe, lo cual me parece bien. 
Pero, entonces, no me vengan a decir que por diez bolsas de 
Pórtland y un pago de viáticos somos delincuentes. Granucci 
ya está preso y, por suerte, Rodríguez Landoni ya salió en 
libertad, lo que demuestra que en su caso el tema no era tan 
difícil ni tan malo, ya que en menos de un mes está afuera. 
Por lo tanto, parece que el Juez está reaccionando. El apoyo 
a la Fiesta del Candombe no estaba dentro de las funciones 
de ANCAP, pero estuvo bien al actuar en ese sentido. 


También ANCAP y ANTEL han figurado como 
auspiciantes de festivales de distinta naturaleza, como 
carreras automovilísticas, por lo que se pagó decenas de 
miles de dólares. Como se podrá ver, de acuerdo al criterio 
del Fiscal y del Juez, todos los jerarcas de las empresas del 
Estado estarían cometiendo el delito de abuso de funcio- 
nes. Por ejemplo, los actuales Directores de OSE, ANTEL y 
ANCAP han realizado actividades que están fuera de su 
competencia. No cabe duda que si quien habla cometió 
delito por el abuso de aportar diez bolsas de Pórtland para 
la construcción de un caballo, los Directores de ANCAP 
cometieron uno mayor al aportar cincuenta bolsas para la 
construcción de esculturas en Flores. A la vez, los Di- 
rectores de OSE cometieron el mismo delito al donar mate- 
riales para obras sociales sin fines de lucro, incluyendo lo 
donado para una cancha de baby fútbol. Asimismo, los 
Directores de ANTEL deberían ser denunciados porque 
pusieron un cartel a la entrada de Sarandí Grande que dice: 
“Bienvenidos a Sarandí Grande, Capital del Raid Hípico”. 
Yo me pregunto si, de acuerdo con el concepto del Fiscal, 
gastar plata en ese cartel es competencia de ANTEL. Tengo 
aquí una foto del cartel, por si los señores Senadores 
desean verla. 


Como se podrá ver, estoy encarando el mismo camino del 
ridículo, porque personalmente reivindico lo que están 
haciendo los actuales Directores de OSE, ANTEL y ANCAP. 
Lo que critico es la doble moral de defender lo que hoy se 
hace y condenar lo que se hacía anteriormente, cuando se 
está actuando de la misma manera. 


Respecto al monumento al caballo, adjunto carpeta y 
adelanto que no voy a hablar más de ese tema, ni de las 
cincuenta bolsas de Pórtland, ni de las invitaciones, así 
como tampoco lo haré de Héctor González o Invernizzi. Sí 
quiero decir que la obra fue construida en un predio parti- 
cular. 
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Se dice que el organismo no tiene competencia para 
hacer una cancha de baby fútbol y, entonces, me pregunto 
s1, cuando UTE, ANTEL y OSE construyeron los parques de 
vacaciones para sus funcionarios, no estaban fuera de sus 
competencias. Incluso, me pregunto si no sucede lo mismo, 
si no se incurre en abuso de funciones, cuando los actuales 
Directores destinan importantes cantidades de dinero para 
mantener piscinas y canchas. Como se ve, lo minúsculo del 
hecho nos obliga a seguir hablando por la vía del ridículo, 
porque es lastimoso que a ciudadanos que tuvieron la 
enormeresponsabilidad de dirigir un organismo que recau- 
daba más de U$S 130:000.000, hoy se los ataque en su honor 
con una increíble falta de respeto. Quiero ser claro: nadie 
nos ataca por enriquecimiento ilícito ni se nos denuncia por 
arreglar licitaciones. Se nos acusa de hechos que tendrían 
que haber sido archivados en el mismo momento en que se 
recibían las denuncias. 


Me voy a referir al quinto y último delito tipificado por 
el Fiscal contra mi persona: irregularidades en fondos per- 
manentes, delito: abuso de funciones. En este tema, el 
Fiscal nos acusa de actuar fuera de nuestras competencias, 
manifestando que hacíamos obras desvirtuadas respecto al 
cometido esencial del organismo, de acuerdo con la Ley 
Orgánica de OSE. Evidentemente, esto demuestra la falta de 
estudio de la Ley Orgánica de OSE por parte del Fiscal, ya 
que allí se establece claramente el fin social del Organismo 
y su deber de atender la higiene sanitaria de la población. 
Su precipitación es tan asombrosa, que entre las obras 
identificadas por el Fiscal, puedo afirmar que las obras del 
Club River Plate de Florida -seguramente, lo dijo por mí- y 
del Club Universal de San José -en este caso, se referiría al 
señor Representante Casas-, fueron realizadas y ordenadas 
cuando yo no estaba en el Organismo, es decir, en el año 
2004. De haber estado, ello tampoco hubiera constituido un 
delito, porque esas obras están dentro de la competencia y 
de lo que es estilo en todas las empresas públicas. A esta 
altura, tengo que dar tranquilidad a todos porque cuando 
hablo, lo hago porque tengo documentación y, en ese 
sentido, tengo en mi poder lo que tenían que haber pedido 
el Juez, el Fiscal y el Directorio de OSE. La ley existe y eneso, 
todos pueden estar tranquilos. Cuando hago referencia a 
ANCAP o a UTE, no tengo intención de que se lleven preso 
a alguien; simplemente los nombro para que se advierta que 
siguen haciendo los mismos desastres que hicimos noso- 
tros, los ladrones del anterior Gobierno. 


En mi mesa se encuentra información sobre la Ley Orgá- 
nica de OSE, en cuyo artículo 3” se hace una definición del 
fin social del organismo. También tengo aquí los fundamen- 
tos que se incluyeron en su exposición de motivos y los 
conceptos emitidos por los Legisladores de la época duran- 
te su discusión parlamentaria. Al mismo tiempo, tengo en mi 
poder una carta del Presidente y ex Presidente del Club 
River Plate de Florida y del Club Atlético Florida, quienes 
-precisamente- se encuentran en la Barra y aclaro que no 
son mis correligionarios. Todo ello deja en claro que yo no 
integraba el Directorio de OSE cuando se ayudó a esas dos 
instituciones. Además, tengo documentos que demuestran 
que las actuales autoridades de las empresas públicas 
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continúan realizando aportes a instituciones. Asimismo, 
adjunto una resolución del Directorio de OSE en la que se 
ordena realizar una perforación en una institución social, es 
decir, en una cooperativa de viviendas sin fines de lucro. 
Con esto queda demostrada la doble moral que se tiene en 
este tema. ¡Por supuesto que está bien que el Vicepresiden- 
te de OSE, sensible a una situación que se vivía en una 
cooperativa en Rivera, autorice una perforación! ¿Cómo no 
voy a estar de acuerdo con el Vicepresidente de OSE? Pero 
no lo estoy -repito- con la doble moral, cuando se dice que 
yo soy un delincuente y ellos aparecen como los reyes de 
la moral, a pesar de que hacen lo mismo que yo. 


Reitero, una vez más, que sí se tiene en cuenta el criterio 
del Fiscal y del Juez, los Directores de OSE están haciendo 
obras fuera de su competencia y, de mantenerse ese mismo 
criterio, deberán ser procesados. Personalmente, cada día 
estoy más indignado y ofendido por la persecución a la que 
he sido sometido. Digo, con total convicción: no entiendo 
cómo puede existir tanta incompetencia en quienes deben 
dictar justicia en mi país. Me pregunto si el Fiscal y el Juez 
actuante -y con esto alivio a toda la institución- no conocen 
la existencia de la Ley N* 17.071, de 1998, que habilita a las 
empresas públicas a hacer este tipo de donaciones. El 
artículo 1” de esa Ley dice expresamente: “Las donaciones 
que efectúen los Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados no podrán superar anualmente, en total, el 1 %o (uno 
por mil) de los ingresos brutos del Ejercicio anterior.” 
Observen qué claro es el texto y la razón que me asiste en 
este tema. Sin embargo, el Juez, el Fiscal y el Directorio se 
olvidaron de tomar en cuenta esto antes de hacer la denun- 
cia y de procesar, aunque hay algunas personas que ya 
están procesadas y otras que están presas. ¿Qué pueden 
decir los señores Senadores? 


Asimismo, enelsegundo párrafo del mencionado artícu- 
lo se establece: “Cada una de estas donaciones no podrá 
superar la suma equivalente a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables).” Si se traduce esta cifra a dólares, queda claro 
que se puede donar hasta U$S 130.000. Esto ya se ha hecho 
y no hay ninguna objeción al respecto. Entonces, si se 
pueden hacer donaciones hasta U$S 130.000, ¿cuál es mi 
delito? 


Ahora me voy areferir a un tema que no quería nombrar, 
porque no es un delito que amerite procesamiento con 
prisión, pero deseo aclararlo porque salió a la luz pública 
cuando estaba luchando, con fe, por la Intendencia, y me 
destrozaron. El delito es por un tema de publicidad. Otro de 
los graves errores del Fiscal quedó demostrado cuando 
pidió el procesamiento por publicidad, tema que no está 
incluido en la solicitud de desafuero, pero igualmente va- 
mos a hacer algunas puntualizaciones al respecto. Durante 
mi gestión en el Directorio de OSE actuamos con suma 
austeridad en materia de publicidad y, como dato conclu- 
yente, puedo afirmar que incluyendo la publicidad legal y 
obligatoria durante mi gestión -es decir, la gestión del 
Directorio que presidí-, la incidencia de gastos de publici- 
dad se ubicaba en el orden del 0,1% del presupuesto de la 
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empresa, lo que anualmente representaba la cifra aproxima- 
da de U$S 200.000. Si lo comparamos con otro Ente, pode- 
mos apreciar que ANCAP, solo con el auspicio de algunos 
eventos automovilísticos, gasta lo mismo que OSE en un 
año. 


Además, respecto a quien fue Presidente luego de mi 
gestión, el ingeniero Rodríguez Landoni, el Fiscal señaló 
que durante su gestión realizó contratos de publicidad con 
la Emisora del Yí FM 90.1, de Durazno, de la que, precisa- 
mente, fue permisario. Esto es netamente falso de toda 
falsedad, y fue desmentido con pruebas por el acusado. 
Esto ya le quedó claro al Juez, pero no sé si esas pruebas 
verdaderamente les interesaban a éste y al Fiscal. 


En cuanto al tema publicidad, quiero hacer mención al 
claro discurso político que hizo el Juez actuante en oportu- 
nidad de dictar su auto de procesamiento. Esto es muy 
grave. En esa ocasión, el Juez actuante, doctor Carlos 
García, dijo: “Conviene dejar asentado que fuera de las 
comunicaciones necesarias para atender el fin específico, 
publicidad legal llevada adelante por la Oficina de Relacio- 
nes Públicas, no se entiende por qué un Ente monopólico 
estatal, en medio de una debacle económica, debe utilizar 
sus escasos recursos en publicitarse, cuando resulta razo- 
nablemente lógico que ese mismo dinero invertido en obras 
redundaría en una ampliación y mejora en la calidad del 
servicio que se brinda a los usuarios, y así el retorno de la 
inversión estaría plenamente asegurado”. Leo esto y me 
agarro la cabeza. Pregunto a los señores Senadores si esto 
se puede ver como una consideración de carácter jurídico 
o si se trata, exclusivamente, de una opinión política. Estoy 
convencido de que no pueden caber dos interpretaciones al 
respecto. El señor Juez Carlos García efectuó un discurso de 
carácter político y emitió una opinión de carácter político, 
lo cual demuestra que se ha salido de sus competencias; y 
esto es grave. El señor Juez, además de groseras omisiones 
en la instrucción del presumario, decidió entrar al campo 
político. Sin duda, es un tema que debería preocupar atodos 
los integrantes de este Senado. Para ser más claro aún y 
dejar en evidencia la falsa acusación que nos hizo el Juez 
Carlos García en su discurso político, quiero aportar atodos 
los Senadores algunos datos que lo dejarán muy mal para- 
do. Puedo asegurar que fuimos absolutamente austeros en 
los gastos de publicidad. Tan así es, que en 2000 el gasto 
de OSE en ese rubro alcanzó los U$S 500.000, mientras que 
en 2001 lo bajamos a U$S 200.000, llegando a su mínimo en 
2002, cuando tan solo se destinaron U$S 150.000 a esos 
efectos. 


Cuando vemos estas cifras, las damos a conocer y 
confieso que cada día sentimos más indignación por la 
canallada de la que estamos siendo víctimas. 


Antes de finalizar, quiero dejar bien en claro que siempre 
colaboré con la Justicia y que cuando el señor Juez quiso 
interrogarme bajo una modalidad elegida por él, hacién- 
dome las preguntas por exhorto, respondí de forma inmedia- 
ta. 
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Por otro lado, debo decir que he comprobado hechos 
absolutamente irregulares en la instrucción del asunto, 
tales como la violación del secreto de presumario por parte 
del Fiscal actuante, quien antes de enviarlo al Juez lo puso 
en conocimiento de la prensa. 


A su vez, quiero señalar que en el tema vinculado con los 
viáticos de mis secretarios no se incluyó la prueba presen- 
tada, omitiéndose tomar declaraciones, entre otros, a los 
Intendentes Vidalín y Vergara, testigos fundamentales que 
podían dejar en claro dónde se hospedaban mis secretarios 
cuando iban al interior. En cuanto al tema de la locomoción, 
no se tomó declaración a los choferes de los autos de los 
Directores, y en lo que tiene que ver con el Monumento al 
Caballo, no se tomó declaración al escultor de la obra. Con 
relación a la cancha de baby fútbol y al dictamen fiscal, se 
habló de una enorme inversión. Eso demuestra que no se 
hizo la mínima investigación, porque presenté pruebas con- 
cluyentes que dejaron en claro que la mayor parte de esta 
obra se llevó a cabo mediante colaboración y donaciones de 
particulares. Respecto de las obras de instituciones socia- 
les sin fines de lucro, queda claro que el Juez y el fiscal ni 
siquiera leyeron la Carta Orgánica de OSE y menos aún la 
exposición de motivos y su discusión parlamentaria. Inclu- 
so, el fiscal me acusa por obras que se hicieron fuera de mi 
gestión en OSE. 


Por estos motivos, siento que la inconsistencia de la 
causa justifica plenamente el mantenimiento de los fueros, 
ya que levantarlos sentaría un precedente para los integran- 
tes de este Parlamento en el sentido de que, por hechos 
minúsculos -muchos de ellos ridículos- y mal tipificados, un 
equivocado y tendencioso dictamen fiscal seguramente 
pondría fin a la carrera política de un Legislador que fue 
electo por la voluntad popular de más de 75.000 ciudadanos, 
en este caso, de mi Partido y de mi sector político, la Lista 
15. 


Quienes creemos en la Justicia igualmente no podemos 
ignorar que sus fallos son definidos por hombres que tienen 
su ideología y sentimientos. Sobran ejemplos en los que, 
por fallos precipitados, se ha provocado irreparables daños 
a ciudadanos que probaron su inocencia luego de haber 
recibido ataques a su honor. La historia está llena de ejem- 
plos de personas que, incluso, perdieron la vida por el 
agravio. Por tal motivo, pienso dar lucha, no desde el 
sentimiento de vergiienza, sino desde la seguridad de que 
defendiendo mi honor, voy a estar defendiendo el honor de 
muchos ciudadanos que, como yo, desempeñaron con de- 
cencia la función pública. Comparando lo que les ha ocurri- 
do al ingeniero Carlos Rodríguez Landoni y al doctor 
Granucci, algunos dirán que, de no votarse el desafuero, el 
Senador Amaro y el Diputado Casas se salvaron por los 
fueros. En este momento, ocupando el cargo que me dio el 
pueblo, digo que si existe justicia independiente en este 
país, deberá procesarse por los mismos hechos a los actua- 
les jerarcas de casi todos los organismos de la Administra- 
ción Pública, lo que estoy convencido que no va a ocurrir 
porque, como ya dejé en claro, la Ley N” 17.071 despeja 
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cualquier duda en cuanto a que hacer donaciones no es un 
delito para nadie, ni para Rodríguez Landoni, ni para 
Granucci, ni para Amaro, ni para Casas, ni para los actuales 
integrantes de los Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados. 


Señor Presidente: tuve que administrar un organismo 
que recaudaba más de U$S 200:000.000 hasta la crisis de 
2002, y que luego de esa fecha bajó a U$S 130:000.000. A su 
vez, como señalé, cuando asumí el cargo OSE presentaba un 
importante déficit presupuestal y, sin embargo, junto con 
los integrantes de ese Directorio, logramos superávit en 
todos los Ejercicios. Culminada mi gestión y transcurrido 
más de un año desde que abandoné el cargo, se me inició 
una minuciosa investigación. 


Agradezco a la barra la prudencia y el silencio, y solici- 
taría lo mismo a las dos señoras Senadoras que están 
permanentemente conversando porque creo que lo mío no 
es juguete de niño, sino de hombre. 


Como decía, tuve que administrar un organismo que 
recaudaba más de U$S 130:000.000 y presentaba un impor- 
tante déficit presupuestal cuando asumí como Presidente, 
no obstante lo cual, con austeridad, junto con los integran- 
tes de ese Directorio, logramos tener superávit en todos los 
Ejercicios. 


Señor Presidente: solicito que se me ampare en el uso de 
la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto, señor Sena- 
dor. Usted sabe muy bien de mi esfuerzo por mantener el 
silencio en Sala, en esta y otras sesiones. 


SEÑOR AMARO.- Creo que merezco otra consideración 
de parte de mis colegas, dado que ellas me conocen y saben 
que tengo un sentido ético de la vida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Notengo ninguna duda en ese 
sentido, señor Senador. 


Puede continuar el señor Senador. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR AMARO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: soy compa- 
ñera del señor Senador Amaro en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación. Señalo esto, porque todo lo que ha 
manifestado en Sala, lo he escuchado con mucho respeto en 
dicha Comisión. Hace muchos años que nos conocemos y 
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el señor Senador sabe que lo respeto mucho. De cualquier 
manera, insisto: todo lo que ha dicho ya lo oí, lo releí y lo 
estudié, razón por la cual adopté una posición. En tal 
sentido, hoy no he escuchado nada que agregue algo a la 
decisión que tomaré. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Amaro. 


SEÑOR AMARO.- Agradezco a la señora Senadora. 


Como hemos visto, en estas denuncias se llegó a incluir 
cosas ridículas como el aporte de 10 bolsas de Pórtland para 
el Monumento al Caballo. 


Como anécdota, digo que mi única intervención fue la de 
dar trámite a la solicitud de apoyo que me hicieron llegar las 
autoridades del club social involucrado. Además, al mes de 
recibida, renuncié al organismo y la obra se ejecutó luego 
de culminada mi gestión. 


No se ha encontrado un solo hecho que pueda hacerme 
sospechoso de enriquecimiento ilícito o de obtener benefi- 
cios económicos. 


También quiero denunciar la falta de garantías con que 
se han tramitado estas actuaciones. Nace de la investiga- 
ción administrativa, ya que la misma fue remitida directa- 
mente a la Justicia sin darnos el correspondiente derecho a 
realizar los descargos, desconociéndose claramente el de- 
recho de defensa de todo investigado. Evidentemente, no 
había interés alguno en conocer mis descargos. Esto que 
acabo de decir es tremendo. 


Declaro, sin tener obligación, en OSE como lo hicieron 
también los otros Directores, pero estas declaraciones se 
elevan a la Justicia y no se les da vista. Como todos 
sabemos, ese derecho está consagrado en la Constitución 
de la República y es criterio unánime del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo que, en forma previa a 
adoptarse una decisión administrativa, el afectado deberá 
tener derecho a defensa, a ser oído y producir prueba a su 
favor. 


En el tratamiento de este tema, sinceramente, ya ninguna 
irregularidad me va a llamar la atención porque, entre las 
tantas que he señalado, existen muchas más que he obviado. 
Sin embargo, no puedo finalizar sin recordar la omisión del 
Juez actuante, quien en la solicitud de desafuero no mandó 
al Senado mis respuestas a sus exhortos, las que pongo en 
conocimiento de todos para que cada uno saque sus pro- 
pias conclusiones. 


Me duele por mi país que hechos tan graves, como 
solicitar el procesamiento de autoridades que tuvimos la 
responsabilidad de dirigir un organismo que recaudaba más 
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de U$S 130:000.000, puedan ser definidos con tanta mala fe 
y tanto ánimo persecutorio. Se ha actuado con omisiones 
imperdonables; se ha acusado con una ligereza que no 
engalana a nadie que tenga verdaderamente arraigados los 
sentimientos democráticos. No tengo dudas de que votar, 
en este caso, a favor de la solicitud de este desafuero, será 
un gravísimo antecedente a través del cual, sin pruebas y 
por hechos insignificantes, cualquier Legislador en el futu- 
ro podrá ser desaforado y procesado por fiscales y Jueces 
que, como en este caso, con claros sentimientos de los que 
cada uno podrá sacar sus propias conclusiones, se podrán 
dar el lujo de quitar el cargo a quien fuera elegido por 
voluntad de la ciudadanía, en elecciones democráticas, 
por más de 75.000 sufragios. 


Finalizo mis palabras afirmando, con total convicción - 
hoy, mucho más- que la solicitud de mi desafuero está 
demostrando cuál será la garantía que tendrá en el futuro 
cualquier integrante de este Parlamento. Porque desde mi 
punto de vista, es de una increíble liviandad sostener una 
situación como ésta ante cualquier solicitud de la Justicia, 
sin importar el motivo; siempre hay que hacer lugar 
automáticamente a la solicitud de un Juez. 


En mi larga historia de campañas electorales en la que fui 
elegido seis veces -cuatro de ellas como Legislador-, ima- 
gínense si habré visto instancias que ameritaron desafue- 
ros gravísimos, que no se dieron. Creemos que una actitud 
responsable es valorar adecuadamente la seriedad y el 
fundamento de un pedido de desafuero, a efectos de com- 
probar si ese reclamo tiene sustento suficiente como para 
considerar a un Senador indigno de ocupar el cargo. Los 
Jueces y Fiscales, como todos nosotros, pueden equivocar- 
se, y en esos casos, el Parlamento tiene la potestad de 
decidir, luego de analizar los hechos y las pruebas. Si 
entiende que el pedido es infundado, tiene la obligación de 
proteger los fueros, no por la persona del Senador, sino por 
el respeto que merece la voluntad de los votantes que le 
encomendaron tan importante función. 


Luego de tres años y medio de culminada mi gestión en 
OSE, quiero decir que he sentido con dureza la persecución 
y la campaña de ofensa a mi honor. Se ha intentado manchar 
la moral de un hombre que sólo ha sabido de lucha y de 
servicio a su pueblo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: voy a utilizar 
el tono que corresponde a un tema que debe tratarse con 
mucha delicadeza, casi con exquisitez, pero también con 
calma. Este es un órgano esencialmente político, pero tiene 
sus límites jurídicos. Su dinámica es política, pero no es un 
órgano soberano, como suele decirse con cierta liviandad 
jurídica, sino que es un órgano sometido a la Constitución 
y asus propios reglamentos que lo autolimitan. Por lo tanto, 
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me parece que es necesario dividir mi exposición en dos 
partes. 


Adelanto que en nombre de toda la Bancada del Frente 
Amplio, sinexcepciones, vamos a proponer que se conceda 
el desafuero solicitado, pero también que se tenga presente, 
desde ya -voy a leer la resolución que es bien explicativa- 
que el desafuero no supone una condena a ningún Legisla- 
dor. Se trata de una suspensión de sus actividades para que 
el Poder Judicial sea el que decida si su conducta amerita, 
o no, un procesamiento de tipo penal. Ese es el contenido 
del desafuero, y desde el punto de vista jurídico esto es 
absolutamente indudable; no lo discute nadie. No existen 
dos bibliotecas en este punto que acabo de afirmar. En 
Derecho suele decirse, livianamente, que siempre hay dos 
bibliotecas. Personalmente, lucho contra esa afirmación y 
digo que a veces hay una biblioteca y una estantería barata 
inventada por razones de interés personal, político o espe- 
cial. No siempre hay dos bibliotecas. Creo que todos esta- 
mos de acuerdo con que el levantamiento de los fueros de 
un Legislador no es una condena del órgano político, en 
este caso del Senado, diciendo si la persona merece ser 
procesada. Me parece que esto es indiscutible; no conozco 
un solo autor que diga lo contrario. Sin duda, porque 
estamos dentro de un órgano político -no me voy arefugiar 
en aquello para lo que tengo más vocación, que es el 
Derecho-, el otorgamiento del desafuero tiene una repercu- 
sión política, sobre todo cuando se lo utiliza con títulos 
espectaculares; tiene una repercusión política desfavora- 
ble para la persona, pero jurídicamente es indiscutible: el 
desafuero supone la suspensión del Legislador para que el 
Juez pueda indagar y decir si le inicia o no un proceso penal. 


Esta afirmación la voy a comentar mejor en la segunda 
parte de mi exposición. La primera tiene que ver con el 
contexto jurídico -aunque tiene matices políticos por la 
naturaleza de este órgano- en el cual se desarrolla esta 
sesión. La misma se da en un contexto que no es sencillo; 
es complejo. Cuando hablo de contexto, me refiero a varios 
años. 


El hecho desencadenante es muy concreto: se trata del 
Oficio N* 118 que envió, a través de la Suprema Corte de 
Justicia, el Juzgado de Primera Instancia en lo Penal de 17* 
Turno, donde se pide el desafuero del señor Senador de la 
República Juan Justo Amaro, en virtud del artículo 114 de 
la Constitución. Allí, el Juez dice: “Motiva el presente 
petitorio, habilitar su comparecencia ante esta Sede, para 
prestar declaración al amparo de lo editado por el artículo 
126 del Código del Proceso Penal y además resolver su 
situación procesal”. Esto es exactamente lo que señala el 
Juez y no dice más que esto. Luego aclara -y voy a leer 
textualmente- que estas actuaciones “fueron iniciadas a 
partir de una denuncia del Ente Estatal y tras su instruc- 
ción”, el Juez relata; no dice que comparte, “el Ministerio 
Público requirió el procesamiento y prisión del citado Le- 
gislador por un delito continuado de Fraude (Art. 160 del 
CP) y cuatro delitos de Abuso genérico de funciones en 
casos no previstos especialmente por la ley (Art. 162 del 
CP), todos en reiteración real”. Este es el texto del Oficio 
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detonante de esta sesión. Cuando se produjo su llegada, 
desde luego, pasó a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación del Senado y, como no podía ser de otra manera, lo 
primero que se hizo fue escuchar al señor Senador Amaro, 
quien hizo una exposición similar a la que realizó en el día 
de hoy. 


El contexto de esta situación es este pedido de desafue- 
ro y el de varios Directores de OSE, dos de los cuales fueron 
procesados penalmente. En el caso del señor Senador Amaro 
y de un señor representante, el Juez pide el desafuero para 
hacer una indagación. En ese contexto también debemos 
incluir el procesamiento -en este caso, sin prisión- de varios 
funcionarios subordinados -es decir que no eran Directo- 
res- de OSE. 


El segundo elemento es de carácter procesal y es una 
información que ya di ala Comisión. Algunos de los proce- 
sados -ninguno de ellos tiene pendiente la decisión de si se 
otorga o no el desafuero- presentaron recurso de apelación, 
lo que no significa, como fue aclarado en la Comisión -creo 
que por el señor Senador Sanguinetti-, que los que no 
apelaron consintieron el procesamiento. Todo abogado 
sabe que cuando hay un procesamiento la estrategia de la 
defensa puede ser: apelarlo, cuando quiere lograr un pro- 
nunciamiento -aunque éste demore y el involucrado siga en 
prisión- definitivo de un Tribunal que lo declare inocente; 
y otras veces, si se trata de un delito cuya tipificación no 
amerita pena de penitenciaría, se pide la libertad provisional 
de inmediato. Personalmente, tengo entendido qué es lo 
que debe haber hecho alguno de los procesados y por esa 
razón está en libertad provisional. Hago esta aclaración, 
para explicar que cuando digo que algunos apelaron no 
estoy afirmando que quienes no lo hicieron consintieron el 
procesamiento. Simplemente presento hechos objetivos 
procesales que integran el conjunto de circunstancias que 
rodean esta sesión. 


Por una circunstancia que voy a señalar, también quiero 
expresar que desde hace un tiempo en el Uruguay se viene 
hablando -aclaro que no lo hacemos nosotros, el Frente 
Amplio- de la judicialización de la política. El tema se ha 
planteado y, evidentemente, integra el contexto de sesio- 
nes como ésta. Este fenómeno viene ocurriendo con un 
sentido equívoco -no sé exactamente qué se quiere decir- 
desde hace varios años, porque el Uruguay ha vivido 
momentos dolorosos para todos y no solamente para los 
partidos cuyos militantes lo han sufrido de manera particu- 
lar. Reitero que es doloroso que en un país como el Uruguay 
haya procesamientos de ex Ministros, de Directores de 
Entes Autónomos, de ediles y ex ediles en Rivera. Estas son 
cosas que conmueven a la opinión política de todos los 
partidos y no le hacen bien a ninguno. Nadie puede preten- 
der que le hace bien porque le puede sacar el jugo a la 
situación y decir que a un integrante de otro partido le pasó 
determinada cosa, mientras que alos del suyo no. Eso noes 
así; no le viene bien al Uruguay ni a ninguno de sus partidos 
políticos. Sinembargo, éste integra el contexto que estamos 
viviendo y explica uno de los Considerandos de la Resolu- 
ción, que es muy explicativa y en la que se va a la parte 
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concreta de los fundamentos del desafuero. 


Hay otro elemento que integra el contexto, que no es 
jurídico ni motivó la Resolución que luego voy a proponer 
en nombre de la Bancada, sino que es exacto, ha ocurrido y 
no lo puedo ignorar. 


Personalmente, lamento que sea así y que se esté desa- 
rrollando esta sesión. A ningún Legislador le gusta que se 
esté considerando un pedido de desafuero de un miembro 
del Cuerpo que integra, cualquiera sea el partido al que 
pertenezca. Como es sabido, recientemente hubo una de- 
nuncia contra el compañero Nicolini vinculada a una ope- 
ración que se realizó en un hospital público mediante el 
trámite de un carné de asistencia. En esa circunstancia se 
discutió si lo hizo, o no, para que no le cobraran y nuestra 
fuerza política, a través de su grupo, le dijo que debía 
renunciar y le aceptamos su renuncia. En ese caso, no se 
trató de la suspensión de los fueros, sino de quitárselos. 
En lo personal, voté esa renuncia para que fuera al Juzgado 
sin ninguna clase de protección. 


Aprovecho esta circunstancia para aclarar un tema que 
no es político, sino jurídico. En el Uruguay, sobre todo a 
partir de la obra de Justino Jiménez de Aréchaga nieto, el 
más prestigioso constitucionalista que tuvo y tiene 
Latinoamérica, maestro de quienes nos dedicamos al Derecho 
Constitucional, e incluso desde la época de su abuelo que 
también habló del Poder Legislativo, prácticamente toda la 
doctrina opina que los fueros son irrenunciables. Muchas 
veces los Legisladores expresan que van a renunciar a sus 
fueron, pero la doctrina dice otra cosa. En ese sentido, 
Justino Jiménez de Aréchaga sostiene que el fundamento de 
los fueros no es proteger a los Legisladores, sino a los 
Cuerpos parlamentarios. En términos técnicos, se habla de 
que son fueros reales -en la prosapia latina de “re” en el 
sentido de cosa- y no personales, es decir que se protege 
al órgano y no a las personas físicas. Reitero que ésta es la 
opinión de la Doctrina y de todos o casi todos los Jueces. 


Quiero decir que no comparto esa opinión y que creo que 
los fueros son un tema diferente, aunque aclaro que no me 
estoy refiriendo a este caso específico. Esto es algo que 
escribí hace mucho tiempo en discursos y soy consciente 
de que mi opinión está casi sola en la doctrina uruguaya, 
puesto que los demás profesores de Derecho Constitucio- 
nal de la Universidad de la República consienten la doctrina 
que sentó Justino Jiménez de Aréchaga, aunque no lo hayan 
expresado de una forma sistemática. Efectivamente, creo 
que desde que nacen en Inglaterra, Estados Unidos y en 
tantos otros países en que existe -salvo en dos países 
musulmanes de Oriente, donde no están regulados como 
aquí, aunque también existen-, el fundamento de los fueros 
es proteger la independencia de los órganos. Sin embargo, 
a mi juicio el ejercicio de los fueros es personal. Es algo 
similar a cuando se dice que la huelga es un derecho 
colectivo; sin duda, no existe una huelga de una sola 
persona, ya que si alguien decide faltar a su trabajo sería 
sancionado por ello. Está claro que el ejercicio del derecho 
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de huelga permite que lo ponga en práctica quien así lo 
desee. A su vez, el fundamento de la protección a la vejez 
es la mayoría de edad, pero también el ejercicio de la 
jubilación es personal puesto que si decido no cobrarla, no 
me presento ante la Caja de Jubilaciones y no accedo a ella. 
Por supuesto que si esto sucediera me internarían en un 
psiquiátrico pero, de todos modos, creo que ese derecho es 
renunciable, aunque el fundamento no sea proteger indivi- 
dualmente a la persona sino a un sector etario que no está 
en condiciones de trabajar. 


Repito: no estoy diciendo que en lugar de tratar este 
tema de los fueros, el señor Senador Amaro tenga que 
renunciar. ¿Por qué no lo estoy diciendo? Porque la mayor 
parte de la doctrina opina que los fueros no son renunciables. 
Probablemente, si el señor Senador se presentara ante un 
Juez y dice que pretende renunciar a sus fueros, le diría lo 
mismo que otro gran Juez le expresó a un Diputado que 
conozco, que era abogado. En aquella ocasión el Juez le 
dijo: “No vengas aquí a hacerte el cartel, porque tú sabes 
que los fueros son irrenunciables”. Esto ocurrió hace mu- 
chos años y, naturalmente, no voy a decir el nombre del 
Juez, que ya no vive, ni del Diputado que era un colega que 
estudiaba en mi época. Incluso recuerdo que esta persona 
se presentó ante el Juez rodeado de la prensa. Por lo tanto, 
no estoy haciendo ningún reproche. 


Voy a leer algunas expresiones que publiqué en un libro 
en el año 2001 y pido disculpas por estar citando mis 
palabras, pero quiero demostrar que esto es objetivo y que 
no tiene nada que ver con el caso concreto que estamos 
considerando. Bajo el título “¿Son irrenunciables los fue- 
ros?” dejo sentada “la tesis de que los fueros no son 
renunciables basada en que están establecidos con funda- 
mento en el beneficio de los órganos legislativos y no de las 
personas de sus miembros. Es una posición seria que ha 
salido al paso, más de una vez, frente a actitudes un tanto 
espectaculares, de imagen, por las cuales un Legislador 
afirma públicamente: “Renunciaré a mis fueros, para que se 
me investigue”, etc.”. Aclaro que cuando realicé esta publi- 
cación estaba pensando en ese Legislador amigo. 


También digo allí que “Nos parece sin embargo que si 
bien el fundamento de los fueros es la protección del 
Parlamento, lo cierto es que su ejercicio, inequívocamente, 
pertenece a las personas de los Legisladores. De modo que, 
jurídicamente, nos parece que un Legislador puede ir a un 
Juzgado y expresar que se somete a un juicio penal para que 
lo investiguen, afirmando que renuncia al ejercicio del 
fuero”. Asimismo, afirmé que “admitiendo las dificultades 
del tema, pensamos que es cierto que el fundamento de los 
fueros es proteger a los órganos y no a las personas, pero 
la naturaleza (o sea, el género de fenómeno jurídico) es una 
protección a personas, a seres físicos y concretos. Siendo 
así, después de mucho meditarlo”, reitero que esto lo dije en 
el año 2001, “hemos llegado a la conclusión de que su 
ejercicio es renunciable”. Digo todo esto porque considero 
que integra el contexto de lo que estamos hablando, aunque 
reitero que no es un reproche porque tengo conocimiento 
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de la opinión de los jueces. 


Quiero aclarar que todo lo que he expresado está relacio- 
nado con la propuesta concreta que vamos a hacer en 
nombre de toda la Bancada. Lo que ocurre es que estamos 
haciendo fundamentaciones que van a permitir que la expo- 
sición se realice más rápidamente cuando se proceda a la 
lectura del proyecto de resolución que es muy explicativo. 
En consecuencia, si enlentezco la exposición desde ya pido 
disculpas porque no creo que sea saludable que esta sesión 
se prolongue por mucho tiempo. 


En este momento existen tres pedidos judiciales de 
desafuero: dos vinculados a Diputados y un tercero que es 
el del señor Senador Amaro. Hay otro pedido que no es de 
desafuero, sino que refiere a otro mecanismo por el cual el 
órgano parlamentario procede a destituir a un Legislador; 
más precisamente me estoy refiriendo a un juicio político a 
un edil de Montevideo. Por último, se presentó otro que 
llegó con defectos formales y que la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación no tiene muy claro si se trata de un 
pedido de juicio político o de cese para un edil de Rivera por 
el trámite de un permiso para usar un remise, cuando apa- 
rentemente pidió autorización para empadronar un auto. La 
resolución de la Junta, en lugar de llegar al Senado para que 
lo remitiera a la Comisión respectiva que es la de Cons- 
titución y Legislación, fue enviada directamente a la Comi- 
sión mencionada. Como el señor Presidente advirtió este 
defecto formal tan importante, lo informó y fue devuelta a 
la Junta, a los efectos de que si desea insistir, lo envíe 
nuevamente. 


Quiero decir de forma cordial y sin ninguna ironía que, 
coincidiendo cronológicamente con todo esto, se produce 
una afirmación que no comparto en la que se expresa que se 
está judicializando la política. Esto sucedió hace poco 
tiempo y en ocasión del nombramiento del doctor Ruibal 
como Ministro de la Suprema Corte de Justicia. Esa desig- 
nación fue aprobada por unanimidad en la Asamblea Gene- 
ral y se hicieron dos discursos además del mío, para lo cual 
fui designado. Esos otros dos discursos mencionaron la 
judicialización de la política y confieso que no me pareció 
que ese fuera el momento oportuno para hacerlo. Si bien 
creo que están equivocados, reitero que no me pareció que 
ese fuera el momento para expresarlo, ya que estábamos 
designando por unanimidad a un miembro de la Suprema 
Corte de Justicia. Me consta que la intención de quienes 
hicieron esas manifestaciones no era aprovechar la oportu- 
nidad de que se estuviera hablando de un Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia -esto quedó en claro en la Comi- 
sión de Constitución y Legislación, donde estas personas 
así lo expresaron-, pero reitero que me parece que no fue 
oportuno. Digo esto con mucha cordialidad y franqueza. 


Es más, cuando el señor Presidente dio por concluida la 
Asamblea General, no tuve tiempo de saludar al Ministro de 
la Suprema Corte de Justicia - mucha gente lo hizo-, pero una 
familiar que no me conocía -relato esto sin intención de 
reprochar nada a nadie, sino para dejar en claro que mis 
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consideraciones no eran erradas en cuanto a la oportunidad 
de plantearlo allí- se me acercó, me saludó muy afectuosa- 
mente y me dijo que si bien no me conocía, me saludaba 
porque había sido el único que había hablado de su parien- 
te, porque los demás se habían referido a sus problemas 
políticos. 


Esto lo recuerdo, además, por una coincidencia muy 
peculiar: yo conocía a esta persona desde hacía mucho, 
sobre todo a partir de un momento, durante la dictadura, en 
que integramos juntos un tribunal superior que declaró que 
el Club Banco República le había ganado a Peñarol el 
campeonato de fútbol de salón. Esto motivó una protesta 
extraordinaria de Peñarol y una audición muy fuerte del 
delegado de este club de fútbol. 


Desde ese momento tuve una muy buena relación perso- 
nal con ese Juez, cuya trayectoria seguí después a raíz de 
ese episodio bastante pintoresco. Digo esto porque al 
Coronel, que era el interventor, los tres miembros del Tribu- 
nal que había nombrado lo estuvieron por echar; la dictadu- 
ra lo estuvo por echar pero no lo hizo, seguramente porque 
se trataba de un Coronel de educación física y, además, 
porque era de Rocha. Entonces, se salvó. 


Quiero decir, con respecto a este tema de la judicialización 
de la política que, en principio, no lo entiendo, no sé de qué 
se trata. No sé si se está refiriendo a que los políticos, en 
lugar de resolver sus problemas, se los mandan a los jueces; 
aparentemente es eso, y en lo personal prefiero que sea así 
y no que los jueces se estén metiendo en política, porque 
esto es mucho más grave y es algo que creo que no existe. 
Esta es una expresión compleja y pienso que lajudicialización 
de la política tiene muchas causas pero, entre otras, está la 
relativa alos partidos políticos, que tienen muchos años en 
el Uruguay y ponen mucha pasión, y a veces no toman las 
debidas precauciones para los controles conductuales, 
como dicen algunas de las escuelas opuestas al psicoaná- 
lisis. Quiere decir que no toman los controles necesarios ni 
medidas bien publicitadas acerca de qué hacen cuando hay 
irregularidades o conductas que pueden ser dudosas. Creo 
que esta es una de las causas. 


Otra puede ser que si alguien piensa que puede haber 
algún delito, para cubrirse y sin pensar mucho, puede 
decidir que manda, por las dudas, todos los antecedentes 
ala Justicia, porque no sea cosa que después le apliquen lo 
establecido en el artículo 177 del Código Penal que refiere 
al delito de omisión en presentar las denuncias. Este delito 
sólo lo pueden cometer los policías, los jueces y los funcio- 
narios públicos, cuando las consecuencias de un eventual 
delito recaen en su repartición. 


También puede haber alguna otra causa que considero 
importante. Este país necesita una ley reglamentaria del 
artículo 120 de la Constitución, que es el que prevé la 
conformación de Comisiones Investigadoras. Esta disposi- 
ción se limita a decir que las Cámaras podrán nombrar 
Comisiones parlamentarias de investigación o para sumi- 
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nistrar datos con fines legislativos, y las facultades de esa 
Comisiones siempre se discuten. Si una de estas Comisio- 
nes llama a un testigo y éste no viene o el jerarca no lo deja 
concurrir, el asunto sigue, sigue y sigue, languidece y 
finalmente ahí queda. Así, se forman expedientes de dos mil 
hojas, como éste, que tiene más de treinta mil si lo conside- 
ramos en su totalidad. Digo esto porque el expediente de 
ahora tiene dos mil hojas y en el Juzgado hay aproxima- 
damente treinta mil más en una cantidad de cajas, que llenan 
una pieza. 


Como decía, es lamentable que no haya una reglamenta- 
ción en este sentido. Á este respecto, quiero decir que hubo 
una ley que en lo personal me causaba mucha satisfacción. 
Me apresuro a avisar que si esa ley no hubiera sido vetada 
O si el veto se hubiera levantado -lo que no sucedió-, a lo 
mejor, en este caso habría sido bueno hacer una investiga- 
ción antes de resolver sobre el desafuero, que es una de las 
cosas previstas por la doctrina. Me refiero a que antes de 
resolver sobre el desafuero, el órgano parlamentario pudie- 
ra resolver hacer una investigación para ver si las irregula- 
ridades son suficientes como para dar o no el desafuero. 


Sin embargo, justamente fueron vetados los artículos 
que otorgaban esas facultades. En lo personal, reitero que 
me gustaba mucho la ley que fue vetada, que fue elaborada 
por el doctor Gonzalo Aguirre cuando era Presidente del 
Senado. Esto era también porque sentía una gran satisfac- 
ción académica ya que estaba basada -y así lo decía- en las 
conclusiones de un librito que publiqué en mi carrera do- 
cente sobre Comisiones parlamentarias de investigación. 
Creo que esto se ajustaba perfectamente a la Constitución; 
en el caso de los testigos establecía que si un testigo se 
negaba a declarar o un jerarca no lo dejaba concurrir, la 
Comisión podía pedir al Juez que ordenara su comparecen- 
cia. El Juez, luego de estudiar los fundamentos, podía 
ordenar la comparecencia de ese testigo. Sin embargo, esto 
fue quitado y resulta que si cualquier persona en un juicio 
ofrece la declaración de un testigo, el Juez lo puede citar a 
declarar y si no concurre por dos veces, lo puede hacer 
conducir por la Policía; en cambio, una Comisión Investi- 
gadora parlamentaria no tiene ese derecho. Me parece que 
esa facultad no era inconstitucional, así como tampoco 
muchas otras que allí se incluían. 


Considero que si esto pudiera hacerse en las Comisiones 
Investigadoras, se podría indagar a fondo en la búsqueda 
de la verdad y éstas no serían simplemente Comisiones que 
duran mucho tiempo. 


Sé que hay mucha impaciencia para que llegue al tema de 
fondo, pero me parece que todo esto permite que después, 
simplemente, haya que leer la resolución; no me voy a 
extender mucho. 


Hay otro elemento que integra el contexto y que creo que 
sí es una coincidencia cronológica típica. No estoy insi- 
nuando ni diciendo -si lo pensara, lo diría con toda franque- 
za- que la propuesta de derogar el artículo del Código Penal 
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que castiga el abuso innominado de funciones tenga que 
ver con este caso concreto que tenemos acá o con los que 
está considerando la Cámara de Representantes. Recalco 
que no lo estoy insinuando ni diciendo; lo que quiero 
manifestar es que cronológicamente esto ha coincidido, y 
tan así es, que la Comisión de Constitución y Legislación 
está tratando este tema. Incluso, se ha pensado en consul- 
tar a la Comisión de Reforma del Código Penal a este 
respecto. 


Debo decir que no estoy de acuerdo con la derogación 
de ese artículo y sobre esto quiero manifestar varias cosas. 
El fundamento para la derogación podría ser suimprecisión, 
en cuyo caso lo que habría que hacer es mejorar la redac- 
ción. No obstante, el argumento que se esgrime, en general, 
es la influencia que el código fascista italiano tuvo en el 
Código Penal uruguayo de 1934. Creo que este es un error. 
Irureta Goyena, que es el autor del Código Penal uruguayo, 
cuando lo hizo trató de quitarle importancia a esto. Era un 
gran jurista y él mismo, en sus notas, explica que al Código 
le quitaba aquellos aspectos fascistas, pero puede haber 
quedado algo. Sin embargo, esto no quedó. La prueba más 
clara de que ese artículo no tuvo influencia fascista es que 
el Uruguay tuvo otro Código Penal antes, en 1889. El artí- 
culo 180 de este Código Penal uruguayo de 1889, que era 
originario de un proyecto de Zanardelli, incluía el delito de 
abuso innominado de funciones, que después se incluyó en 
el Código Penal de 1934. Zanardelli también es un apellido 
italiano, pero no quiere decir que en esa época, en 1889, el 
fascismo tuviera algo que ver. El fascismo existió siempre en 
el mundo, de eso no hay duda, pero no como doctrina o 
como “media lengua doctrinaria” que, como dice Justino 
Jiménez de Aréchaga, existió a partir de las elaboraciones de 
Mussolini y sus acólitos. 


Por otra parte -y esto lo vamos a leer en la resolución-, 
este delito de abuso innominado de funciones se podría 
precisar más; esto ya lo han hecho los jueces que, cuando 
procesan por esta figura, establecen una serie de condicio- 
nes aprovechando la palabra abuso y las que contiene el 
propio artículo. Este artículo fue ratificado por el Uruguay 
el 23 de diciembre de 1998, exactamente con el mismo texto, 
en la Ley Anticorrupción. Obviamente, si se hubiera consi- 
derado que había que derogarlo, no se hubiera ratificado. 


Por último, hay una Convención muy reciente de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción, firmada por el Uru- 
guay -aprobada por ley y ratificada por nuestro país en el 
año 2006- cuyo artículo 19 dice que todos los países perte- 
necientes a las Naciones Unidas deberán legislar para que 
exista el delito de abuso de funciones. El Uruguay ya lo 
tiene; así se manifestó en varios congresos -incluso fue 
considerado un adelantado en la materia porque había 
varios países que no lo tenían-, aunque puede ser correcto 
precisar mejor el texto y no dejarlo librado a la jurispruden- 
cia. 


Otra consideración que quiero hacer de este contexto 
tiene que ver con el caso, aunque no refiere estrictamente 
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a un asunto entre los Legisladores, sino que se vincula con 
una empresa periodística, el diario “El País”, que trató el 
tema. Dicha empresa se refirió a mí; debo decir incluso que 
en más de una oportunidad me ha atacado mintiendo de 
manera ostensible y grotesca, y no sé por qué. Podría 
entenderse si yo fuera una figura política de cierto nivel, 
para hacerle daño a la izquierda, pero no soy de primer ni de 
segundo nivel; sin embargo, varias veces lo ha hecho. Lo 
último que hizo, el 30 de mayo pasado, fue publicar, mintien- 
do en el título, en el subtítulo y, luego, en lo que voy a leer. 
Dice el título: “Con disconformes el Frente Amplio vota 
desafuero.” Mentira, toda la Bancada votó el desafuero, y 
debo decir aquí con mucho orgullo que es la primera vez que 
propongo -yo, el que habla- una resolución fundada, que 
nadie había propuesto, que fue escuchada en total silencio 
y que sólo recibió dos agregados. Una frase fue agregada 
por el señor Senador Breccia -no está presente en Sala, pero 
podría ratificarlo- en el apartado c), donde decía: “la convic- 
ción de que se justifica por lo menos una indagación por el 
Juzgado, quien decidirá si los hechos ameritan una causa 
penal”. Allí, el señor Senador Breccia propuso la sustitu- 
ción de la expresión final por “si los hechos ameritan o no 
el procesamiento solicitado”, que en definitiva es exacta- 
mente lo mismo. La otra corrección fue una palabra que 
agregó el señor Senador Michelini en la frase: “El Senado ha 
estudiado con prolijidad el voluminoso expediente 
motivante de este pedido de desafuero y ha quedado con- 
vencido de la existencia de irregularidades”, donde el señor 
Senador Michelini propuso -y naturalmente, todos acepta- 
mos de inmediato- agregar la palabra “posible” antes de 
“existencia”. Todo lo demás, reitero, fue apoyado por la 
Bancada en pleno, sin excepciones, sin objeciones, con un 
silencio de absoluto apoyo, cosa que nunca me ha ocurri- 
do, ya que siempre ha habido otras opiniones, como es 
lógico. 


Quiero decir más, señor Presidente. El señor Senador 
Couriel intervino en esa oportunidad y, en un principio, 
conociendo su espíritu humorístico, creí que estaba hacien- 
do una cachada. Pidió la palabra a la compañera coordina- 
dora y expresó: “Quiero decir que después de escuchar la 
lectura de la resolución, mi reacción fue que tenía ganas de 
aplaudir”. Desde luego, conociendo a Couriel, reitero, creí 
que era una de sus clásicas bromas, pero después aclaró 
que lo estaba diciendo en serio. 


Por lo tanto, eso que dice el diario “El País”, la mentira 
de que fueron votos disconformes, la mentira del subtítulo 
que dice: “Caso Amaro trajo divisiones pero se actuará en 
bloque”, se completa con lo que voy a citar a continuación. 
Antes, debemos destacar que esto podría ser un tema 
genérico ya que, para simplificar las cosas, podemos decir 
que “El País” es una empresa periodística de derecha y que 
el Frente Amplio es una fuerza política de izquierda, por lo 
que esto sería un ataque contra una fuerza de izquierda. 
Pero fíjense lo que expresa después: “Esta es la peor ofensa 
en la historia del Parlamento. Te lo quería decir porque lo 
que se resolvió no representa atoda la Bancada. Lo conozco 
a Amaro desde los 70 y sé quién es. Es una persona de bien. 
Te lo quería decir acá, entre vos y yo”. Luego el editorial 
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agrega: “Estas palabras pertenecen al Senador socialista 
José Korzeniak, y se las dijo ayer en el ambulatorio del 
Parlamento al Senador colorado Julio María Sanguinetti”. 
“Está bien, está bien”, fue la respuesta del líder del Foro 
Batllista. Finalmente dice: “Esta conversación fue registra- 
da por El País después de la sesión de ayer de la Comisión 
de Constitución y Legislación”. 


Lo leo y digo: esto es mentira, absolutamente mentira. 
Además, en el texto se usa una expresión clásica de los 
picapleitos: “fue registrada”. ¿Qué quiere decir “fue regis- 
trada? ¿Que fue grabada? Si es así, le pido a la empresa 
periodística “El País” que traiga la grabación que yo no voy 
a oponerme a que se divulgue diciendo que fue tomada sin 
mi consentimiento, porque es mentira que haya ocurrido 
esto. Además, voy a poner como testigo al señor Senador 
Sanguinetti, que está aquí presente, con quien nos queda- 
mos hablando luego de finalizada la sesión, como lo hace- 
mos con frecuencia, para referirnos a muchos temas. Última- 
mente, tratamos la preocupación compartida de que el cua- 
dro de Rodó sigue inclinado y que no hay manera de que lo 
pongan derecho, por lo que un día se va a caer. También 
hablamos de deporte y de política, pero siempre con mucha 
cordialidad. De todos modos, como las empresas periodís- 
ticas mentirosas tienen patas cortas -y acá lo ponen entre 
comillas como si estuviera grabado-, quiero decir que a 
pesar de que nos conocemos desde hace unos cuantos años 
y que nos tratamos con una cordialidad que celebro, nunca 
nos hemos tuteado. Además, es un agravio que me atribu- 
yan decir “entre vos y yo”, porque si alguien aquí me oyó 
decir “vos” alguna vez, le pago. A un rochense no le digan 
“vos” porque no usa esa palabra; a mí me rechina y no me 
gusta oírla -lo digo sinceramente-, por lo que, reitero, no la 
uso. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gustavo 
Penadés.) 


-Veo que hay quórum bastante escaso, pero aclaro que 
no me estoy desahogando; admito y me parece muy bien 
que el señor Senador Amaro lo haya hecho, pero, reitero, no 
me estoy desahogando; simplemente, me estoy divirtiendo 
con “El País”. 


Esta empresa periodística, cuando en México formamos 
la llamada “Convergencia Democrática” para ver si podía- 
mos hacer algo contra la dictadura, con mayoría de 
frenteamplistas, pero también con blancos -estaba el hijo de 
Wilson Ferreira Aldunate- y con algún colorado, publicó el 
currículum de todos nosotros. En aquel entonces, el diario 
“El País” dijo de Carlos Martínez Moreno lo siguiente: 
“Dice que es novelista, pero en realidad es el fundador del 
Movimiento Revolucionario Oriental” -Ariel Collazo debe 
haberse puesto preocupadísimo-, y de mí puso: “Dice que 
es profesor de derecho constitucional, pero en realidad es 
profesor de marxismo-leninismo en el Centro Carlos Marx”. 
En esa época este Centro ya no existía, porque habíamos 
sacado los nombres de cada uno de esos lugares; pero, 
además, nunca fui profesor de marxismo-leninismo. Por 
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cierto que a Marx lo sigo leyendo con gran placer, pero soy 
un viejo profesor de Derecho Constitucional, bueno o malo 
pero lo sigo siendo. 


Quiero agregar algo más porque conozco bastante la 
interna del diario “El País”. A este diario nunca le he llamado 
alcahuete de la dictadura -aunque fue genuflexo con ella- 
por respeto a los hermanos Beltrán, que eran demócratas. 
Cuando salió esta nota me llamó Washington Beltrán para 
decirme que él no había tenido nada que ver con esa 
canallada que había salido publicada, razón por la cual me 
sentí muy contento. Me llamó porque habíamos hecho una 
buena amistad y, como dije antes, voy a contar una interna 
de “El País”. Se trata de algo que él me contó y que está en 
el contexto del tema, porque dicho diario habla de este 
asunto. El doctor Washington Beltrán era abogado de un 
cambista, que tenía un cambio casi pegado al hotel en donde 
vivía Zelmar Michelini en la época de la dictadura. Un día me 
llamó porque, como yo iba constantemente a los Juzgados 
Militares -dado que hacía defensas políticas-, quería pedir- 
me que viera -en un expediente- si ese señor cambista, que 
quería venir al Uruguay, corría peligro. Le pregunté cuál era 
el motivo por el que no iba él mismo a consultar el expediente 
y si era igual que Aréchaga. Precisamente, Aréchaga decía 
que no iba a la Justicia Militar porque ésta es a la Justicia 
como la música castrense es a la música, y nunca fue. 
Beltrán me contestó que no y que me iba a contar: “Yo no 
soy dueño de “El País” ni participo de sus ganancias; yo soy 
Director pero cobro un sueldo y vivo de eso. Si voy a un 
Juzgado Militar corro riesgos en “El País”; además, cuando 
quiero usar la palabra “democracia” en alguna editorial, “El 
País? me exige firmarla”. Reitero que todo esto me lo contó 
Washington Beltrán. También por estas razones me llamó y 
yo me sentí muy halagado. 


De la misma forma, tengo algún otro amigo en ese diario 
del cual tengo muy buenos recuerdos, aunque ideológica- 
mente no tenga nada que ver conmigo. Es un hombre de un 
gran humor y me estoy refiriendo a Daniel Scheck, cuya 
mejoría siempre he deseado porque desde hace tiempo está 
en una situación física muy difícil. 


Dejemos este episodio que, si no fuera por la belleza de 
este lugar y por lo augusto de su naturaleza, hubiera dicho 
que más vale no gastar pólvora en chimangos. Sin embargo, 
es una frase que no digo, porque estamos en un lugar 
bastante más solemne y lo dije en otros términos. 


Señor Presidente: ahora voy a dar lectura a la propuesta 
de resolución que fuera aprobada por toda la Bancada que, 
además, me designó como informante. Creo que va a ser una 
lectura breve con algún comentario sencillo. Dice así: “Vis- 
to: el oficio N” 118 de 23 de marzo ppdo. por el cual el 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 17” 
Turno solicita el desafuero del señor Senador Juan Justo 
Amaro”. Aclaro que una semana antes de la fecha en que se 
aprobó esta propuesta en la Bancada, ya tenía la resolución 
hecha porque había terminado de estudiar todo el expedien- 
te, pero anuncié que no la distribuiría ni diría su contenido 
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porque el jueves siguiente iba a comparecer el señor Sena- 
dor Amaro y yo no quería opinar ni culminar la resolución 
sin escucharlo. Precisamente, uno de los Considerandos 
contenido aquí ha sido fruto de dicha exposición. Por lo 
tanto, no me arrepiento de haber tardado una semana más; 
la Bancada lo escuchó, no dijo nada y a la semana siguiente 
leyó la propuesta de resolución. Continúo con la lectura: 
“Resultando: I.- El mencionado Juzgado informa que el 
Ministerio Público ha solicitado el procesamiento y prisión 
del referido Senador por un delito continuado de Fraude 
(art. 160 del Código Penal) y cuatro delitos de Abuso 
genérico de funciones en casos no previstos especialmente 
por la ley (art. 162 del Código Penal), todos en reiteración 
real. 


IT.- El 3 de mayo ppdo. la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado oyó al Sr. Senador Amaro, quien 
expuso su punto de vista sobre el tema (Carpeta 778/2007 
- Dist. 1623/2007), asistido por dos Abogados”. Debo acla- 
rar -porque no está entre los Resultandos- que el día en que 
la Comisión -no la Bancada- se reunió para deliberar, el 
señor Senador Amaro le llevó una nota al Presidente, señor 
Senador Gallinal -quien la distribuyó-, refiriéndose a una 
pregunta que había formulado el señor Senador Michelini 
en una sesión anterior, en la que había comparecido el señor 
Senador Amaro. 


La propuesta continúa de la siguiente manera: “Consi- 
derando: I.- La solicitud de desafuero de un Legislador se 
rige por el art. 114 de la Constitución, que establece: “Nin- 
gún Senador o Representante, desde el día de su elección 
hasta el de su cese, podrá ser acusado criminalmente, ni aun 
por delitos comunes que no sean de los detallados en el 
artículo 93, sino ante su respectiva Cámara, la cual, por dos 
tercios de votos del total de sus componentes, resolverá si 
hay lugar a la formación de causa, y, en caso afirmativo, lo 
declarará suspendido en sus funciones y quedará a dispo- 
sición del Tribunal competente”. 


TT.- En la doctrina y en la historia parlamentaria, este 
precepto ha dado lugar a varias discusiones. Sin embargo, 
las opiniones técnicas mayoritarias se han ido decantando, 
al punto de que este Senado, conforme a ellas, considera: 


a) que la expresión “acusado” debe entenderse en el 
sentido de “procesado” o incluso “indagado” y no con el 
alcance que las normas del proceso penal otorgan a la 
acusación como comienzo de la etapa final del juicio penal 
(el *plenario?”);”. Para aquellos que no son abogados, debo 
decir que el juicio penal tiene el presumario, antes del 
procesamiento; el sumario, que empieza con el procesa- 
miento; y el plenario, que es la última etapa y empieza con 
la acusación del Fiscal, después que se han hecho todas las 
pruebas, etcétera. Además, la Constitución dice “acusado” 
pero, en realidad, quiere decir “procesado” o “indagado”. 


Continúo con la lectura: “b) que los delitos comunes 
a E 6 | de 
que no sean los del art. 93” no pueden ser la “violación de 
la Constitución u otros delitos graves”, en cuyo caso el 
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procedimiento correcto sería el del juicio político (art. 93, 
102 y 103) y no éste del desafuero previsto en el art. 114;”. 
Aclaro que este tema fue debatido en el año 1972 -si mal no 
recuerdo- y los hermanos Beltrán fueron quienes llamaron, 
de apuro, a Justino Jiménez de Aréchaga y a quien habla a 
la Comisión -episodio que ya he contado y por el que me 
sentí muy honrado, ya que acompañé al doctor Jiménez de 
Aréchaga, quien dijo que venía, como un médico, a hacer 
cirugía de urgencia porque le habían avisado media hora 
antes-, porque un Juzgado Militar pedía el desafuero del 
señor representante Ferrer, por atentado contra la Consti- 
tución. En este caso sostuvimos que el procedimiento a 
seguir para los delitos del artículo 93  -violación de la 
Constitución u otros delitos graves- era el juicio político, en 
el que intervienen las dos Cámaras, y no el desafuero, que 
es una mera suspensión y no una destitución, y lo resuelve 
una sola Cámara. Ese fue el criterio que la Cámara de 
Representantes estaba sosteniendo. Por lo tanto, debería 
tratarse de delitos que no sean los del artículo 93, o sea que 
no haya violación de la Constitución, ni sean delitos gra- 
ves. Si el pedido de desafuero fuera por alguno de esos 
delitos, habría que negarlo, diciendo que no procede el 
desafuero, sino otro procedimiento, que es el juicio políti- 
co. 


Continúo leyendo la propuesta de resolución: “c) que la 
declaración de que “hay lugar a la formación de causa”” -me 
refiero al artículo 114, que es el que estamos tratando- “es 
un pronunciamiento del Senado por el cual considera que 
las irregularidades por las que se solicita el desafuero 
tienen fundamentos que, razonablemente estudiados, con- 
ducen a la convicción de que se justifica por lo menos una 
indagación por el Juzgado, quien decidirá si los hechos 
ameritan o no el procesamiento solicitado”. Aclaro que este 
procesamiento no es solicitado por el Juez, sino por el 
Fiscal, porque el Juez se limita a pedir el desafuero para 
indagar y resolver. Quiero dejar constancia de que este es 
un punto en el que no hay acuerdo, aunque en la doctrina 
actual sílo hay; por lo menos, coincidimos en ello los cuatro 
profesores titulares de la Universidad de la República. En 
1942, Justino Jiménez de Aréchaga decía que el desafuero 
debía otorgarse cuando razonablemente se considerara que 
el Legislador había delinquido. Debo decir que no com- 
partimos esa opinión y nos parece -esto es casi una osadía- 
que es uno de los puntos flojos del estudio de Justino 
Jiménez de Aréchaga. Digo esto porque, simultáneamente 
con eso, Jiménez de Aréchaga dice que el Senado nunca 
tiene función jurisdiccional, ni siquiera en el juicio político, 
lo que es contradictorio, ya que la mayoría de la doctrina 
opina que el juicio político es función jurisdiccional, aun- 
que no acá. Aquí no lo es, porque no juzga el Senado, sino 
que opina, razonablemente, si el tema merece una indaga- 
ción por parte del Juzgado. Esto es lo que hoy en día se 
sostiene mayoritariamente. Reitero que la doctrina sosteni- 
da por Justino Jiménez de Aréchaga era distinta en este 
punto, aunque en otros sí coincide, como en el siguiente 
caso. 


Continúo leyendo los Considerandos, es decir, los fun- 
damentos jurídicos: “d) que esa declaración del Senado no 
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tiene técnicamente naturaleza jurisdiccional, sino que, pro- 
ducida, conduce a la suspensión del Legislador en sus 
funciones, a efectos de que sea el Juez, en ejercicio -él sí- 
de sus competencias jurisdiccionales, pueda indagar y 
determinar si dicta o no el auto de procesamiento y la 
continuación del respectivo proceso”. Honestamente, pen- 
samos que es el Juez quien debe tomar esa decisión y que 
lo hará con la delicadeza debida, sobre todo en el Uruguay, 
donde un procesamiento tiene repercusiones muy fuertes 
sobre la honorabilidad de la gente, aunque jurídicamente 
puedan ser revertidas. 


7) PSICOLOGO JORGE LUIS FERRANDO 
GUTIERREZ. SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESIGNARLO DIRECTOR DEL 
INSTITUTO NACIONAL DEL NIÑO Y ADOLES- 
CENTE DEL URUGUAY (INAU) 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK.- La señora Senadora Xavier me 
está solicitando una interrupción por un problema de trámi- 
te que me parece muy justificado, por lo que se la concedo 
con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- Puede 
interrumpir la señora Senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: hoy había queda- 
do pendiente una votación y como se dan algunas circuns- 
tancias que afectan la integración del Cuerpo, solicitaría 
que se procediera a la misma. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- La seño- 
ra Senadora Xavier está solicitando que se interrumpa el 
debate para que se proceda a la votación de una solicitud 
de venia para integrar el Directorio del Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay (INAU). 


Léase el proyecto de resolución. 
(Se lee:) 
SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Concédese al Poder Ejecutivo la venia solicitada para 
designar en el Directorio del Instituto del Niño y Adoles- 
cente del Uruguay, en calidad de Director, al psicólogo 
Jorge Luis Ferrando Gutiérrez”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- En con- 
sideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-18en 26. Negativa. 
SEÑOR MICHELINI.- El Presidente no hace quórum. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- No, se- 
ñor Senador, no discuta cosas que usted y yo sabemos 
perfectamente que no son así. 


Dado que la votación fue negativa, comienza a correr el 
plazo correspondiente establecido en la Constitución de la 
República. 


S) SENADOR JUAN JUSTO AMARO 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- Conti- 
nuando con el tema motivo de la citación, puede proseguir 
el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: hace más de un 
mes coordiné una entrevista que me solicitara el Secretario 
General de la OEA y la misma se debería realizar ahora. Por 
eso, tendré que retirarme, aunque volveré si el Senado 
continúa. De todos modos, quiero dejar constancia de que, 
por convicción, voy a votar la posición de la Bancada del 
Frente Amplio con respecto al desafuero del señor Senador 
Amaro, sin perjuicio del respeto y el aprecio personal que 
le tengo al mencionado Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Gustavo Penadés).- Conti- 
núa en el uso de la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Continúo con los Considerandos, 
es decir, los fundamentos jurídicos por los cuales nuestra 
Bancada propone que se vote el desafuero del señor Sena- 
dor Juan Justo Amaro: “III - El Senado ha estudiado con 
prolijidad el voluminoso expediente motivante de este pe- 
dido de desafuero y ha quedado convencido de la posible 
existencia de irregularidades: en materia de pago de viáticos 
a Secretarios de Directores que se sostiene hacían tareas en 
el Interior, fuera de OSE, figurando simultáneamente en 
actuaciones en las Oficinas Centrales de la misma con 
cobros de horas extras; irregularidades en el uso de recur- 
sos para fines ajenos a sus actividades normales (art. 190 de 
la Constitución), en medida que trascendía copiosamente 
las donaciones esporádicas humanitarias, tradicionales y 
admitidas en nuestro país; irregularidades en la distribu- 
ción de publicidad o de obras con notorio favorecimiento 
para el Departamento al que pertenecía cada Director; en el 
caso, el Departamento de Florida. El análisis de todo este 
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expediente, ha comprendido la lectura de actuaciones que 
refieren a varios directores y funcionarios de OSE, sin 
olvidar que la responsabilidad en esta materia es de carácter 
individual, por lo que todas las anomalías se han analizado 
estrictamente referidas a las actuaciones del Señor Senador 
en el período en que fue Presidente del Directorio de OSE 
(enero de 2001 a octubre de 2003). 


TV - Del análisis de todas estas actuaciones, ha resultado 
razonablemente probado para este Senado: 


a) que la denuncia ante el Poder Judicial del actual 
Directorio de OSE no se inspiró en revanchismos polí- 
ticos, sino en la constatación de irregularidades que po- 
dían y debían ser denunciadas y cuya investigación fue 
iniciada y hecha por funcionarios de la anterior administra- 
ción; 


b) que el Juzgado ha solicitado el desafuero sin que de 
modo alguno pueda advertirse ánimo directo oindirecto del 
Magistrado de avasallar los fueros del Parlamento o la 
persecución del Senador con cualquier otro fin espurio; 


c) que, por el contrario, los motivos invocados conven- 
cieron a este Cuerpo parlamentario, de que la indagación es 
razonablemente procedente. 


V- El otorgamiento del desafuero permitirá a la Justicia 
indagar adecuadamente y resolver dentro de sus compe- 
tencias jurisdiccionales, lo que resulte de dicha indaga- 
ción. 


Negar el desafuero -en cambio- supondría suspender 
llamativamente las facultades indagatorias del Poder Judi- 
cial, considerando este Senado que no es justificativo 
suficiente la invocación de que, cuando termine el mandato 
del Legislador podrá entonces sí ser indagado. Aún siendo 
cierta dicha circunstancia, sería inexplicable una decisión 
parlamentaria que difiriese por más de dos años y medio las 
posibilidades de que el Poder Judicial indague y califique 
las conductas de un Legislador que considera irregulares, 
cuando en cambio está ya indagando y juzgando las con- 
ductas de otros directores y funcionarios que coexistieron 
con el señor Senador Amaro en la gestión de OSE. 


VI - Las actitudes que han motivado el pedido de levan- 
tamiento de los fueros no son, por otra parte, de aquellas 
que consagran la irresponsabilidad sustantiva del Legisla- 
dor como ocurre cuando se le pretende enjuiciar civil o 
penalmente por sus votos u opiniones (art. 12 de la Cons- 
titución)”. 


Señor Presidente, aquí hay un error de número: se trata 
del artículo 112. Por lo tanto, pido que la Secretaría tome 
nota de ello. 


(Ocupa la Presidencia el señor Rodolfo Nin Novoa) 
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- Continúa la redacción del proyecto de resolución: “En 
esa hipótesis sí, el Senado negaría el desafuero como ya 
lo ha hecho en ocasiones anteriores. Pero en el presente 
caso la solicitud judicial no se basa en la irresponsabi- 
lidad por votos u opiniones de un Legislador, sino en la 
necesidad de indagar y calificar actitudes y conductas en el 
desempeño de su condición de Presidente del organismo 
OSE”. 


En una Legislatura anterior, señor Presidente, se planteó 
un pedido de desafuero respecto a un Senador que le había 
imputado a un Secretario de un organismo el haber deposi- 
tado en su cuenta personal fondos de esa institución. La 
cuestión es que el Senador se equivocó de Secretario al 
hablar en una emisora -creo que era Radio Monte Carlo-, 
puesto que era uno anterior que, además, justamente, per- 
tenecía a su Partido. Esa persona lo denunció por difama- 
ción, el Juzgado pidió el desafuero y el Senado, por unani- 
midad -yo estaba en esa sesión-, lo negó porque se trataba 
de una opinión que, aunque equivocada, había dado en su 
carácter de Legislador. 


Antes de pasar a leer el considerando siguiente, quiero 
decir que en el seno de la Comisión el señor Senador 
Sanguinetti aclaró que su posición estaba basada en con- 
sideraciones jurídicas -también creo que lo hicieron los 
miembros de la Comisión que pertenecen al Partido Nacio- 
nal-, lo que motivó que, para que no pudiera interpretarse 
“contrario sensu” o, mejor dicho, a contrario -no hay por 
qué usar tanto latinazgo, sobre todo, porque no está pre- 
sente el señor Senador Fernández Huidobro, que es a quien 
le gusta su uso-, yo explicara que en el seno de nuestra 
Bancada todos estábamos de acuerdo conque había que 
obrar con criterio jurídico. Esta es la razón por la cual he 
aburrido un poquito con estas consideraciones jurídicas 
doctrinarias sobre el contenido del desafuero, cuándo debe 
otorgarse o cuándo no. De modo que aclaro que esta no es 
una postura política de la Bancada. La adhesión al proyecto 
de resolución de todos los compañeros -que mucho me 
honró- se debió a que todos tenían la convicción de que eso 
era lo correcto, que era lo que se debía hacer. 


El Considerando VII, establece: “Sin perjuicio de con- 
cluir que es claramente correcto otorgar el desafuero soli- 
citado, el Senado entiende oportuno destacar que es gene- 
ralizada la consideración personal que merece al Cuerpo el 
señor Senador Juan Justo Amaro así como la convicción de 
que es un hombre de vida austera que quizás actuó de 
manera irregular como administrador de una empresa públi- 
ca, probablemente inmerso en una costumbre de conduc- 
ción tolerante con las irregularidades, que por el bien del 
país debe cambiarse radicalmente por administraciones 
transparentes, celosas de la legalidad y muy rigurosas 
respecto de sus incumplimientos. 


La necesidad de este cambio ha sido avizorada por el 
Estado desde hace ya varios años, con motivo de episodios 
en su momento muy espectaculares. Así, el 23 de diciembre 
de 1998 se dictó la Ley N* 17.060 conocida como “De uso 
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indebido del poder público”, o “Ley Anticorrupción”, en la 
cual además de varias otras medidas, se intensificaron las 
penas de delitos ya previstos en el Código Penal, ratificán- 
dose los textos de su tipificación (art. 8%) que refieren a la 
concusión, cohecho, soborno, fraude, conjunción del inte- 
rés personal y del público, abuso de funciones en casos no 
previstos especialmente por la ley, revelación de secretos, 
etcétera. 


Y más recientemente el 20 de noviembre de 2006 nuestro 
Parlamento aprobó por Ley N* 18.056 la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción suscrita en diciem- 
bre de 2003, en cuyos artículos 16 a 23 se declara el deber 
de los Estados parte de adoptar medidas legislativas para 
consagrar varios delitos: el soborno, el peculado, el tráfico 
de influencias, etcétera, y también el abuso de funciones 
(art. 19 de dicha Convención). 


Esta referencia intenta exclusivamente ilustrar sobre la 
tendencia jurídica nacional e internacional” -que viene de 
hace varios años y no de esta Administración- “en procura 
de administraciones transparentes. Desde luego que no 
pretende ni directa ni indirectamente manejar la existencia 
de tipificaciones para el caso en análisis, aspecto que está 
absolutamente fuera de las competencias del Senado. 


Atento: a las consideraciones expuestas, el Senado 
RESUELVE: 


Declarar que hay lugar a la formación de causa y en su 
mérito, suspender al Señor Senador Juan Justo Amaro en el 
ejercicio de sus funciones de acuerdo con el artículo 114 de 
la Constitución”. 


Esta es la propuesta que formula nuestra Bancada, cu- 
yos fundamentos están en su texto y que, como también se 
habrá podido observar, recoge -si no me equivoco, en el 
numeral VIT)- una consideración que el señor Senador Couriel 
creyó oportuno hacer antes de retirarse de Sala, aunque 
sabía que había sido incluida en este proyecto de resolu- 
ción. Digo con orgullo, porque es un hombre con un gran 
sentido del humor, que me dijo muy claramente que cuando 
terminó de leer el texto de esta resolución había tenido 
ganas de aplaudirla. 


Como habrá podido observar el señor Presidente, no he 
estado demasiado modesto en esta exposición, pero la hice 
con el gusto y la satisfacción de haber contado con un 
apoyo muy grande de mi Bancada en este tema. Además, la 
intención era que quedara muy claro que la empresa “El 
País” mintió cuando escribió esto. Si hubiera publicado que 
nos tratábamos de usted -como efectivamente ocurre-, y no 
me hubiera atribuido el “vos”, yo hubiese dejado pasar 
esto, porque realmente no vale la pena hacer perder tiempo 
al Senado con estas cosas; pero no sé por qué “El País” se 
la ha agarrado conmigo. No tiene mucho fundamento y, 
además, si cree que con eso le va a hacer un favor a la 
derecha, me parece que está equivocado; le va a convenir 
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hablar mal de otras personas más importantes dentro de la 
izquierda. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, señor Senador. 


9) PSICOLOGO JORGE LUIS FERRANDO 
GUTIERREZ. SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESIGNARLO DIRECTOR DEL 
INSTITUTO NACIONAL DEL NIÑO Y ADOLES- 
CENTE DEL URUGUAY (INAU) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a proclamar una 
votación que recién se realizara para autorizar la solicitud de 
venia para integrar el INAU estableciendo el criterio que 
marcan la Constitución y la ley. Por lo tanto, la Mesa solicita 
a la Secretaría que dé lectura del artículo 4” de la Ley 
N* 15.977, que es la que establece cómo se designan los 
Directores de este organismo. 


Léase. 
(Selee:) 
SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo 4”.- El Directorio será designado por el Poder 
Ejecutivo, previa venia de la Cámara de Senadores, de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 187 de la Consti- 
tución de la República”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el artículo 187 de la Cons- 
titución de la República. 


(Selee:) 
SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo 187.- Los miembros de los Directorios y los 
Directores Generales que no sean de carácter electivo, 
serán designados por el Presidente de la República en 
acuerdo con el Consejo de Ministros, previa venia de la 
Cámara de Senadores, otorgada sobre propuesta motivada 
en las condiciones personales, funcionales y técnicas, por 
un número de votos equivalente a tres quintos de los 
componentes elegidos conforme al artículo 94, inciso pri- 
mero. 


Si la venia no fuese otorgada dentro del término de 
sesenta días de recibida su solicitud, el Poder Ejecutivo 
podrá formular propuesta nueva, o reiterar su propuesta 
anterior, y en este último caso deberá obtener el voto 
conforme de la mayoría absoluta de integrantes del Senado. 


La ley por tres quintos de votos del total de componen- 
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tes de cada Cámara podrá establecer otro sistema de desig- 
nación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el inciso primero del ar- 
tículo 94 de la Constitución de la República. 


(Se lee:) 
SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo 94.- La Cámara de Senadores se compondrá de 
treinta miembros, elegidos directamente por el pueblo, en 
una sola circunscripción electoral, conforme con las garan- 
tías y las normas que para el sufragio se establecen en la 
Sección III y a lo que expresan los artículos siguientes”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tres quintos de votos de treinta 
miembros son dieciocho votos. Por lo tanto, la votación 
efectuada recientemente ha sido afirmativa. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Correspondería la rectificación 
de la votación, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que no, que no 
debe haber una rectificación de voto, sino una rectificación 
de la proclamación, porque se votó en dos oportunidades. 
No había dieciocho votos, porque en la primera se suspen- 
dió, pero cuando se votó, fue mal proclamado. Los diecio- 
cho votos que se emitieron siguen siendo válidos. 


10) SENADOR JUAN JUSTO AMARO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión de los 
informes de la Comisión de Constitución y Legislación 
referidos a la solicitud de desafuero promovida al señor 
Senador Juan Justo Amaro. 


Tiene la palabra el señor Senador Sanguinetti. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: estamos hoy 
considerando un tema muy serio y muy profundo en sus 
implicaciones, que atañe a la integridad del Cuerpo, a la 
moralidad de sus integrantes y a la regularidad de la vida 
institucional. Mis primeras palabras quieren establecer un 
concepto sobre ello. Llegamos aquí a discutir con serenidad 
de espíritu y con libertad de ánimo, con una gran convicción 
y, diría, hasta con orgullo personal de poder defender en 
este momento la causa de alguien que no sólo es un compa- 
ñero de Partido, sino también un ciudadano que conocemos 
desde hace cincuenta largos años de trayectoria política, 
que ambos tenemos, dentro de las filas del Partido Colorado 
y del Batllismo. 


A quienes creemos que nuestra dignidad y nuestra 
honra están aun por encima de nuestra propia vida, nos 
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importa fundamentalmente la consideración moral. Los te- 
mas jurídicos son importantes y la vigencia de la ley tam- 
bién, pero en estos casos, la consideración moral es la 
decisiva. Lo mismo ocurre en el ámbito penal. El procesa- 
miento significará sólo la iniciación de la causa técnicamen- 
te, pero todos sabemos que en el ánimo público, el proce- 
samiento equivale prácticamente a la condena y que, des- 
graciadamente, un desafuero, aunque técnicamente sea 
sólo una suspensión a los efectos de habilitar un procedi- 
miento, tiene también ese valor. 


Por eso, me complazco en señalar que una Comisión de 
Constitución y Legislación en la que hemos discrepado -y 
discrepamos hoy también sobre el fondo de este asunto- 
tiene, sin embargo, una coincidencia, y esa coincidencia me 
parece muy sustantiva. En la resolución que la Bancada de 
la mayoría plantea, se señala la generalizada consideración 
personal y la convicción sobre la austeridad de la vida del 
señor Senador Amaro, a lo cual se añade en el caso personal 
del señor Senador Couriel, la expresión de su respeto y 
aprecio. 


De modo que no estamos aquí discutiendo un tema sobre 
el cual haya una discrepancia acerca de la moralidad de la 
conducta del señor Senador Amaro, sino que existe unani- 
midad de la Comisión de Constitución y Legislación y, en 
definitiva, del Senado también, en cuanto a que estamos 
hablando sobre un Senador que es un ciudadano honrado, 
digno, un hombre de vida austera. Y eso me parece lo más 
importante de todo. 


Vamos a hacer consideraciones sobre la sentencia, por- 
que nos parece una peligrosa decisión judicial y un peor aún 
dictamen fiscal. Fiscal es quien pide los procesamientos, 
pero el Juez es el que libra este exhorto solicitando el 
desafuero. Nos vamos a referir a ello, porque corresponde 
pero, repito: lo más importante hoy es lo moral y, desde ese 
punto de vista, creo que todo lo que se ha hecho después 
de leer la causa, después de discutir y después de discrepar 
-como hemos discrepado y seguimos discrepando-, tiene 
un enorme valor para el señor Senador Amaro y también 
para el Senado, porque si el desafuero no es aceptado -como 
espero que suceda-, este Cuerpo no va a estar integrado por 
un Senador moralmente cuestionado, sino por la persona de 
bien a la que todos nosotros conocemos, a la que todos 
respetamos y con la cual muchos de nosotros hemos traba- 
jado durante muchos años. Eso es lo sustancial y es lo que 
a mí más me importa. Es lo que me define en la convicción, 
en la tranquilidad y hasta en el orgullo con el cual vengo hoy 
a abogar por esta causa. 


Dicho esto, que para mí es lo trascendente, insisto, 
entramos a decidir por qué este Cuerpo estima que hay lugar 
onoa la formación de causa. El señor Senador Korzeniak ha 
hecho una larga exposición jurídica, propia de su condición 
de profesor, en la cual ha manejado todos los conceptos a 
este respecto. Hay una posición más formalista y otra más 
sustancialista; la propia exposición del señor Senador 
Korzeniak en algunos aspectos no es igual a la del maestro 
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de todos nosotros, Justino Jiménez de Aréchaga. Personal- 
mente, estimo que cuando la Constitución habla de “forma- 
ción de causa”, no se está refiriendo a un simple un trámite 
procesal, sino a un pronunciamiento que, cualquiera sea su 
naturaleza, alude a los elementos sustantivos en los cuales 
se funda el pedido. Es sobre eso que tenemos que decidir. 


En este caso, no tengo duda de que estamos ante una 
solicitud fiscal y ante una solicitud judicial profundamente 
equivocadas. Todo esto comienza con un cuestionamiento 
político del actual Directorio de OSE con relación al ante- 
rior, signado por la animosidad. Reitero las expresiones que 
el señor Senador Amaro nos ha aportado y hago gracia de 
su reiteración. Todas las declaraciones públicas del Secre- 
tario del Directorio de OSE son absoluta, categóricamente 
testimoniales del ánimo político con el cual se ha actuado 
en esto. No obstante, esto es menor al lado de esta senten- 
cia que tenemos aquí y de las declaraciones del propio Juez 
explicitándolo. Se trata de un Juez que actúa dentro de un 
cuadro político, haciendo razonamientos políticos. Él aplica 
el abuso de funciones diciendo que “la clase política no 
tiene confianza en los jueces”; esto lo dijo públicamente en 
un medio de comunicación, en una radio. Concretamente, el 
señor Juez afirmó que el abuso de funciones es un delito 
residual y que, “en general, la clase política no les tiene 
confianza a los jueces y por eso continuamente se les está 
acotando la esfera de acción”. Si esto no es un concepto 
político, no sé a quién deberíamos consultar para que nos 
lo diga. 


Estamos ante un Juez que incursiona claramente en ese 
terreno, tiñendo todas sus decisiones con una coloración 
de tipo político. El hecho de hablar de “clase política, como 
todos sabemos, tiene una connotación política muy clara. 
Normalmente no se usa esa expresión en su sentido literal 
ya que, como sabemos, es sociológicamente falsa porque 
los hombres que hacemos política no constituimos una 
clase social; nadie desconoce que cuando se emplea esa 
expresión, se lo hace con un sentido despectivo y alude a 
una suerte de corporación que se rige por códigos distintos 
a los de los ciudadanos comunes. Entonces, cuando se 
habla de clase política, se lo hace en ese sentido despectivo 
con el cual este señor Juez, en el programa de Emiliano 
Cotelo, al explicar su inexplicable sentencia, dijo que estos 
delitos y estas normas judiciales estaban referidas a esa 
clase política que quiere permanentemente -o sea, de un 
modo sistemático- acotar la libertad de los jueces. Esto, en 
primer lugar, es profundamente injusto pero, además, en 
boca de un Juez lanzado a defender una sentencia que no 
tiene fundamento alguno, tiene una peligrosidad a la cual no 
le caben más adjetivos. 


Posteriormente, hace otras consideraciones de un ca- 
rácter más jurídico que, a mi juicio, están un poco en la 
sustancia del error, porque este Juez afirma que la inobser- 
vancia de una ley y el apartamiento de las disposiciones del 
TOCAF que regulan la administración general de los bienes 
públicos supone, necesariamente, incurrir en el delito de 
abuso de funciones, y eso no es así; eso es un error, porque 
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se puede cometer una infracción administrativa, una irregu- 
laridad administrativa que pueda suponer responsabilida- 
des también de naturaleza administrativa, pero no califica- 
ciones de tipo penal que requieren otros elementos 
sustantivos. Este es un error que, por otra parte, colide con 
las propias decisiones de la Suprema Corte de Justicia, 
porque es notorio que en el caso que aquí se ha mencionado 
del ex Director de Aduanas, con toda claridad la Suprema 
Corte de Justicia dice otra cosa totalmente distinta. Ese es 
un caso que importa porque se trataba del pago de unas 
horas extra por medio de una partida de gastos para viáti- 
cos, y la Suprema Corte de Justicia dice que “la transposi- 
ción de rubros, que es violatoria del TOCAF, podrá cons- 
tituir una infracción administrativa que comprometa la res- 
ponsabilidad del funcionario en ese ámbito, pero en tanto 
alguno de los pagos en cuestión no haya implicado un 
exceso de acuerdo con la tarea extraordinaria a cumplir por 
los beneficiados y sea tan solo contraprestación de ella, tal 
infracción no puede erigirse, por sí, en factor atributivo de 
responsabilidad penal, precisamente, por ausencia del le- 
galmente requerido perjuicio para la Administración o los 
particulares”. Hay perjuicio cuando se está pagando un 
viático o una hora extra que no se cumplió, es decir, cuando 
el funcionario no trabajó; en ese caso hay un daño al 
Estado, pero si falta ese elemento, la actual Suprema Corte 
de Justicia dice que allí no hay delito. 


De modo que el señor Juez García ha ido mucho más allá 
de la solicitud fiscal a la cual no le asignamos fundamento 
alguno, por todas las razones aquí expresadas. El señor 
Juez, además, actúa con fundamentos profundamente equi- 
vocados y prejuiciosos, porque demuestra prejuicio con 
relación al modo cómo quienes integramos los cuerpos 
políticos del país -que somos quienes elaboramos las leyes- 
actuamos en esta materia. 


Por otra parte, todas sus explicaciones y sus fundamen- 
tos desbordan completamente la consideración jurídica. 
Incluso, llega a decir que las donaciones a las que se ha 
hecho referencia resultaban particularmente delictivas por- 
que nos encontrábamos en un momento de crisis económica 
y, entonces, mientras la mayoría de la población sufría sus 
consecuencias, losjerarcas y los funcionarios disponían de 
bienes del Estado para estas cosas de las que han estado 
hablando. Es decir que la crisis económica era la que estaba 
calificando el delito de la cancha de baby fútbol, del monu- 
mento al caballo o de los pagos de viáticos a los funciona- 
rios que, efectivamente, prestaron funciones, porque eso 
quedó claro en la propia investigación administrativa que, 
en sus conclusiones -que se saltean también la sentencia 
judicial y la vista fiscal-, establece que, ciertamente, esos 
funcionarios prestaron servicios. Se podrá discutir si todo 
estaba bien escriturado o no, si el procedimiento era o no 
adecuado, pero lo que nadie discutió es que los funciona- 
rios efectivamente habían prestado sus servicios. 


Entonces, estamos ante una sentencia que en el plano 
jurídico es enormemente débil y, en el político, extremada- 
mente peligrosa. Poreso, en su momento vamos a pedir que 
todas las actuaciones de la Comisión de Constitución y 
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Legislación, así como todas las versiones taquigráficas de 
este debate, sean enviadas a la Suprema Corte de Justicia y 
a la Fiscalía de Corte. 


Con respecto a las consideraciones referidas 
específicamente a la sentencia, la formación de causa, que 
es sobre lo que nos tenemos que pronunciar, nos resulta 
absolutamente insustancial. Todo lo que allí se ha dicho, a 
nuestro juicio, constituye una serie de errores demasiado 
graves para que pasen inadvertidos. Digo esto, en primer 
lugar, porque esas donaciones que él considera violatorias 
del TOCAF son legales, ya que la Ley N* 17.071 dice que las 
donaciones que efectúen los Entes Autónomos y los Servi- 
cios Descentralizados no podrán superar anualmente, en 
total, el uno por mil de los ingresos brutos del Ejercicio 
anterior. Asimismo, la ley dice que los Directorios deberán 
dar aprobación a las distintas donaciones con el voto 
conforme de la mayoría absoluta de sus miembros, etcétera. 
Quiere decir que estamos ante decisiones legales, aunque 
esta ley ha sido ignorada por el dictamen fiscal y por la 
solicitud judicial. 


Si la ignorancia de la ley no exime a los ciudadanos, 
todos sabemos que mucho menos exime a este señor Fiscal 
y aeste señor Juez, que ignoraron que lo que ellos consi- 
deran delictivo porque viola una ley referida a la Adminis- 
tración, está perfectamente legitimado y regulado. Si ellos 
hubieran señalado esa ley, estudiado el caso, establecido 
que se estaba violando el límite fijado por la ley del uno por 
mil y, en consecuencia, demostrado que se estaba en una 
situación de desborde, podría discutirse si hubo o no abuso 
de funciones; pero cuando se ignora la ley y la legalidad del 
acto, y se desconocen las condiciones y circunstancias en 
las cuales se configuraría un abuso, estamos ante una 
falencia, en este caso, de una gravedad absolutamente 
enorme. 


Añadamos a ello una circunstancia que es jurídica y 
fáctica: todas estas donaciones, por más que el hoy Sena- 
dor Amaro las compartía como Director, fueron aprobadas 
cuando ya había dejado de integrar el Directorio de OSE, 
porque él renunció en octubre de 2003 y los aportes se 
hicieron en el año 2004. Sin embargo, se lo condena 
penalmente, cuando las situaciones penales son de respon- 
sabilidad específica y personales. 


Por otra parte -y me parece que este es un elemento no 
secundario-, estamos ante donaciones que se siguen ha- 
ciendo, como se ha señalado. Es decir que esta no es una 
práctica espuria de algún momento de la vida nacional en 
que estas acciones eran realizadas con fines clientelísticos, 
sino que se está hablando de un tipo de donaciones que se 
continúan efectuando, por parte incluso del propio Direc- 
torio de OSE. La que se ha señalado aquí tiene una conno- 
tación particular, que mencionamos anecdóticamente: uno 
se pregunta cómo se hace la “donación”, en carácter de 
comodato precario, de unos caños que se ponen y que luego 
se sacan, cuando evidentemente, además, estamos ante una 
donación hecha de un modo particularmente tergiversado. 
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Esto no es significativo, pero sirve para mostrar hasta qué 
punto estamos en un territorio que va mucho más allá del 
Derecho, de la lógica y de lo que tenemos que considerar 
aquí para una formación de causa. 


El delito de abuso de funciones está incluido en nuestro 
Código desde siempre y fue reiterado en la Ley 
Anticorrupción que se elaboró en nuestro Gobierno, y que 
firmamos y enviamos nosotros. Esa ley fue uno de los 
mayores avances del país en la lucha contra la corrupción 
administrativa y entonces se reiteró el delito de abuso pese 
a las dudas -lo puedo decir- que pudieran tenerse, para no 
abrir un flanco de debate en un proyecto de ley con respecto 
al cual se buscaba una aprobación unánime, como en defi- 
nitiva se logró. Pero lo que está claro, también, es que este 
delito se ha estado interpretando de un modo tan particular 
como el que acabamos de testimoniar en el caso del ex 
Director de Aduanas, a quien se procesó con prisión porque 
cometió el terrible delito de pagar unas horas extra con una 
partida de viáticos, ya que tenía trabajo atrasado en una 
oficina. En este caso, luego de cuatro años de penuria moral, 
la Corte estableció el buen criterio y la buena sustancia de 
lo que es el delito de abuso de funciones. 


Es decir que no estamos aquí ante la aplicación adecua- 
da de un delito que fue muy excepcional en su aplicación. 
Muy pocos han sido, históricamente, los casos en que se ha 
invocado. Hay ejemplos notorios en los que podría haber un 
abuso de funciones, pero hay casos en los cuales se ha 
estimado la condición de innominado para llegar hasta el 
extremo que se señaló en el caso del ex Director de Aduanas. 
En definitiva, el abuso de funciones relativo a estas 
donaciones atenta contra todos los principios jurídicos e 
ignora la sustantiva legalidad del tema. 


Lo mismo podría decirse de la famosa flota de automo- 
tores, que fue adjudicada al mismo taller por los Directorios 
anteriores y lo sigue siendo actualmente, porque estamos 
hablando de los mismos autos Toyota y de un taller espe- 
cializado en esa marca, así como existen otros especializa- 
dos en otras marcas. De esta manera se procedió en Direc- 
torios anteriores, en el que presidió el señor Senador Amaro 
y en el actual, por consideraciones iguales: porque se dice 
que por razones de urgencia no se pueden aplicar las 
normas del TOCAF. Esto podrá ser discutible 
administrativamente y podrá merecer hasta sanciones admi- 
nistrativas, ¿pero qué características de delito tiene? ¿Dón- 
de está el dolo, la intención criminal o el afán de perjudicar? 
Si hubiera habido un abuso, evidentemente se tendría que 
haber sancionado a la empresa y no seguir trabajando con 
ella. Esto, a su vez, tiene una connotación fáctica y también 
moral fundamental, y es que da la casualidad de que justa- 
mente el Presidente del Directorio, el hoy Senador Amaro, 
no usaba el famoso Toyota Corolla que se reparaba en ese 
taller y tampoco utilizaba los vales de nafta para su propio 
coche. 


Esto se riñe con los conceptos jurídicos, con los morales 
y con los que refieren a los hábitos y costumbres del país 
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para juzgar las conductas políticas de los hombres públi- 
cos. 


Luego tenemos el tema de la publicidad, en el cual 
aparece también la imputación de abuso de funciones. 
Podría, en ciertas circunstancias, llegarse a eso, pero en 
este caso nos encontramos, en primer lugar, con que aquí 
no hubo un despilfarro de publicidad. Por el contrario, la 
OSE está entre los organismos que menos publicidad hizo 
en este período; hay otros que hicieron muchísima más. La 
sentencia, además, se pregunta por qué hace publicidad si 
es un órgano monopolístico. Ante todo, hay que aclarar que 
la OSE no era un órgano monopolístico, porque entonces no 
tenía el monopolio legal. Esto podría no tener significación 
para el ciudadano común, pero para un Juez sí la tiene, 
porque si dice que había un monopolio, está ignorando 
bastante las leyes; el monopolio nació después. 


En segundo término, no estamos hablando de una orgía 
de gastos publicitarios, sino de una empresa que comenzó 
con U$S 500.000 en el año 2000 y terminó con U$S 150.000. 
Tampoco se analiza la naturaleza de esa publicidad, que es 
fundamentalmente de carácter institucional, obligada, que 
por cierto se justifica, pese al monopolio. No por el hecho 
de que una empresa sea monopolística debe dejar de hacer 
publicidad. ¿Quién le dijo eso al señor Juez? ¿De dónde lo 
sacó? ¿Por qué se le ocurre? Por ejemplo, ¿estaría mal que 
OSE hiciera una campaña explicitando la calidad de su agua 
y promocionando su valor para la salud? Incluso, de algún 
modo puede haber alguna competencia con las aguas mine- 
rales o embotelladas. ¿Quién le dijo al señor Juez que esto 
está mal administrativamente? Son apreciaciones políticas 
que el señor Juez hace, que publicita y que le parece que 
están muy bien. 


El cargo en el tema es que en Florida hay proporcional- 
mente un poquitito más de publicidad que en el resto del 
país. Es cierto; es una decisión discrecional de la Adminis- 
tración que puede ser discutible, y podría tener una circuns- 
tancia que la calificara de abuso si resultara que el señor 
Presidente de OSE, vinculado a Florida, hubiera actuado en 
beneficio propio. Todos sabemos que aquí eso no fue así; 
eso quedó claro y demostrado. 


Hay un artículo de un viejo periódico floridense, “El 
Heraldo”, titulado “¿A quién compró Amaro?”, que de 
modo terminante demuestra que fue exactamente lo contra- 
rio, que todos los medios de prensa de ese departamento se 
beneficiaron por igual y que quien tuvo un poquito más que 
los otros fue el propio diario del hoy Intendente de Florida, 
señor Giachetto, que representaba a la oposición fren- 
tista. Entonces, que “El Heraldo” de Florida haya cobrado 
$ 34.000 en un año y que el otro periódico, del señor 
Giachetto, haya cobrado $ 40.000 podemos discutirlo -son 
cantidades pequeñas-, pero está claro que no hubo abuso 
indebido del dinero ni que se usó publicidad con ninguna 
finalidad política. Por lo tanto, me pregunto dónde está el 
abuso. Podríamos discutir toda la vida, desde el punto de 
vista administrativo, cuánta publicidad es buena y cuánta 
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no lo es -como se ha hecho en estos días-, o si es bueno que 
en dicho concepto se inviertan tales cantidades, pero eso, 
en un Juzgado Penal, no tiene ningún valor ni significación. 
Es un debate para otros ámbitos o lugares. Esto representa 
una invasión de una sentencia y de un procedimiento 
judicial en el territorio político. 


Me acota el señor Senador Amaro que fueron $1.600 por 
empresa. Esto también hace ala cosa porque demuestra que 
no se trataba de sembrar publicidad de un modo abusivo. 
Por otra parte, cuando se hizo esta publicidad el señor 
Senador Amaro tampoco estaba en la Presidencia. De modo 
que ¿dónde están los abusos de funciones? 


Respecto del llamado Fondo Especial que administraba 
OSE, según la sentencia se usó fuera de su competencia. No 
fue así, sino que se actuó dentro del criterio legal que 
autorizaba las donaciones, eventualmente, y aunque no 
fuera así, se trataba de alumbramiento de agua. Entonces, 
no era una extravagancia de OSE y como aquí se ha demos- 
trado lo han seguido haciendo con posterioridad. 


Luego llegamos al gran asunto del fraude. En este sen- 
tido, es muy claro lo que ocurre en la vista fiscal y la 
sentencia. Como el delito de abuso de funciones aparecía 
desacreditado ante la opinión pública y la Suprema Corte de 
Justicia había desacreditado la interpretación abusiva 
-valga la redundancia- del abuso de funciones, se buscó 
alguna figura más sustantiva como el fraude, pero éste 
requiere daño y engaño. El Derecho Penal es de tipificación 
precisa, y por eso el delito de abuso de funciones es tan 
discutible. Para que haya fraude debe haber maniobras de 
engaño, yen los viáticos no las hubo por parte del Presiden- 
te ni del Directorio. Entonces, ¿dónde está la maniobra? Por 
ningún lado se prueba, se demuestra, se acredita o se dice; 
se supone que “debió saber” y que hay una responsabilidad 
funcional, pero ésta es de los contadores, de una Comisión 
específica, del representante del Tribunal de Cuentas y, sin 
embargo, nadie objetó nada. Todo siguió por los caminos 
adecuados. ¿Dónde está el engaño? ¿Dónde está la acción 
u omisión deliberada en virtud de la cual el Presidente de 
OSE o su Directorio estaba haciendo un mal uso de ese 
dinero? ¿Dónde está el daño? El daño sería si se hubiera 
probado que los empleados no cumplían la función. No 
obstante, se probó lo opuesto. 


Por otro lado, es verdad que el sistema de escrituración 
y de adjudicación tenía falencias y que a veces aparecía 
firmando aquí un funcionario que estaba cumpliendo una 
tarea en el interior, o a la inversa; pero quedó claro que 
estaban prestando la función, que iban al interior y que tan 
poco abusaban, que ni siquiera habían cobrado retorno de 
gastos por hoteles, por comida o nada por el estilo. Eso 
quedó comprobado, se probó y nadie lo controvirtió porque 
es así. 


Desde ese punto de vista, es una sentencia extraordina- 
riamente débil e incurre en algo más grave, aún. Si se quería 
demostrar y probar un delito de fraude con la contundencia 
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que ello requiere -es mucho más grave que el otro delito-, 
nunca se pudo haber violado las normas procesales en 
virtud de las cuales la persona indagada o acusada tiene 
derecho a pedir pruebas. Esas pruebas se pidieron, pero no 
se citó a declarar a los Intendentes que habían visto actuar 
aesos funcionarios, así como tampoco a las comisiones de 
vecinos ni a ninguna de las personas que podían decir que 
los habían visto, o no. Por lo tanto, se eludió el conocimien- 
to más profundo de esta situación. Esto, desde cualquier 
ámbito, deja a esta vista y a la sentencia, precisamente, 
incursas en la historia triste de los errores judiciales. 


Por cierto, la Justicia no es infalible. En realidad, nuestro 
maestro Aréchaga, tantas veces citado, decía que la Justicia 
no la hace el Juez sino que la hace el Legislador, porque es 
quien define qué es lo justo y qué es lo injusto. Lo que la 
Justicia hace es aplicar esa ley. Este es el tema en cuestión. 
No se trata, aquí, de que el Juez pueda estar opinando que 
en virtud de la situación económica del país un hecho es más 
delito o menos delito, o que la clase política quiera contro- 
vertir las atribuciones judiciales y nos encontramos con 
que algo deja de ser delito o pasa a serlo. La vista fiscal, que 
ignora todo esto, y la sentencia judicial, explicada en los 
medios de comunicación por un señor Juez son, precisa- 
mente, un testimonio de una situación de judicialización de 
la política o de politización de la Justicia, según desde 
donde se mire. Este es un proceso universal. Estas expresio- 
nes están hoy en toda la doctrina italiana y francesa, se 
vienen usando desde hace muchos años y, justamente, 
aluden a este tipo de situaciones. Á mi juicio, este es un 
caso típico porque el Juez, en su explicación, demuestra que 
está actuando con un criterio político, con su particular 
criterio político. No está aplicando la ley sino que está 
pensando en que estas situaciones deben ser juzgadas 
conforme a esos criterios que él construye y emplea. 


Señor Presidente: son demasiado graves los errores 
judiciales, son demasiado fuertes las debilidades de esta 
vista fiscal y las ignorancias de la ley que hemos visto, 
como para que podamos pensar que aquí hay lugar a la 
formación de causa. Esto nos lleva a esta conclusión que, 
reitero, sostenemos hoy luego de un sereno análisis. 


Por otro lado, me complazco en señalar que la Comisión 
de Constitución y Legislación actuó correctamente: oyó al 
señor Senador Amaro, discutió los temas, se examinaron los 
documentos que fuimos analizando con el tiempo y cada 
uno de sus integrantes llegó a su conclusión. Nosotros 
controvertimos la decisión de la mayoría, con respeto, pero 
también apreciamos el modo con que en el terreno moral -en 
el cual insisto- hay una razonable consideración. Pero sí 
hay un dictamen fiscal y una sentencia judicial que hieren 
a alguien que no es un recién llegado a la vida política, sino 
alguien que ha servido al país y a su pueblo con devoción, 
alguien con el cual nos honramos de integrar este Cuerpo, 
alguien que es un típico hijo del pueblo uruguayo, un típico 
hijo de nuestra escuela pública, un típico hijo de lo que es 
esta vida política uruguaya a la cual prestigian hombres de 
esa calidad. 
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Esperemos que decisiones judiciales de estas caracte- 
rísticas no se repitan; esperamos, confiamos y deseamos. 
No estamos tranquilos porque también se ha hecho público 
que nos encontramos ante la eventualidad de un juicio 
penal frente a un Directorio de ANTEL que cometió el 
“pecado” de renovar los contratos de algunas telefonistas 
de temporada, renovación que además se hacía todos los 
años. Cabe recordar que reiteradamente esas funcionarias 
concurrieron a esta Casa a solicitar la regularización de su 
situación. Se ha llegado a ese extremo, y hablo simplemente 
por lo que leí en la prensa. Confío, deseo y anhelo que no 
se viva otra situación de abuso judicial. Quienes han incu- 
rrido en el abuso son este Fiscal y este señor Juez y no el 
señor Senador Amaro. 


Muchas gracias. 


11) PSICOLOGO JORGE LUIS FERRANDO 
GUTIERREZ. SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESIGNARLO DIRECTOR DEL 
INSTITUTO NACIONAL DEL NIÑO Y ADOLES- 
CENTE DEL URUGUAY (INAU) 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: voy a distraer la 
atención del Cuerpo por unos minutos en razón de una 
decisión adoptada por el Senado en el día de hoy. La Mesa 
decidió, a mi criterio en forma equivocada, rectificar el 
resultado de la votación que había sido proclamado inicial- 
mente en forma negativa y que luego se proclamó en forma 
afirmativa. Creo que la Mesa se equivoca en esta rectifica- 
ción. 


En primer lugar, no voy a abundar mayormente en el tema 
porque, a mijuicio, para designar en una primera votación 
a los Directores de los Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados, se necesitan 19 votos y no 18. De otra forma, 
se estaría interpretando que existen dos Cuerpos diferen- 
tes. Por un lado, el Senado de la República, integrado por 31 
miembros y, por otro, un organismo -cuyo nombre no conoz- 
co- que tiene 30 miembros y en función de los votos de 
éstos es que se resuelve la integración de los Entes Autó- 
nomos y de los Servicios Descentralizados. Me consta que 
se ha hecho una interpretación similar a la que hizo la Mesa 
en otras oportunidades, porque en otras Legislaturas se 
aprobaban venias con 18 votos, a mi juicio, equivocada- 
mente. En tal sentido, el artículo 187 de la Constitución, 
hace referencia al artículo 94 que, a su vez, en su primer 
inciso dice lo que todos ya sabemos, y agrega en su parte 
final: “y a lo que expresan los artículos siguientes”. En el 
siguiente inciso dice: “Será integrada, además, con el Vice- 
presidente de la República, que tendrá voz y voto y ejercerá 
su Presidencia, y la de la Asamblea General.” 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-385 


Dejemos de lado esa discusión y supongamos, o acep- 
temos por un momento, que la mayoría que se necesita para 
designar o para otorgar la venia de un Director de un Ente 
Autónomo o Servicio Descentralizado, es de 18 votos por- 
que se computa sobre los treinta miembros electos con- 
forme alo que establece en el inciso primero del artículo 94. 
Es decir, no se tiene en cuenta en la integración del Cuerpo 
al señor Presidente, sino a los otros treinta. Si esto es así, 
es evidente que el señor Presidente, además, no puede 
votar. No se puede conformar el quórum con el voto del 
Presidente. Es absolutamente absurdo que nos digan que 
no se tiene en cuenta para formar el quórum pero sí para 
votar. 


SEÑOR MICHELINI.- Eso es lo que dice la Constitución. 


SEÑOR GALLINAL.- Que el señor Senador Michelini 
hable de la Constitución es como si yo me pusiera a dar una 
clase de golf. ¿Quién es? Rafael Couture... Por favor. 


(Dialogados) 


-En consecuencia, si el señor Presidente lo desea y 
rectifica la votación, seguramente va a tener los votos y 
proclámenlo con 18; pero no recorran ese camino. Sincera- 
mente, creo que fue un error; el señor Presidente estaba allí 
parado y otorgó su voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y voté. 


SEÑOR GALLINAL.- No puede ser que no lo compute- 
mos en el quórum pero sí en el momento de dar el voto. Si 
lo computamos para dar el voto se necesitan los tres quintos 
de 31, que son 19 y no 18. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ratifica la proclamación 
de la votación que hizo en segunda instancia y lo hace 
convencida de su buena fe. 


Me gustaría que se cite una disposición que establezca 
que el Presidente del Senado no puede votar. Lo que hace 
el artículo 187 de la Constitución es marcar el número de 
Senadores sobre el cual se aplica el quórum, pero no hay 
ninguna disposición anterior o posterior que diga que el 
Presidente, en esas circunstancias, no puede votar. 


Por otra parte, si todos nosremitimos al Reglamento -tam- 
bién podemos partir de la base de que hace veinte años que 
está equivocado- en la página VII, correspondiente a las 
páginas azules, cuando se establecen los quórum para 
tomar algunas decisiones de este Cuerpo, dice en el literal 
f): “Miembros de Directorios y Directores Generales, queno 
sean de carácter electivo, serán designados por el Presiden- 
te de la República en acuerdo con el Consejo de Ministros 
previa venia de la Cámara de Senadores” -se refiere al 
artículo 187- y en la última columna se establece la cantidad 
de votos necesaria que hacen a ese quórum y que autorizan 
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la venia, que son 18. Si fuera sin el voto del Presidente, diría 
18 votos menos el voto del Presidente, y no lo dice. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, este es un tema 
que siempre se resolvió así; no hay un solo caso, por lo 
menos en los 16 años que llevo aburriendo acá adentro, 
que no se haya resuelto así. 


En segundo término, este tema le fue planteado 
específicamente a la Cátedra de Derecho Constitucional, y 
no sólo hubo un pronunciamiento sino que en un “librito” 
de Cassinelli Muñoz -librito por lo breve, pero de gran 
contenido- denominado “Curso de Derecho Público para 
Ciencias Económicas”, que se encuentra en la Biblioteca, 
resuelve expresamente el tema en el mismo sentido. 


Por último, mi compañero Gargano, durante la Legislatu- 
ra que presidió el doctor Lacalle, contra mi opinión -porque 
le expliqué esto que acabo de decir- planteó la misma tesis 
del señor Senador Gallinal. En aquella oportunidad le fue 
rebatida, se le leyeron las páginas de Cassinelli y, además, 
hubo una resolución del Senado. 


De manera que creo que estamos perdiendo el tiempo en 
discutir esto. Esta es la verdad de un tema que no da para 
más. 


SEÑOR GALLINAL.- No estoy de acuerdo con la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si quiere cuestionar a la Mesa, el 
señor Senador puede plantear un recurso de 
inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia. No 
lo descarte. 


12) SENADOR JUAN JUSTO AMARO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión de los 
informes de la Comisión de Constitución y Legislación 
referidos a la solicitud de desafuero promovida al señor 
Senador Juan Justo Amaro. 


Prosiguiendo con la lista de oradores, tiene la palabra el 
señor Senador Alfie. 


SEÑOR BARAIBAR.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR ALFIE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Baráibar. 
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SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: por razones pa- 
recidas a las que recién invocara el señor Senador Couriel 
para retirarse y esperando que esta intervención sea breve, 
debo señalar que me tengo que ausentar. Sin embargo, si 
luego de cumplida la misión que tengo que llevar a cabo, el 
Senado sigue sesionando, regresaré. 


Antes de retirarme, quiero señalar que he escuchado con 
mucha atención la exposición del señor Senador Amaro y 
todas las demás que se han realizado. Aclaro que no integro 
la Comisión de Constitución y Legislación del Senado ni he 
seguido en detalle todo el trámite, pero escuché atentamen- 
te todo lo manifestado por el señor Senador Amaro, así 
como la exposición del señor Senador Sanguinetti que, a mi 
juicio, hizo correcciones y apreciaciones de recibo con 
relación a los alcances de las acusaciones que hoy pesan 
para el desafuero. Sin embargo, con la misma convicción 
comparto y respaldo la exposición hecha por el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


En consecuencia, quiero expresar dos frases sustancia- 
les de la moción que vamos a presentar, que me hacen 
destacar la exposición del señor Senador Amaro, la del 
señor Senador Sanguinetti y compartir la del señor Senador 
Korzeniak. Una de las frases dice: “Negar el desafuero, en 
cambio, supondría suspender llamativamente las faculta- 
des indagatorias del Poder Judicial, considerando que este 
Senado no es justificativo suficiente en la invocación de 
que cuando termine el mandato, el Legislador podría enton- 
ces ser indagado”. La otra, que comparto más en profundi- 
dad, señala: “El Senado entiende oportuno destacar que es 
generalizada la consideración personal que merece al Cuer- 
po el señor Senador Juan Justo Amaro, así como la convic- 
ción de que es un hombre de vida austera, que quizás actuó 
de manera irregular como administrador”. Aclaro que, ade- 
más, comparto lo manifestado por el señor Senador 
Sanguinetti en el sentido de que se considera por unanimi- 
dad, tanto en la Comisión como en el Plenario, que no está 
en juego la moralidad del señor Senador Amaro, quien nos 
merece atodos el máximo respeto. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- El señor Senador Amaro ya ha realizado 
su exposición y el señor Senador Sanguinetti ha expuesto 
desde el punto de vista jurídico la razón de por qué nosotros 
no vamos a votar el desafuero. No voy a repetir argumentos 
porque, además, no podría hacerlo ni medianamente pareci- 
do a lo efectuado por el señor Senador Sanguinetti. 


De todas maneras, nosotros nos sentimos en el deber 
moral de expresar que no tenemos la más mínima duda acerca 
de la honorabilidad del señor Senador Amaro, nuestro 
compañero de Bancada y de sector. Esta honorabilidad ya 
fue probada y nadie la discute aquí. Eso es lo más importan- 
te. Además, nadie ha discutido -ni va a poder hacerlo- que, 
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detrás de estas acusaciones del Fiscal y del fallo ya dictado 
por este Juez sin tomar declaraciones, no hubo perjuicio 
económico ni actos ilegales, como bien dijo el señor Sena- 
dor Sanguinetti, quien leyó el artículo 19 de la Ley N* 17.071. 


Personalmente, quizás no comparta el tema de las 
donaciones, pero existe una ley y el temaes si es legal ono. 
Si no sobrepasaron el uno por mil -está de más decir que 
estas donaciones no lo superan- de una facturación supe- 
rior a los U$S 100:000.000, no hay causa que se le pueda 
imputar al señor Senador Amaro. 


El señor Senador Sanguinetti lo expresó como comenta- 
rio, pero personalmente me gustaría hacer un repaso de las 
resoluciones del actual Directorio que, reitero, no compar- 
to, pero si están dentro del límite de la ley, son legales. Aquí 
constan: comodato de mobiliario y artefactos de baño para 
la policlínica de San Luis -los bidés después se sacan y se 
devuelven-; comodato de mobiliario para la División Pro- 
tección Integral de Tiempo Parcial del INAU; comodato de 
cinco caños en desuso de PVC de 100 metros por 110 
milímetros; comodato de 150 metros de caño de PVC de 160 
milímetros de diámetro; comodato de 6 metros de caño de 
PVC de 75 milímetros; etcétera. Todo esto se da en comodato 
para no decir que es una donación. Realmente siento que 
nos toman el pelo. Es claro que es una donación y no un 
comodato, porque nadie va a desenterrar los caños ni a 
sacar los bidés. 


Por otra parte, en cuanto a ANCAP, se dice: conceder 
$ 50.000 ala Federación de ANCAP con destino a la realiza- 
ción del mural que será pintado en la parte exterior del muro 
del depósito de materiales en desuso de La Teja; conceder 
U$S 3.000 para el Día Nacional del Candombe como 
contraprestación publicitaria; conceder $ 15.000 como pro- 
moción en las obras “Las Traquinias” de la Comedia Nacio- 
nal. Posteriormente, en otras resoluciones de Directorio se 
aprueba conceder 500 litros de cemento asfáltico a SUTEL; 
conceder 200 litros de gasoil en vales a la Cooperativa de 
Trabajadores Hábiles e Inhábiles; conceder 250 bolsas de 
Pórtland a FUCVAM; conceder 100 bolsas de Pórtland a la 
Asociación Civil Madre Teresa de Calcuta, y podríamos 
seguir. 


Todo esto está puesto como donaciones y están segu- 
ramente dentro del marco legal. Creo que el señor Fiscal 
-que conoce los hechos desde hace mucho tiempo, porque 
estoy haciendo un repaso de algo que está por todos lados- 
tiene facultades para hacer la acusación de oficio de los 
actuales Directores, si es que no hay persecución política 
sobre determinadas personas. Aplicando el mismo criterio, 
deberían hacerlo el mismo Fiscal y el mismo Juez. No me 
refiero a todos los fiscales ni a todos los jueces, porque 
claramente es el único Fiscal que lo ha hecho. Es más, este 
Fiscal hizo una acusación a los Directores del Banco Central 
que otro Juez rechazó en su momento. Era otra situación 
totalmente “traída de los pelos” y sin ningún fundamento 
legal. En ese caso, el Juez lo rechazó como corresponde. Por 
lo tanto, reitero que no podemos hablar de todos los fiscales 
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ni de todos los jueces, sino de un Fiscal y de un Juez. Creo 
que corresponde que de todo esto, que es de público 
conocimiento, tome el caso de oficio y haga la misma acu- 
sación; así sentiríamos que no hay persecución política y 
podríamos pensar de manera diferente. 


Con respecto al tema de los vehículos, hay dos resolu- 
ciones de este Directorio haciendo exactamente lo mismo 
que los Directores anteriores, es decir, contratando con el 
mismo taller y reiterando el gasto, lo que fue observado por 
el Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR BENTANCOR.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR ALFIE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Bentancor. 


SEÑOR BENTANCOR.- Señor Presidente: voy a serex- 
tremadamente breve para aclarar el tema relativo a la flota, 
porque es un elemento fuerte que se ha planteado y respe- 
tamos los argumentos esgrimidos. 


Consultada la gente que tiene que ver con estas decisio- 
nes, se nos ha dicho que en los años 2002, 2003 y 2004, el 
noventa por ciento de los servicios se otorgaron sin pedido 
de precios a la empresa Puerta Grande, que hemos estado 
mencionando. Desde el año 2006 se han hecho 44 pedidos 
de precios y la empresa, cuando se llamó a cotización, se 
presentó y cotizó en siete casos, y perdió. No se presentó 
en seis y sólo ganó en tres. ¿Por qué ganó? Porque presentó 
los mejores precios. 


Entonces, creo que la intención es clarísima. Por lo 
tanto, voy a hacer una reflexión sobre este tema, en el 
sentido de trabajar con cristalinidad en lo que es este 
servicio que contrata OSE que, si bien es cierto, ha tomado 
en cuenta a esta empresa -la cual se quejó de que no podía 
quedar afuera de los llamados-, cuando intervino lo hizo en 
los casos en que he señalado y, reitero, sólo en tres opor- 
tunidades ganó por presentar los mejores precios. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: voy a leer el “Resul- 
tando” de la Resolución que contradice lo que acaba de 
expresar el señor Senador Bentancor, no para atrás sino en 
este caso. Dice así: “Resultando: Que remitidas las actua- 
ciones del Tribunal de Cuentas el mismo, en sesión del 6 de 
abril de 2005” -es la primera observación- “observó el gasto 
de referencia” -es decir, el crédito para mantenimiento de la 
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flota de $ 16:000.000- “en virtud de que: 1) No surge de los 
antecedentes el procedimiento de contratación seguido y si 
el mismo se ajustó a lo dispuesto por el artículo 33 del 
TOCAF al no identificarse también el cocontratante. Que se 
constata violación al principio de ejecución” -o sea que 
estaba ejecutando antes de la autorización- “contravinien- 
do lo dispuesto por el artículo 221, literal B), de la Consti- 
tución de la República”. Reitero que eso es lo que dice la 
Resolución 200 del Directorio de OSE, de fecha 8 de junio 
de 2005, cuando resuelve reiterar el gasto. A su vez, la 
misma Resolución tiene otros Considerandos que tam- 
bién quiero leer -que figura en negrita- y expresa lo 
siguiente: I) “Que debido a la heterogeneidad y relativa 
antigúedad en lo que refiere a modelos, años y tipos de 
vehículos con que cuenta la Administración, se dificulta la 
realización de otro procedimiento de contratación; II) Que 
no obstante se están implementando soluciones que permi- 
ten adecuar los procedimientos actuales, circunscribiendo 
los mismos a los parámetros generales de la contratación 
administrativa”. 


Prácticamente un año después, el 4 de mayo de 2006, el 
Directorio de OSEÉ dicta la Resolución N* 537/06 reiterando 
el mismo gasto, esta vez para el Ejercicio siguiente. En el 
“Resultando”, dice: “Que remitidas las actuaciones al Tri- 
bunal de Cuentas de la República este observó el gasto 
debido a que no surge de las actuaciones el procedimiento 
de contratación seguido y si el mismo se ajustó a lo dis- 
puesto por el artículo 33 del TOCAF al no identificarse 
también el cocontratante y, a su vez, porque no se recabó 
la intervención preventiva de dicho Tribunal, contando 
las actuaciones con el principio de ejecución contravinien- 
do lo dispuesto por el artículo 211, literal B), de la Consti- 
tución de la República”. En los Considerandos, se expresa: 
“T) Que debido a la heterogeneidad y relativa antigúedad 
en lo que refiere a modelos, años y tipo de vehículos con 
los que cuenta la Administración, se dificulta la realiza- 
ción de otro procedimiento de contratación; II) Que, no 
obstante, se están implementando soluciones que permitan 
adecuar los procedimientos actuales circunscribiendo los 
mismos dentro de los parámetros de la contratación admi- 
nistrativa”. 


Entonces, estamos básicamente ante lo mismo: El Tribu- 
nal de Cuentas observa el gasto por el principio de ejecu- 
ción y, además, porque no observa los procedimientos. Por 
lo tanto, no vemos cuál es la diferencia. Pero olvidémonos 
de esto, porque no quiero entrar en esa discusión; solamen- 
te quería decir algunas palabras con referencia al señor 
Senador Amaro. Asimismo, deseo señalar que, más allá de 
todo y de que no haya ninguna duda no sólo de su hono- 
rabilidad y de que no hay perjuicio para el Estado, las 
gestiones -cuando el señor Juez hace valoraciones sobre 
las gestiones, sobre momentos económicos, si se puede 
gastar o no, etcétera- se miden por los resultados globales. 
Las cosas se cuentan todas juntas y no de a una; no las que 
nos convienen sí y las que no, se tiran para afuera. En ese 
sentido, voy a citar sólo dos números de dos empresas 
públicas en su gestión actual. 
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En el año móvil que cerró en marzo de 2007, el gasto 
corriente de OSE, sin contar sueldos ni intereses, fue de 
U$S 46:400.000; en el año que cerró en febrero de 2005, era 
de U$S 30:400.000, es decir, 52,6% más. Si me dicen que 
estoy citando esas cifras en dólares y que estoy haciendo 
trampas, los exhorto a que se olviden de los valores porque 
ahora voy a dar las cifras en pesos. En esta moneda el gasto 
corriente -no de sueldos ni de intereses, sino de gastos de 
papelería, en fin, normales- se incrementó 13,4% real por 
encima de la inflación; si finalmente se quiere tomar en 
dólares este aumento real sería algo asícomo U$S 6:000.000 
más. En ANTEL -en donde a esta altura la publicidad asom- 
bra-, si medimos en dólares el año cerrado en marzo de 2007, 
el gasto en esos mismos ítems -sin contar los sueldos- fue 
de U$S 184:000.000; mientras que en el año cerrado en 
febrero de 2005 el despilfarro llegaba a U$S 76:700.000 -es 
decir, un 139% más- y en pesos constantes 78% más. Quiere 
decir que, prácticamente, se están gastando por encima de 
U$S 80:000.000 anuales más, medidos en pesos constantes, 
que hace apenas dos años. Dije expresamente que fuera a 
ANCAP y UTE porque la información disponible de los 
gastos se mezcla con la compra de petróleo y el sobrecosto 
por la generación de energía eléctrica, lo cual invalida 
cualquier comparación justa; si aparece la información dis- 
criminada se analizará como corresponde. 


Quizás el señor Fiscal y el señor Juez, que tienen tanto 
celo de estas cosas, comiencen a investigar en qué están 
estos gastos y, de pronto, toman medidas que nos conven- 
zan a nosotros de que su actual accionar no es una mera 
persecución política. 


Es cuanto quería manifestar. 


13) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de dos asuntos 
entrados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes:) 


“La Cámara de Representantes remite un proyecto de ley 
por el que se declara el día 16 de julio de 2007 feriado no 
laborable para la ciudad de Guichón, departamento de 
Paysandú, por cumplirse el centenario de su fundación y 
por el que se otorga licencia paga durante la fecha indicada 
a los trabajadores de las actividades pública y privada 
nacidos o radicados en la referida ciudad. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


- y aprobado en nueva forma el proyecto de ley por el 
que se crea la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (ASSE) como un Servicio Descen- 
tralizado del Ministerio de Salud Pública. 

- ALA COMISIÓN DE SALUD PUBLICA.” 
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14) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Baráibar solicita licencia los días 
20 y 21 y 26 y 27 de junio”. 


- Léase. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 13 de junio de 2007. 


Sr. Presidente del Senado 
Don RODOLFO NIN NOVOA 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo se me 
otorgue licencia los días 20 y 21, y 26 y 27 de junio y se 
convoque a mi suplente correspondiente, de conformidad 
con la Ley 17.827, Artículo 1*, literal D), que establece la 
causal “ausencia del país en virtud de obligaciones noto- 
rias, cuyo cumplimiento sea de interés público, inherentes 
a su investidura académica o representación política” del 
Legislador. 


Motiva la solicitud mi participación en el III Semi- 
nario del Foro Parlamentario Interamericano de Gestión 
para Resultados en el Desarrollo: “El rol del Parlamento en 
la Gestión Estratégica del Desarrollo”, a realizarse en la 
ciudad de Panamá, Panamá, del 18 al 20 de junio, y en la 
XV Reunión del Comité Ejecutivo de la Confederación 
Parlamentaria de las Américas (COPA) que tendrá lugar 
en Los Angeles, California, EEUU, entre el 22 y el 26 de 
junio. 


Adjunto los respectivos programas y citaciones. 


Dejo constancia que estas actividades no generarán 
ningún gasto a la Cámara de Senadores. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 


Carlos Baráibar. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota:) 


-25en 26. Afirmativa. 


15) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa comunica al Cuerpo que 
el señor Enrique Pintado ha presentado una nota de desis- 
timiento informando que, por esta única vez, no acepta la 
convocatoria de que ha sido objeto. 


En consecuencia, se convoca al señor Antognazza, quien 
ya ha prestado el juramento de estilo. 


16) SENADOR JUAN JUSTO AMARO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: creo que es de 
principio y se impone destacar el tono con que se ha 
desarrollado la sesión del Senado en la tarde de hoy. Al 
margen de las naturales discrepancias que todos los secto- 
res políticos o algunos de ellos tienen, creo que se ha 
actuado con la ponderación y el respeto que merecen no 
solo las circunstancias, por el tema que nos ocupa, sino 
también la persona y la trayectoria del señor Senador Ama- 
ro. A pesar de que ha vivido una peripecia particular en su 
vida personal durante dos años -él mismo ha expresado la 
angustia que sintió-, y a pesar del resultado creo que puede 
sentirse reconfortado por las expresiones que se han verti- 
do aquí y que se han utilizado en los informes elaborados 
en la Comisión de Constitución y Legislación. La actitud de 
las tres Bancadas allí representadas refleja el mismo ánimo 
que nos domina a todos aquí. 


Al margen de esa consideración ética y moral, quiero 
destacar algo que expresó el señor Senador Amaro y que me 
quedó grabado: dijo que no venía a pedir clemencia. Segu- 
ramente no tiene necesidad de hacerlo, pero quiero aclarar 
que la Bancada del Partido Nacional, si no correspondiera, 
no se la habría dispensado. No estamos aquí para dispensar 
clemencia, sino para cumplir con lo que la Constitución 
manda, que es juzgar -aunque, naturalmente, no somos 
jueces- en base a los elementos de hecho y de Derecho que 
hemos tenido a la vista, que hemos estudiado y racional- 
mente analizado. En definitiva, tenemos que juzgar si en 
este caso estamos ante conductas que tienen apariencia 
delictiva, y ello mucho más allá de la honorabilidad del 
señor Senador Amaro, y digo esto porque muchas veces se 
comete o se incurre en conductas que se adecuan a una 
figura delictiva sin que haya un aprovechamiento personal. 


Los miembros de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación que hemos estudiado a fondo este tema en estas 
aproximadamente 1.700 hojas, hemos llegado a la conclu- 
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sión de que en todo el expediente no hay elementos que 
ameriten las imputaciones que se han hecho al señor Sena- 
dor Amaro por la comisión de cuatro delitos de abuso de 
funciones en reiteración real y en calidad de autor y de un 
delito continuado de fraude, también en calidad de autor. 
Creemos que no hay fundamento fáctico ni legal para con- 
ceder ese desafuero. 


El señor Senador Korzeniak decía que tiene discrepan- 
cias con la posición que sustenta el gran profesor Justino 
Jiménez de Aréchaga, pero nosotros pensamos que 
Aréchaga está en lo cierto. Apenas comenzamos a conside- 
rar los antecedentes que existen en torno a los desafueros 
que se han planteado ante las dos Cámaras prácticamente 
desde la caída de las instituciones, surgió aquel famoso 
desafuero pedido por la Justicia Militar para el ex Senador 
Erro, Justicia Militar que estaba actuando dentro del marco 
de la ley de seguridad pública, o sea que no estaba invadien- 
do los Poderes porque vivíamos en democracia. En este 
caso hubo un pronunciamiento categórico que, en definiti- 
va, terminó abriendo las puertas al golpe de Estado y a la 
caída de las instituciones, con lo cual todos los aquí presen- 
tes estuvimos en contra, especialmente mi Partido, el Parti- 
do Nacional, por lo que reivindicamos eso con mucho 
énfasis; creo que todos los aquí presentes estábamos en la 
misma posición. 


Con posterioridad se sucedieron otros pedidos de des- 
afuero. Precisamente, estaba leyendo uno de estos antece- 
dentes y me encontré con una sorpresa no grata. Me refiero 
a la comunicación que dirige el Fiscal Fernández Dovat al 
Secretario General de OSE. En primer lugar, me sorprende 
porque no creo que esta clase de comunicaciones sea de 
estilo. Pienso que lo de estilo debe ser que un Fiscal -creo 
que quizás no sea él quien se tenga que comunicar porque, 
en definitiva, el que hace las investigaciones es el Juez- se 
dirija al Presidente del organismo. En segundo término, me 
llama la atención el contenido de la comunicación, y aclaro 
que este es un elemento de prueba del cual no dispusimos 
en la Comisión. No creo que sea tan menor si consideramos 
la fecha que tiene. En la parte superior dice “Personal”, 
cuando esto debería ser algo institucional. Quiere decir que 
desde el inicio esto no es adecuado. 


La comunicación está fechada el día 24 de noviembre de 
2005 y la sentencia es del 25 de abril de 2007. Allí se dice: 
“El 22 de setiembre de 2005, Carlos Colacce, Presidente, y 
Daoiz Uriarte, Secretario, en representación de Obras Sani- 
tarias del Estado, formulan la presente denuncia penal”. 
Quiere decir que se está pidiendo agilitar el trámite cuando 
habían transcurrido solo dos meses de la presentación de 
la denuncia, y una de las cosas que ahora se está discutien- 
do hasta con el tema de la liberación de los presos es la 
lentitud de la Justicia. En este caso, recién había sido 
promovida la demanda y ya se estaba pidiendo agilitar el 
trámite. Francamente, me llama la atención porque estas 
cosas no son corrientes en la justicia uruguaya. En defini- 
tiva, no me gusta lo de “Personal” y menos me gusta lo de 
agilitar, y si además consideramos las dos fechas, obvia- 
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mente son muy cercanas como para que alguien proceda de 
esa manera, más en estos temas, que no creo que hayan 
causado alarma pública. Muchas veces la alarma surge por 
la divulgación de los hechos con algún sentido y no es un 
estado de realidad. De modo que esto me llama mucho la 
atención. 


Por otra parte, no voy a cuestionar a este Fiscal, pero sí 
puedo cuestionar alguna de sus conductas ya que, en 
definitiva, es el que imputa. En el caso del señor Senador 
Amaro lo que tenemos hasta ahora es la imputación fiscal, 
una sentencia que no promete nada bueno con respecto al 
futuro procesal. Como decía, este señor Fiscal concurrió en 
1995 a una Comisión de la Cámara de Representantes por 
una solicitud de desafuero de un ex Diputado, actual Minis- 
tro de Estado, que había sido imputado de un delito similar 
al de abuso de funciones, algo bastante inusual en la 
jurisprudencia, como es el delito de omisión impropia. No se 
trata de una omisión propia y simple como la omisión de 
asistencia, sino que es una omisión impropia a través de un 
medio de comunicación. Se trata de los sucesos acontecl- 
dos en el Hospital Filtro cuando un Director de una radio fue 
suspendido en sus actividades por 48 horas. En ese momen- 
to se había presentado una denuncia por instigación, por el 
delito de sedición, un delito muy grave que tiene una pena 
muy dura. En esa oportunidad el Juez de la causa había 
dicho que no existía delito de sedición en aquellos imputa- 
dos del delito y ordenó el archivo del expediente; pero este 
Fiscal concurrió aesa Comisión y dijo que aunque no había 
semiplena prueba porque el régimen de los delitos de prensa 
es distinto, podría imputarse responsabilidad por complici- 
dad en la instigación a delinquir. Esto está indicando que a 
veces hay actitudes un poco apresuradas e infundadas, 
pero el Parlamento dijo no; estudiando y considerando los 
elementos que tenía, dijo que no al pedido de desafuero de 
este ex Legislador, y creo que hizo bien. 


No recuerdo en qué Legislatura se planteó también un 
caso muy sonado de desafuero al ex Diputado Da Silva 
Tavares, acusado de uno de los delitos que hoy está muy 
de moda, como es el de defraudación. Enese caso, la Cámara 
de Representantes, actuando a mi juicio dentro de sus 
competencias constitucionales, también le dijo que no, con 
el voto de todas las colectividades políticas. Me parece muy 
bien que así se haya hecho si la Cámara entendió en ese 
momento que no existían elementos de hecho y de Derecho 
que indicaran que estábamos ante una conducta delictiva; 
además, allí estábamos hablando de una persona que, na- 
turalmente, no tiene los antecedentes morales del señor 
Senador Amaro. Reitero que en esa oportunidad la Cámara 
se pronunció en contra, como también lo ha hecho en 
muchos otros casos, pero arrogándose la potestad de ave- 
riguar por sí misma si los extremos de hecho que allí se 
alegaban eran ciertos o no. 


Justino Jiménez de Aréchaga, que es un maestro de 
maestros, asílo dice en “La Constitución Nacional”, Tomo 
IT, página 261, en forma muy clara: “Los actos que se le 
atribuyen deben ser comunicados a la Cámara respectiva 
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[...] La Cámara respectiva deberá tomar conocimiento de 
estainformación [...] Pero no está obligada a pasar por ella. 
Por el contrario, como lo dejó sentado la Cámara de Senado- 
resen el año 1958, la Cámara tiene el derecho de conocer por 
sí misma las circunstancias de hecho o los actos en los 
cuales haya intervenido el Legislador. Para tal efecto, podrá 
designar una Comisión” -que fue lo que se hizo aquí al pasar 
el asunto a la Comisión de Constitución y Legislación, que 
es una Comisión permanente- “que se encargue de investi- 
garlos. La Cámara debe actuar con absoluta independencia, 
porque está defendiendo su propia integridad”. Y dice 
luego Justino: “De ningún modo puede aceptarse que ella 
esté obligada a considerar los hechos a través de la versión 
que le proporcione un funcionario dependiente de otro 
Poder [...] Deberá acordarlo siempre que se funde en hechos 
de los que razonablemente derive la presunción de que el 
Legislador ha delinquido”. 


Nosotros, el Partido Nacional, creemos que esto no se 
funda en hechos de los que razonablemente derive la pre- 
sunción de que el señor Senador Amaro ha delinquido. Nos 
surgen muchas dudas con respecto a las imputaciones. En 
un documento que presentamos en la Comisión de Consti- 
tución y Legislación hemos dicho que en este caso podrán 
mediar irregularidades administrativas, es decir, que se 
hayan incumplido determinados reglamentos. Puede ser, 
pero de ahí a decir que hay conductas que se puedan 
tipificar como delitos, hay un abismo. Esas conductas no 
están teñidas con la ilicitud penal, porque lo criminal requie- 
re una ontología diferente, característica, que en este caso, 
a nuestro juicio, no se configura. 


Al señor Senador Amaro se le imputan cuatro delitos de 
abuso de funciones. Hoy se daba lectura a la disposición 
que establece la posibilidad de efectuar donaciones por 
parte de las empresas públicas, por lo cual no percibimos 
que aquí haya habido realmente una conducta delictiva. 
Tampoco percibimos que haya habido daño. Esta es, sin 
duda, una práctica de las administraciones que no es 
clientelística, ni sucia, ni corrupta. Quienes hemos estado 
al frente de administraciones municipales ¡vaya si habre- 
mos hecho donaciones para instituciones de toda índole 
atendiendo a los fines sociales que deben cumplir los 
organismos públicos! ¡Vaya si lo habremos hecho y si 
estamos orgullosos de ello! Creo que ahí no se produce 
daño a nadie, sino un evidente beneficio para la sociedad 
-especialmente para los sectores más desprotegidos, que 
son los que piden ayuda-, por ejemplo, para los clubes, que 
muchas veces no pueden sobrevivir, o para tantas otras 
instituciones que, si no reciben el auxilio del Estado, no 
subsisten y cumplen un señalado servicio a la comunidad. 


No me importa que ahora me digan que los Directores 
actuales de O.S.E. hicieron lo mismo, porque lo que sucede 
es que allí no hay delito. De eso se trata, y no de decir que 
hay muchos que lo hacen; no hay delito en esas conductas. 
Hay que forzar las cosas a un límite para decir que el abuso 
de funciones contempla esa conducta como delito. Se trata 
de una figura de abuso de funciones que, por otra parte, ha 
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sido criticada desde todos los sectores y por la mayoría de 
los especialistas en Derecho Penal uruguayo. Tanto es así 
que, quien preside la Comisión de Reforma del Código Penal 
creada por la ley de humanización carcelaria, un ex catedrá- 
tico y ex Ministro de la Suprema Corte de Justicia, el doctor 
Cairoli, dijo que hay que eliminarla del Código Penal. Y por 
lo menos, muchos coinciden en que hay que modificarla, 
porque es una figura en la que es difícil distinguir entre lo 
que es discrecionalidad y lo que es arbitrariedad. 


Además, la jurisprudencia de la Corte -que fue citada por 
el doctor Sanguinetti- dice que tiene que haber un daño para 
el Estado y que debe existir una intención espuria en el 
agente de causar daño al Estado. Yo digo, en el tan mentado 
monumento al caballo, ¿dónde está la intención espuria del 
señor Senador Amaro? Además, he leído que colaboraron 
varios con la construcción de ese famoso caballo que, dicho 
sea de paso, tengo que ir a visitar porque aún no lo he visto. 
Tampoco veo la intención espuria en el caso de la canchita 
de baby fútbol o en el de las perforaciones para algunos 
clubes deportivos, que según leí fueron efectuadas por el 
Ejército Nacional; allí ni siquiera intervino una empresa 
privada. Me parece bien que esto se haya hecho y creo que 
eso no significa desvirtuar los cometidos esenciales de un 
organismo público o de una empresa pública. 


Discrepo absoluta y radicalmente con esta posición 
conceptual del señor Fiscal. Además, acá estamos en un 
caso en el que ya hay una especie de prejuzgamiento, y 
seguramente el Juez lo acompaña, ya que se dice que se le 
vaa dar al Juez la posibilidad de indagar más, cuando ya está 
todo indagado. Lo que no está indagado -por lo que leí- es 
lo que el señor Senador Amaro pide que se indague: que me 
interroguen a mí, que interroguen al señor Senador Lapaz y 
a algún otro Intendente. Bueno, yo podría dar testimonio 
aquí, en la Cámara, de que he visto al señor Senador Amaro 
muchas veces en Colonia y que hizo numerosas obras allí, 
pero no creo que sea esta la oportunidad procesal para que 
declare eso; de ninguna manera. Lo indagado, indagado 
está. 


Lo que surge de la indagatoria que tenemos a la vista nos 
indica que no hay abuso de funciones y también nos indica 
que no hay fraude, porque no hay conducta engañosa. El 
proceder con engaño es un requisito típico que no puede 
faltar y hay abundantes sentencias en ese sentido -que no 
voy a leer ahora porque son muy largas- y opiniones del 
doctor Bayardo Bengoa o del doctor Miguel Langón, que 
dice que en el fraude la conducta engañosa debe ser capaz 
de vencer la perspicacia de una persona prudente, o sea que 
los artificios con los que se procede deben ser aptos para 
engañar a un buen padre de familia. En este caso, había una 
comisión de viáticos y el control de una Dirección de 
Recursos Humanos y del Tribunal de Cuentas, pero nunca 
nadie hizo observaciones. Entonces, ¿dónde está el engaño 
en estos famosos viáticos? Porque tampoco está probado 
que muchas de esas comisiones no se hayan realizado. Creo 
que se le exige que debe realizar la prueba por la negativa, 
que siempre es mucho más fácil que la prueba por la posi- 
tiva, que tampoco está demasiado clara en el expediente. 
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De modo que, con total tranquilidad de conciencia, los 
Senadores de la Bancada del Partido Nacional han llegado, 
de a uno, después del estudio y del análisis de este tema, a 
la conclusión de que no corresponde en este caso otorgar 
el desafuero, y no por eso creo que se pueda acusar a esta 
Bancada o a algún integrante en particular, de exceso de 
tolerancia y, mucho menos, de encubrir conductas dudo- 
sas; simplemente, se ha ejercido en forma racional y justa un 
derecho que nos concede la Constitución de la República. 


Si bien estas normas fueron establecidas para asegurar 
la integridad del Cuerpo, también tienen por objetivo garan- 
tizar la independencia de criterio de los Legisladores de 
cualquier presión que pueda ser considerada indebida. 
Creo que eso es bueno. 


Hoy se ha hablado aquí del proceso de judicialización de 
la política, diciendo que no existe; creo que estamos entran- 
do en un terreno resbaladizo en esta materia porque todos 
los días vemos en la prensa anuncios de que se va a 
denunciar a fulano o que se promete denunciar a mengano, 
y nadie está libre de ello, porque acá, ahora, esto se promete 
y se anuncia para todas las colectividades políticas. Enton- 
ces, tampoco vamos a decir ahora que estamos acostumbra- 
dos a conductas irregulares o que estamos teniendo -o se 
tuvo en el pasado- excesiva tolerancia con ellas. Si algún 
representante de un partido político ha incurrido en con- 
ductas irregulares, se lo ha juzgado y se lo ha condenado, 
y ninguna colectividad está libre de que alguno de sus 
integrantes incurra en conductas delictivas; ninguna co- 
lectividad tiene el patrimonio exclusivo de la transparencia. 
Reitero: ninguna la tiene. El tiempo nos va a dar la razón; las 
cosas son así. 


En este contexto en el que vemos que los Fiscales 
mandan cartas y en el que los procesos se publican en la 
prensa antes de que se promuevan, evidentemente, se 
ejerce presión. Seguramente, en 1830, cuando nace este 
artículo, primero en Inglaterra y luego en Francia -es de 
larga data, tiene cientos de años-, no existían los medios de 
comunicación y la amplificación de las noticias que ellos 
provocan, con la consiguiente e innegable presión en quie- 
nes deben administrar Justicia. 


Soy un hombre de Derecho y, por supuesto, siento un 
enorme respeto por ese otro Poder del Estado; tengo con- 
fianza y, como todo el Uruguay, siento un orgullo enorme 
del Poder Judicial que tenemos, pero en esta tarea no hay 
Poder que esté exento de riesgos. Ello hace que todos 
debamos trabajar siempre para proteger y preservar esa 
independencia que, a veces, ante los vaivenes de la lucha 
cotidiana política, se ve perturbada. Y quizás no todos los 
administradores de justicia puedan permanecer inmunes y 
guardar la objetividad y el sentido de las circunstancias que 
se debe tener para juzgar cuando, precisamente, está en 
juego lo más valioso que tiene el hombre: su libertad, su 
honor y su prestigio; esas condiciones que le hacen andar 
con la frente en alto o, por el contrario, con la frente 
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agachada cuando incurre en errores irreparables, tal como 
ha ocurrido en algunos casos. 


Por alimentar esa convicción y tener la tranquilidad de 
que estamos haciendo lo que corresponde y lo que estable- 
ce la Constitución de la República, vamos a votar en contra 
de esta solicitud de desafuero del señor Senador Amaro. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de 
oradores, tiene la palabra el señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: previamente qui- 
siera hacer tres precisiones. 


Mi intervención iba a tener lugar como fundamento de 
voto, respetando en mi interior algunas conversaciones 
-¿por qué desconocerlo?- que habíamos mantenido con 
distinguidos colegas de los otros Partidos, en el sentido de 
no transformar la presente sesión, ya de por sí dolorosa -al 
menos, en lo que a mí respecta-, en una feria de vanidades, 
en un intercambio de acusaciones, en fin, en un circo. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR BRECCIA.- Déjeme terminar, señor Senador 
Moreira; siempre respeto absolutamente y concedo todas 
las interrupciones pero, hasta por la emoción que me gana 
en este momento, le solicitaría que no me interrumpiera. 


En segundo lugar, vamos a tratar de ser muy breves, 
porque ya estamos en una hora avanzada y porque me 
parece un justo homenaje, fundamentalmente, a la persona 
del señor Senador Amaro, por cuanto lo sé particularmente 
afectado por esta situación. 


En tercer término, quiero aclarar que no voy ainternarme 
en laberintos jurídicos, porque creo que, más allá de esos 
laberintos jurídicos y hasta contables, estamos hoy acá 
desnudos como seres humanos, intentando -aunque no lo 
hubiéramos querido- decidir con la mayor justicia posible la 
situación de un igual, de un par. 


Hechas estas tres precisiones, voy a expresar por qué 
voy a votar a favor del desafuero del señor Senador Amaro. 


En primer lugar, en mérito al principio de inocencia: creo 
en la inocencia del señor Senador Amaro. Creo en la inocen- 
cia del señor Senador Amaro como en la de cualquier 
individuo sometido a la Justicia Penal antes de que esta se 
pronuncie, en definitiva, con relación a su responsabilidad 
en los hechos que se le imputen. Pero además, señor Presi- 
dente, creo en su honor, porque se puede ser deshonesto 
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e inocente de determinados hechos, y viceversa: se puede 
ser honesto aunque se sea responsable de ciertos delitos. 
Por ejemplo, yo mato a otro ser humano con mi automóvil y 
se me podrá acusar de imperito, de imprudente, de negligen- 
te o de haber violado leyes o reglamentos, pero seguramen- 
te nadie me va a decir que soy deshonesto por ello. 


De su extenso y pormenorizado relato surge, como muy 
probable, que el señor Senador Amaro tenga abundante 
prueba, tanto testimonial -que acá se ha reiterado, e incluso 
se han ofrecido testigos para declarar a su favor- como 
documental, para probar acabadamente suinocencia. Preci- 
samente, ello es lo que amerita su comparecencia ante la 
Justicia para dejar en claro su conducta. Amerita su compa- 
recencia ante la Justicia y no su incomparecencia, no sola- 
mente para dejar en claro su inocencia, sino también su 
honor. El alegato formulado por el señor Senador Amaro y 
la cantidad de extremos que en él ha abordado, demuestran 
claramente la complejidad del asunto, y con ello deja 
meridianamente claro que detrás de la solicitud de procesa- 
miento realizada por el señor Fiscal no existe voluntad 
política alguna de apartar al señor Senador Amaro de su 
cargo, y que, por lo tanto, la solicitud de apartar al señor 
Senador Amaro de su cargo no obedece a ningún fin espu- 
rio. 


Acá se han cargado las tintas al señor Fiscal y al señor 
Juez intervinientes. Se ha afirmado la creencia, casi sacro- 
santa, en la independencia y en la probidad del Poder 
Judicial y, sin embargo, se han cargado las tintas al señor 
Fiscal y al señor Juez intervinientes. Con todo respeto, 
señor Presidente, nos parece una conducta profundamente 
contradictoria: o respetamos a la Justicia en todos y cada 
uno de sus pronunciamientos -lo que parece tan viejo como 
el mundo- o la respetamos cuando nos sirve y no cuando no 
nos sirve. Estas son las reglas del juego; estas son las 
reglas del juego democrático. Esas reglas del juego demo- 
crático a veces nos duelen, nos duelen en el alma, como en 
este caso, pero son las reglas del juego democrático. Cuan- 
do nos apartamos de las reglas del juego democrático -una 
de las cuales, quizás pilar fundamental, sea la de la estricta 
separación de Poderes-, ingresamos en un camino incierto; 
dos palabras: “in cierto”. 


SEÑOR GALLINAL.- Es una sola palabra, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRECCIA.- Es una broma, señor Senador, para 
intentar bajar un poco los decibeles. Creí que no tenía que 
aclararlo en este augusto e inteligente recinto. 


SEÑOR GALLINAL.- Hable en serio, señor Senador. 


SEÑOR BRECCIA.- Se ha hablado de números que eximi- 
rían la existencia de figura delictiva alguna. Se ha hablado 
de resoluciones del Directorio actual del organismo denun- 
clante, que ameritarían un eventual juzgamiento, de oficio, 
por parte del señor Fiscal y del señor Juez actuantes, si 
-como se dice- actuaran con el mismo celo con que lo han 
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hecho en esta oportunidad. ¡Vaya si han tenido celo: treinta 
mil fojas de instrucción presumarial! ¡Treinta mil fojas de 
instrucción presumarial! Quizás el expediente de los herma- 
nos Peirano las tenga. Pero entonces, señor Presidente, 
estamos en presencia de funcionarios públicos -nosotros- 
omisos, porque si el Directorio actual del organismo denun- 
ciante ha incurrido en conductas presuntamente delictivas 
que se conocen, deben denunciarse; es obligación denun- 
ciarlas y vamos todos a la Justicia; vamos todos, al menos, 
al Poder Judicial, que a veces no son sinónimos. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR BRECCIA.- No, señor Senador. 
(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evitemos los dialogados, seño- 
res Senadores. 


Continúa en uso de la palabra el señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Pero por si todo lo antedicho fuera 
poco, quien en definitiva habrá de juzgar la inocencia o 
culpabilidad del señor Senador Amaro, en caso de que éste 
tenga que comparecer ante la Justicia por votarse su des- 
afuero, es el señor Juez de la causa, que hasta el momento 
no se ha pronunciado. Pero más allá de él y por precepto 
constitucional, aun por encima de éste, el Tribunal de 
Apelaciones en lo Penal es llamado a intervenir; e, incluso, 
por encima de éste está la Suprema Corte de Justicia. Es 
decir que son nueve Jueces del Poder Judicial, que yo 
defiendo aquí, y los defiendo indignadamente, porque, ¡hay 
que ser Juez en este país, en el que todos pretendemos 
darles instrucciones y no los dejamos hablar para que 
defiendan sus fallos! 


SEÑOR MICHELINI.- ¡Apoyado! 


SEÑOR BRECCIA.- Además, les pagamos U$S 2.000 por 
mes, cuando a 500 kilómetros, Jueces de mucha menor 
categoría ganan U$S 6.000. Asimismo, les tiramos con el 
fardo de todo lo que hacemos y, ¡claro que judicializamos la 
política, señor Presidente! ¡Judicializamos la política, por 
impotencia y por incapacidad! Se lo tiramos a un individuo 
que va a Su casa y, a veces, no tiene para tomarse el whisky 
que nosotros sí nos tomamos. 


(Hilaridad) 


-Yo los defiendo, señor Presidente. ¡Claro, la Justicia 
goza de mala prensa en este país! Cualquier tinterillo escri- 
be sobre la Justicia, confundiendo procesamiento con con- 
dena, y hay miles de ejemplos de ello. Cualquier tinterillo se 
saca cartel de “rating” atacando a la Justicia. ¡Que vayan un 
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solo día a juzgar! ¡Que vayan a ser Jueces un solo día! ¡Que 
aprendan, que estudien y después vayan a decidir sobre la 
vida y hacienda de todos nosotros, a ver si no es tarea 
pesada! ¡Como para reírse de eso! Y no nos olvidemos de que 
los que se ríen de los Jueces, también se ríen de nosotros. No 
nos olvidemos, porque acá la risa es fácil; total: es gratis. 
Acá la risa es fácil, pero lo que no es fácil es ponerse el 
overol y venir al despacho a trabajar todos los días o ir al 
despacho del Juez a trabajar todos los días; hacer leyes y 
aplicar leyes. Es fácil reírse de la Justicia y del sistema 
político y criticarlo, pero habría que hacer un curso de 
instrucción civil obligatoria, un año en el Parlamento y otro 
en el despacho de un Juez. ¡Vamos a ver si ahí se reirían tanto 
de los Jueces y del sistema político! Así que no nos riamos 
cuando defiendo a los Jueces porque, repito, los mismos que 
se ríen de los Jueces, se ríen también del sistema político. 


Las denuncias del señor Senador Amaro -desde ya digo 
que son absolutamente explicables en el caso del señor 
Senador y no lo critico ni un ápice por ello-, las denuncias 
de su Bancada y las de la oposición, sobre eventuales 
causales de recusación, tanto del Fiscal como del señor Juez 
intervinientes, en la medida en que no han sido formuladas 
con anterioridad a esta instancia, ameritan o más bien 
exigen que el señor Senador Amaro comparezca ante la 
Justicia, a los efectos de plantearlas en la sede correspon- 
diente y, en caso de ser fundadas, den lugar a las condignas 
sanciones a los Magistrados imputados de tales conduc- 
tas. 


Ahora me referiré a la carta que dice: “Atento a lo 
conversado telefónicamente con usted, a fin de agilitar el 
expediente en la denuncia presentada por OSE ante el 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 17” 
Turno, solicito se sirva reunir la documentación que se 
detalla para remitir al citado Juzgado.” 


¿Qué es esto? Como denunciante de un delito, los Fis- 
cales me han dicho mil veces: tráigame los cheques, júnteme 
las pruebas. Este es el organismo denunciante. Entonces, 
¿qué es esto? ¿Qué nuevo James Bond quitó esto de OSE 
para traerlo aquí como prueba decisiva de una connivencia 
espuria, de un contubernio espurio? ¡Esto es normal! ¡Por 
favor! Se le solicita al denunciante que aporte las pruebas. 
Nos quejamos de que la Justicia no es ágil. Se pretende 
agilitar un proceso y nosotros nos quejamos también. Palos 
porque bogas, y porque no bogas, palos. ¡Por favor, señor 
Presidente! ¡Seriedad! Flaco favor le hacemos a mi colega, 
el señor Senador Amaro, no votando su desafuero. 


Luego de todo lo escuchado, señor Presidente, espero 
-y lo digo con absoluta sinceridad, sin ironía y mirando 
directamente a los ojos del señor Senador Amaro, mi colega, 
el que me puso una mano sobre el hombro cuando entré a 
este Palacio, siendo yo un advenedizo al sistema político 
formal- que el propio Senador Amaro vote a favor de su 
desafuero. En su homenaje, en homenaje a la Justicia, en 
homenaje a este Parlamento y en homenaje a este sistema 
que todos defendemos, así lo espero. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MOREIRA .- Señor Presidente: en realidad, he 
pedido la palabra para contestar una alusión porque el 
Reglamento no me permite que lo haga de otra forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, no se la doy, señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- No, señor Presidente, concédame- 
la. 


(Hilaridad) 


- Realmente, no me siento aludido; inclusive, me siento 
aún menos aludido después de haber escuchado todas las 
cosas que dijo el señor Senador Breccia, porque detrás de 
esa solemnidad y de ese tono doctoral que tiene, ¡se nos ha 
venido con cada frases que nos sorprenden! ¡Cómo me voy 
a sentir aludido! Después de las cosas que ha dicho, es 
obvio que el circo no lo hacemos nosotros; no somos ni 
domadores ni trapecistas. Me parece que el señor Senador 
nos dio debida cuenta de algún circo personal. 


Por otra parte, considero absolutamente inaceptable 
que se diga que alguno de los que aquí estamos no respe- 
tamos -ni aceptamos- las reglas de la democracia. No sé lo 
que ha hecho el señor Senador Breccia por la democracia, 
porque nunca lo he visto actuar en política; lo vi sentado 
aquí y no sécómo llegó. Yo llegué por el voto popular y hace 
muchos años, desde que milito en el viejo Movimiento Por 
la Patria -¡y vaya si Wilson Ferreira luchó por la democra- 
cia!-, no le cedo la derecha a nadie. ¡A usted tampoco 
Senador Breccia le cedo ninguna derecha por más que alce 
la voz y parezca un hombre grandote cuando lo hace! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, señor Senador, diríja- 
se a la Mesa. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece ofensivo lo que se ha 
dicho acá -permítaseme hablar así, aunque no es mi estilo- 
y no admito que detrás de los tonos doctorales esté siempre 
la ofensa, porque detrás de una frase de ese estilo, viene el 
piñazo. ¡Nosotros no aceptamos piñazos de nadie, y en el 
terreno que usted quiera, señor Senador, se lo responde- 
mos! En el terreno dialéctico y en el de las ideas, le estamos 
respondiendo ahora y queremos que eso continúe siendo 
así. Pero insisto en que son absolutamente inaceptables los 
dichos del señor Senador Breccia y lo quería decir con todos 
los respetos que me merece el Cuerpo. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa exhorta a mantener la 
calma que ha reinado durante toda la tarde. 


(Dialogados) 


- Obviamente, estoy exhortando a todos los señores 
Senadores. 


SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra para contestar una alu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: es para contestar una 
alusión directa con relación a lo que se ha dicho acerca de 
por qué no se ha hecho una denuncia, de que estamos 
omisos. No la hicimos porque ya hay una, contra el actual 
Directorio, por abuso de funciones y contra dos funciona- 
rios de la Administración Central, por violación a las normas 
relativas a los pases en Comisión, que están prohibidos 
expresamente. Por otra parte, se ha hecho otra denuncia por 
peculado, referida a la venta de materiales por parte de un 
funcionario de OSE, al que el Directorio sólo amonestó y no 
procedió a la destitución. ¿Por qué será? 


Entonces, quiero contestar esta alusión directa dicien- 
do que no estamos omisos y que conocemos nuestros 
derechos y nuestras obligaciones. Asimismo, deseo seña- 
lar, en voz serena y baja, que ninguno de nosotros se ha 
sentido aludido por lo dicho por el señor Senador Breccia. 
Además, en la mayoría de los casos, ni siquiera entendimos 
a quién se refería, pese a su destemplada intervención. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR BRECCIA.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRECCIA.- Gracias, señor Presidente. Voy a 
intentar bajar la voz, porque si no, se ve que ofendo. 


No aludí a nadie; el que se da por aludido, pues, que se 
dé por aludido, al que le caiga el sayo, que se lo ponga. 
Evidentemente, nuestra reacción demostró que a alguien 
estábamos aludiendo, pero decimos con toda franqueza y 
mirando a este Hemiciclo que no habíamos pensado aludir 
a nadie. Al parecer, algunos sangran por la herida de un 
pasado no demasiado democrático; tal vez sea así, no lo sé. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 
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SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: la posición con 
la que llegamos a esta sesión ha sido claramente explicitada 
porelseñor Senador Moreira. A ella me remito y también al 
proyecto de resolución que, en nuestro carácter de miem- 
bros de la Comisión de Constitución y Legislación, presen- 
tamos junto a los señores Senadores Moreira y Abreu, 
donde surgen los elementos en función de los cuales se 
establecen, nítidamente, los fundamentos que dan fuerza a 
nuestra decisión. 


Me corresponde, además, el honor de ser Presidente de 
la Comisión de Constitución y Legislación del Senado y, por 
ello, creo pertinente realizar algunas consideraciones y 
puntualizaciones directamente vinculadas al tema que hoy 
nos ocupa. 


No tengo ninguna duda de que la Comisión de Consti- 
tución y Legislación ha actuado con mucha seriedad en el 
trabajo que le demandó el estudio de este expediente y de 
que se cumplieron las pautas y los objetivos que nos 
propusimos y le trasladamos -lo mismo hicimos con el señor 
Senador Amaro- cuando empezamos a considerar el tema: 
actuar con mucho respeto hacia la independencia del Poder 
Judicial, defendiendo en todos los casos también la inde- 
pendencia del Poder del Estado que integramos, el Poder 
Legislativo, y teniendo especial consideración respecto ala 
persona y a la familia del Senador involucrado. Por eso, en 
su momento le planteamos a la Comisión que entendíamos 
que, por respeto a todas esas instituciones, un plazo de dos 
meses era suficiente para agotar el estudio de las tres mil 
fojas que forman el expediente que nos fuera remitido por el 
Poder Judicial y para emitir un pronunciamiento no sólo a 
ese nivel, sino también en el Senado de la República. En 
esos plazos, entonces, es que hoy estamos llegando a la 
definición de este tema. 


Tuvimos la posibilidad de que el señor Senador Amaro 
compareciera en la Comisión acompañado de sus asesores 
jurídicos y de que cada uno de sus integrantes aportara 
elementos o solicitara las pruebas que considerara conve- 
nientes. 


En una situación muy particular, los tres miembros de la 
Comisión que representamos al Partido Nacional llegamos 
a este pronunciamiento. Arribamos a nuestras conclusio- 
nes y las reservamos para nosotros, no las hicimos públi- 
cas; nunca expresamos nuestra opinión en las múltiples 
oportunidades en que nos fue requerida por la prensa, 
porque considerábamos fundamental, en primer lugar, tener 
una definición propia y, en segundo término, trasladarla a 
la Bancada de Legisladores del Partido Nacional, y en 
particular a la Bancada de Senadores, no para adoptar una 
posición que nunca tuvimos como Bancada, sino para que 
supieran con qué elementos trabajamos en la Comisión y 
para que, después, cada uno de los Senadores emitiera su 
voto de acuerdo a su leal saber y entender y a lo que le 
dictara su conciencia. Hoy, cada uno de los Senadores del 
Partido Nacional va a votar en función de estos elementos 
porque aquí ninguno de los once Legisladores llegamos 
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mandatados por nuestra colectividad política. Sí hemos 
tenido en cuenta lo que corresponde al tomar una definición 
de estas características. En más de una oportunidad, aquí se 
ha dicho que no se actúa como juez y yo creo que necesa- 
riamente actuamos como jueces. Quizá no emitamos una 
sentencia que adquiere la calidad de cosa juzgada, pero 
repito que sí actuamos como Jueces. 


Nosotros, señor Presidente, para tomar posición, por lo 
menos quienes llegamos a esta sesión representando al 
Partido Nacional, tenemos en cuenta dos elementos, los 
únicos dos elementos que se pueden valorar para tomar una 
definición sobre esta temática. Uno de ellos es el expediente 
judicial y, por ello, justamente, tenemos que actuar como 
Jueces. Nosotros no tenemos otra posibilidad que estudiar 
a fondo el expediente judicial para emitir una opinión y, al 
emitir una opinión, directa o indirectamente, estaremos a su 
vez juzgando la opinión del propio Poder Judicial, en la 
coincidencia o en la discrepancia. Cosa que nunca hacemos 
porque en más de una oportunidad hemos evitado contes- 
tar, intervenir, Oo hacer alusiones o referencias a procesos 
que se encuentran en trámite en la vida del Poder Judicial, 
ya que consideramos que eso, de alguna manera, significa 
violar suindependencia. En todos los casos significa violar 
su independencia, excepto en aquellos en que la Constitu- 
ción de la República directamente nos llama a intervenir, y 
éste es uno de ellos. 


Este es un caso en que, más allá de la independencia del 
Poder Judicial, el Poder Legislativo está llamado a emitir una 
opinión sobre un asunto que se encuentra en trámite y a 
valorar los antecedentes, el expediente judicial y los pro- 
nunciamientos que ya se han hecho antes de tomar una 
definición. O sea que nosotros tenemos en cuenta el expe- 
diente judicial. 


Lo otro que necesariamente también tenemos en cuenta 
es la persona involucrada. Es una persona que conocemos, 
de compartir el trabajo todos los días, de verla actuar en las 
Comisiones y en el seno de esta Cámara; pero, además, la 
conocemos desde mucho antes, porque en este caso tiene 
una trayectoria política dilatada y una importante experien- 
cia en la vida política nacional al haber actuado como 
Senador, como Diputado y como Intendente. Entonces, 
sabemos de quién se trata, a diferencia del Poder Judicial, 
que teóricamente no valora aspectos de estas característi- 
cas. No sé si se tuvieron en cuenta, lo que tampoco me 
preocupa mayormente; pero nosotros sí, señor Presidente, 
tuvimos en cuenta el expediente judicial y también a la 
persona involucrada y su trayectoria. 


Quiero decir muy enfáticamente que, a diferencia de 
otros pronunciamientos que hoy se están dando aquí, por 
expresiones que hemos escuchado, nosotros, por los dos 
caminos, llegamos a una misma conclusión: por la vía del 
expediente judicial y por la vía de la valorización de la 
trayectoria del señor Senador Amaro, llegamos a la conclu- 
sión de que no existe mérito para tipificar con carácter 
delictivo las conductas de que se lo hace responsable. No 
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me sirve -me parece que es un escudo y que es absolutamen- 
te inapropiado, por no utilizar términos más graves- decir 
que el señor Senador Amaro es honrado, honesto y que su 
conducta está fuera de discusión, pero que debe ser desafo- 
rado de la Cámara de Senadores. 


Creo que es una manera de lavarse las manos, que es 
intentar quedar bien con Dios y con el Diablo. Es no saber 
valorar la dimensión de la responsabilidad que la Constitu- 
ción de la República otorga al Legislador cuando le toca 
juzgar a un integrante del Cuerpo en función de los instru- 
mentos que desde hace muchos años existen en este país 
pero, además, desde hace muchos cientos de años existen 
en el mundo. 


No podría, señor Presidente, llegar a Sala y decir que una 
persona es merecedora del mejor de los conceptos desde el 
punto de vista de su honorabilidad, pero que a mi juicio 
debe ser expulsada o suspendida en el ejercicio de sus 
funciones para ser sometida a una causa. 


Un argumento que, además, es falaz, baladí y carente de 
importancia. No es verdad que un Legislador pueda renun- 
ciar a sus fueros y comparecer ante el Poder Judicial. No 
existe esa posibilidad. Los fueros van de la mano de la 
calidad de Legislador. Entonces, no hay ninguna posibili- 
dad de que cualquiera de nosotros se presente ante la 
convocatoria que en esta circunstancia realiza el Juez de la 
causa diciendo que renuncia a sus fueros o renunciando a 
ellos ante el Parlamento. 


Además, no me sirve ese argumento por otra razón 
mucho más importante: porque estaría yendo contra las 
definiciones en función de las cuales un día asumí la res- 
ponsabilidad de ser dirigente político, de intentar represen- 
tar a la ciudadanía y de poder desarrollar con honestidad 
intelectual mi profunda vocación parlamentaria. ¿Sabe por 
qué digo esto, señor Presidente? Porque no tengo ninguna 
duda -y no la tienen los compañeros del Partido Nacional- 
de que esta es una decisión extremadamente difícil y de que 
desde el punto de vista de la ciudadanía, de la gente y del 
pensamiento general que uno cree haber leído en ella, en la 
opinión pública en el transcurso de todos estos meses, es 
mucho más fácil votar a favor del desafuero que votar en 
contra. Se queda mucho mejor con la gente votando a favor 
del desafuero que votando en contra de él. El que vote el 
desafuero tiene que explicarle al pueblo uruguayo por qué 
lo hace, pero mucho más lo tiene que explicar el que vota en 
contra; mucho más difícil es explicarle a la ciudadanía por 
qué no se vota un desafuero y por qué, en definitiva, se 
termina creando una suerte de opinión generalizada de que 
tenemos un privilegio que nos hace estar por encima de los 
demás, cuando en realidad ese privilegio no está dirigido a 
la persona que ocupa la banca, sino al Parlamento como 
institución. Es mucho más difícil. 


¿Y saben los señores Senadores por qué, además, es más 
difícil en esta circunstancia? Porque existen no sé si quince 
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o dieciocho personas que han sido procesadas, algunas 
con prisión y otras sin prisión, por acusaciones, en la 
mayoría de los casos -no en todos-, de las mismas caracte- 
rísticas de las que se le hacen al señor Senador Amaro. 
Entonces, la gente nos pregunta cómo es esto, cómo es 
posible que Juan Pérez y Pedro González hayan sido proce- 
sados, el primero con prisión y el segundo sin prisión, por 
los mismos fundamentos y por las mismas causas por las 
que se intenta el desafuero del señor Senador Juan Justo 
Amaro. 


Digo de paso, además, porque la Constitución nos llama 
a pronunciarnos en estos temas, que no todos los casos son 
iguales. Hay uno, en particular, que involucra un manejo 
absolutamente irregular e ilícito de vales de nafta que no 
forma parte de este expediente. Dejémoslo en claro, tam- 
bién, porque hay quienes en esto de revolver para enchastrar, 
meten todo en una misma bolsa, y que después se arregle el 
que tiene que defenderse. 


Señor Presidente, cuando tomamos una definición de 
estas características -pienso que vale la pena decirlo en 
defensa del honor de las personas involucradas-, si consi- 
deramos que no hay elementos que fundamenten el des- 
afuero del señor Senador Amaro y decidimos expresar nues- 
tro voto en ese sentido -porque la Constitución nos habilita 
y nos exige un pronunciamiento en circunstancias de estas 
características, sin ponernos plazos y por eso me permito 
valorizar aun más el hecho de llegar a Sala con tanta rapidez 
después de un estudio sensato-, es de toda justicia decir 
que, de la misma manera que consideramos que no hay 
elementos suficientes para considerar delictual la conducta 
del señor Senador Amaro, también entendemos que no los 
hay para considerar delictiva la conducta de algunos ciuda- 
danos que no son Legisladores y que han sido procesados 
en función de los mismos fundamentos. Esto no es así en 
todos los casos, pero sí en algunos, lo que me parece 
necesario manifestar. 


No voy areferirme alos antecedentes porque de ellos ha 
hablado claramente el señor Senador Moreira. Sí puedo 
decir que, históricamente, nuestro Partido siempre ha teni- 
do una definición muy clara, muy coherente y de las mismas 
características sobre el tema de los fueros, sobre todo en el 
del año 1973 donde votamos junto con el Frente Amplio en 
el mismo sentido. En aquella oportunidad, votando negati- 
vamente el desafuero del señor Senador Erro, se evitaba que 
compareciera ante la Justicia Militar, a pesar de que también 
en aquella circunstancia había un Juan Pérez y un Pedro 
González que, por no pertenecer al Parlamento, fueron juz- 
gados por esa Institución e, injustamente, fueron objeto de 
decisiones que, seguramente, los Legisladores que votaron 
en contra del desafuero del señor Senador Erro, no compar- 
tían. 


Debo decir que a nosotros se nos complica aún más 
votar en contra de este desafuero, porque recibimos una 
delegación de dirigentes e integrantes del Partido Nacional 
del departamento de Florida, quienes nos señalaron que, en 
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su Opinión, había que votar a favor del desafuero del señor 
Senador Amaro porque consideraban que había actuado 
con mucha deslealtad hacia nuestro Partido en ocasión de 
las elecciones municipales, y muchas dudas les generaba su 
actuación en la OSE. Incluso, se nos trajo versiones de 
prensa en las que el señor Senador Amaro habría dicho -será 
o no así, pero es lo que nos trasmiten nuestros 
correligionarios de Florida- que prefería que ganara el Fren- 
te Amplio antes que el Partido Nacional. Sin embargo, 
nosotros no podemos hacer valoraciones de carácter polí- 
tico al momento de tomar una decisión de estas caracterís- 
ticas. Nuestros compañeros correligionarios del departa- 
mento de Florida nos sabrán disculpar, pero no estaríamos 
a la altura de lo que es el Partido Nacional si tomáramos en 
cuenta argumentos de estas características al momento de 
tomar una decisión de este tenor. Creo firmemente también 
que esos compañeros del Partido Nacional, con su sana 
intención, terminarán comprendiendo el por qué de nuestro 
voto. 


Finalmente, señalo que si hay un Partido que a lo largo 
de la historia ha protegido y defendido la independencia del 
Poder Judicial en todas las circunstancias, aun en la discre- 
pancia, es el Partido Nacional. En mi caso en particular, en 
reiteradas oportunidades le he dicho a la prensa -cuantas 
veces me ha preguntado por expedientes, situaciones o 
personas involucradas en procedimientos judiciales- que 
me abstengo de emitir opinión porque mi responsabilidad 
como parlamentario es preservar la independencia del Po- 
der Judicial, excepto en aquellos casos en que la Constitu- 
ción me pide que lo haga, y este es uno de ellos. 


Sinceramente, creo que si seguimos por este camino 
podemos entrar en terrenos complicados y si se sigue en 
esta campaña de revanchismo, de llevar denuncias al Poder 
Judicial para ver si se obtiene algún fruto o algún beneficio 
de carácter político electoral, el país puede vivir momentos 
muy difíciles. 


¿Adónde vamos a parar si hay quienes son capaces de 
decir que una persona es tan honrada como inocente, pero 
la condenan? ¿Qué pensarían esos mismos Legisladores si 
mañana un Juez a la par que declara inocente, honorable y 
honesta a una persona, la procesa con prisión por el delito 
de fraude? Pues que no hay garantías en este país. 


Sé que es un tema complicado y difícil, pero en aras de 
preservar la independencia del Poder Judicial -Poder en el 
que creo, creo como ciudadano y creo como profesional 
formado en el ámbito jurídico y judicial- entiendo que no 
sería bueno reglamentar a través de una ley la posibilidad 
de que los jueces y los fiscales emitan opiniones públicas 
acerca de sus fallos. Me parece que lo sabio está en la 
sentencia escrita, que tiene un tiempo de reflexión, de 
sensatez y de estudio, y no en lo que se pueda decir en una 
radio o cualquier medio de difusión, que siempre tiene un 
grado de improvisación importante. En ese sentido, me 
parece que protegeremos al Poder Judicial, a la Magistratu- 
ra y al Ministerio Público en la medida en que noinnovemos 
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en esa materia y no caigamos en aquello que ha dañado a las 
instituciones de los países vecinos y amigos, en los que, 
seguramente, en muchas circunstancias la independencia 
del Poder Judicial ha cedido y la gente no tiene la misma 
opinión que los uruguayos sobre la importancia, la jerar- 
quía, la fuerza, laimparcialidad, la sobriedad y la honestidad 
de nuestro Poder Judicial. 


Por esos fundamentos, señor Presidente, consciente de 
la responsabilidad que tengo y de lo que esto significa a 
nivel de la opinión pública -pero orgulloso de poder votar 
a conciencia, de corazón, de acuerdo con lo que me dicta mi 
leal saber y entender- voy a votar en forma negativa el 
desafuero que se pide del señor Senador Amaro, con todo 
mi respeto por el Poder Judicial. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: no tenía pensado 
hablar, fundamentalmente, por una razón que todos entien- 
den, pero en las últimas intervenciones me convencieron de 
que no podía quedar callado ante una circunstancia tan 
importante como la que está viviendo el Senado de la 
República en la noche de hoy. Por eso, también me permito 
rechazar enfáticamente un estilo que espero no se vuelva a 
repetir, que es el de los Senadores que anuncian que se van, 
pero que actuarían de determinada manera en caso de estar. 
Por suerte, uno de ellos retornó a Sala y se va a encontrar 
presente al momento de la votación pero, a mi entender, es 
inaceptable que cuando se trata del juzgamiento de un par, 
haya otros compromisos políticos que me hagan adelantar 
opinión, partiendo de una base equivocada. Digo esto 
porque, quizás, las argumentaciones podrían llevar a con- 
vencer a algunos de votar el desafuero, si bien la mayoría 
que anuncia que lo va a votar no es, ciertamente, una 
mayoría. 


Por otra parte, no se puede hablar de la hombría de bien 
del señor Senador Amaro y, a la vez, expresar lo que se dice 
en el numeral VII de la declaración propuesta y que voy a 
leer textualmente. 


Allí se dice: “Sin perjuicio de concluir que es claramente 
correcto otorgar el desafuero solicitado, el Senado entiende 
oportuno destacar que es generalizada la consideración 
personal que merece al Cuerpo el Señor Senador Juan Justo 
Amaro, así como la convicción de que es un hombre de vida 
austera que quizás actuó de manera irregular como admi- 
nistrador de una empresa pública, probablemente inmerso 
en una costumbre de conducción tolerante con las irregu- 
laridades, que por el bien del país deben cambiarse radical- 
mente por administraciones transparentes, celosas de la 
legalidad y muy rigurosas respecto de sus incumplimien- 
tos” 


No soy el señor Senador Amaro ni pretendo serlo, pero 


CAMARA DE SENADORES 


13 de junio de 2007 


el día que promuevan mi desafuero les voy a pedir que 
eviten poner el numeral VII de esta declaración, porque me 
parece el insulto más grande que se pueda inferir a un 
ciudadano. Si vamos a decir las cosas de frente, hagámoslo 
aquí, que es donde podemos debatir, porque estoy bastante 
cansado de tolerar que aquí no se digan las cosas y afuera 
sí. Aquí es donde se tiene que venir a decir con convenci- 
miento por qué hay un conjunto de Senadores que preten- 
den levantar los fueros del señor Senador Amaro. 


En cuanto a las cuestiones de fondo, comparto en su 
totalidad las intervenciones de los señores Senadores del 
Partido Nacional, pero quiero decir algo más. Estoy absolu- 
tamente convencido de que desde el punto de vista formal 
el Juez se equivoca al solicitar a la Suprema Corte de Justicia 
que se promueva el desafuero del señor Senador Amaro a 
los efectos de indagar. No puede ser así, en primer lugar, 
porque la doctrina confirma, desde Justino Jiménez de 
Aréchaga a la fecha, que no es correcta la solicitud de 
promover desafueros con la causa de la indagatoria y, en 
segundo término, porque este Parlamento se ha opuesto 
sistemáticamente a autorizar desafueros bajo esas circuns- 
tancias, tal como sucedió en los años 1991, 1995 y 1996, y 
está bien que haya procedido así. 


Además, tan equivocada es la actitud del Juez que no 
logramos entender el fondo de este asunto, porque el artí- 
culo 126 del Código del Proceso Penal permite indagar, 
como efectivamente lo hizo, porque al señor Senador Amaro 
y al señor Representante Casas se les enviaron sesenta 
preguntas que tenían que contestar en menos de 48 horas. 
O sea que la indagatoria fue realizada y, además, el Juez 
procesó a otros imputados en causas similares. Si el Juez 
tenía previsto procesar, tendría que haber promovido, tal 
como lo establece el artículo 114 de la Constitución, la 
solicitud de levantamiento de los fueros con el objetivo de 
procesar y no para indagar. 


Por otra parte, es notorio que este Parlamento se ha 
negado sistemáticamente a levantar fueros con el objetivo 
de indagar a Legisladores, y el Juez debe saber esto. De 
modo que, francamente, quizás mi posición hubiera sido 
otra si el Juez hubiera solicitado el levantamiento de los 
fueros para procesar. 


Señor Presidente: en primer lugar, rechazamos 
drásticamente la actuación del actual Directorio de OSE y de 
su Secretario General; la rechazamos enfáticamente y la 
repudiamos. Quien crea que esto no es una operación de 
carácter político, evidentemente no ve la realidad. En la 
Cámara de Representantes existe una Comisión Investiga- 
dora que tiene como objetivo investigar las anteriores ges- 
tiones de los Directorios y vamos viendo cómo esta serie de 
capítulos se viene dando con una sistematización que no 
existe en otras Comisiones Investigadoras. Las mayorías 
actuales se han negado a investigar episodios de la actual 
Administración que han solicitado ser investigados, en 
otros casos se ha fijado un plazo y en otros ni siquiera se 
ha convocado a las personas que se pretende indagar. 
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Otro elemento que quiero destacar es que considero una 
equivocación creer en que no se puede opinar sobre el 
Poder Judicial y sobre los fallos de los Jueces. Pienso que 
nos equivocamos al creer que el fallo de un Juez es la 
Justicia; el fallo de un Juez es sólo eso y pretender creer que 
esa es la opinión del Poder Judicial o de la Justicia, como un 
concepto y un bien supremo a seguir, es un profundo error. 
Digo más, la Suprema Corte de Justicia y el Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación deberían solicitar la 
versión taquigráfica de esta sesión del Senado, porque aquí 
se han dicho cosas muy graves, que no sé si no merecerían 
ser investigadas. 


No tengo la menor duda sobre la politización de la 
Justicia; lo lamento, pero no me cabe la menor duda, no 
desde ahora, sino desde hace mucho tiempo. También sé 
que se han hecho daños irreparables a gente que ha visto 
cómo se mancilla su honor y se revuelca en el fango, y 
después, a lo sumo, lo que merece a algunos que promovie- 
ron eso, es un silencio cómplice, que francamente hoy 
queremos rechazar. 


Estamos convencidos de que no hay que proceder ni por 
cuestiones de forma ni por cuestiones de fondo al desafue- 
ro del señor Senador Amaro. Si hubo irregularidades -lo que 
aesta altura dudo-, creo que son de carácter administrativo. 
Asimismo, ver cómo en algunos casos el Juez procesa sin 
prisión a los autores y con prisión a algunos coautores, es 
un hecho más que hay que agregar a lo que he dicho. 


Esto es lo que puedo decir sobre la actuación de este 
Juez y de este Fiscal. Quien pretenda insultarme diciendo 
que estamos cuestionando a la Justicia, que se lave la boca; 
quien pretenda decir que estamos cuestionando y no cre- 
yendo en los fallos judiciales, no entiende que en una 
democracia, más allá de estar de acuerdo o no, hay que 
acatar. Pero no se venga aquí con enardecidos discursos, 
que reflejan quizás un muy poco convencimiento democrá- 
tico en las instituciones y un muy poco respeto por el 
Parlamento Nacional. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más oradores ano- 
tados, se va a proceder a votar. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA XAVIER.- Solicito que la votación se haga de 
forma nominal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, señora Senadora. 
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La votación del pedido de desafuero de la Justicia pre- 
cisa21 votos, y se han presentado dos mociones. Entonces, 
votaríamos la que está presentada en mayoría, que es la 
aceptación de ese pedido de desafuero, y si no alcanzaran 
los votos, sería innecesario someter a votación la otra 
moción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el RESUELVE del informe 
en mayoría. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Atento: a las consideraciones expuestas, el Senado 
RESUELVE: Declarar que hay lugar a la formación de causa 
y en su mérito, suspender al Señor Senador Juan Justo 
Amaro en el ejercicio de sus funciones de acuerdo con el 
artículo 114 de la Constitución”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tómese la votación nominal. 
(Se toma en el orden siguiente:) 

SEÑOR ABREU.- Voto por la negativa. 

SEÑOR ALFIE.- Voto por la negativa. 

SEÑOR ANTIA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR ANTOGNAZZA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR BENTANCOR.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR BRECCIA.- Por las razones extensamente ex- 
puestas, voto por la afirmativa esta moción. 


SEÑORA CASTRO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR COURIEL.- Voto por la afirmativa por las razo- 
nes que ya di y que tengo todo el derecho de dar en el 
momento que crea adecuado, conveniente y oportuno, en 
esta Sala. 


SEÑORA DALMAS.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR DA ROSA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GALLINAL.- Voto por la negativa. 


SEÑOR HEBER.- Voto por la negativa. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Sufrago afirmativamente. 
SEÑOR LAPAZ.- Voto por la negativa. 

SEÑOR LARRAÑAGA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR LONG.- Voto por la negativa. 

SEÑOR LORIER.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MICHELINI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MOREIRA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR OLIVER.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PENADES.- Voto por la negativa. 


SEÑORA PERCOVICH.- Voto por la afirmativa y pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Voy a recoger el guante que 
algunos señores Senadores han lanzado en Sala y señalar 
que luego de haber leído ese voluminoso expediente estoy 
habilitando la posibilidad de levantar los fueros al colega, 
porque entiendo que allí se verifica claramente una cantidad 
de irregularidades que, al menos, lo tienen con alguna 
responsabilidad como jerarca. Además, deseo que el señor 
Senador Amaro tenga la posibilidad, frente al Juez, de 
demostrar todo lo que dice que tiene para demostrar en el 
sentido de que no está involucrado. A su vez, voy a desta- 
car algo que se dijo y considero especialmente importante. 
Me parece que este Parlamento hace mal al no habilitar esa 
posibilidad al señor Senador Amaro. Acá se ha defendido 
una cultura política perimida que habilita determinada forma 
de administración de la cuestión pública, que después se 
critica permanentemente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto que no pueden hacer- 
se alusiones políticas en el fundamento de voto y la Mesa 
es responsable de hacer cumplir el Reglamento. 


Continúese tomando la votación nominal. 
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(Se continúa tomando en el orden siguiente:) 
SEÑOR ROMERO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SANGUINETTTI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SARAVIA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR VAILLANT.- Voto por la afirmativa y pido la 
palabra para fundamentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR VAILLANT.- He votado afirmativamente res- 
paldando el informe que, en mayoría, ha presentado el señor 
Senador Korzeniak destacando, en particular, su numeral 
VII que establece que es generalizada la consideración 
personal que merece al Cuerpo el señor Senador Juan Justo 
Amaro, así como la convicción de que es un hombre de vida 
austera. Además, agrego que no sólo se trata de una perso- 
na de vida austera, sino de un hombre honorable, honesto, 
honrado y de cuya inocencia estoy seguro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese tomando la vota- 
ción nominal. 


(Se continúa tomando en el siguiente orden:) 
SEÑORA XAVIER.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Voto por la afirmativa. 

Dese cuenta del resultado de la votación. 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


Han sufragado 29 señores Senadores y 16 lo han hecho 
por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La votación ha resultado: Nega- 
tiva. 


Por lo tanto, el pedido de desafuero ha quedado recha- 
zado. 
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17) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 21 y 55 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
Senadores Abreu, Alfie, Antía, Antognazza, Bentancor, 
Breccia, Castro, Couriel, Da Rosa, Dalmás, Gallinal, Heber, 
Korzeniak, Lapaz, Larrañaga, Long, Lorier, Michelini, 
Moreira, Oliver, Penadés, Percovich, Romero, Sanguinetti, 
Saravia, Topolansky, Vaillant y Xavier.) 
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